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INTRODUCCION 

El presente trabajo es un examen del lanzamiento por ocupación de he 

cho en Colombia. En �l se ha procurado establecer su relación con 

el derecho de policía, y las implicaciones admini"strativas y económi 

casque se sobrevienen para el patrimonio público cuando no hay desa 

l ojo.

En Colombia las ocupaciones de hecho se han vuelto algo frecuentes 

como forma de llegar a la tenencia del suelo; se suceden tanto en el 

campo como en la ciudad, quebrantando el llamado II estado de derecho" 

y el orden público. Sin embargo se ha instituido una acción adminis 

trativa de lanzamiento para estos casos como medida de protección de 

la propiedad y posesión, cuyo conocimiento corresponde al jefe de po 

licia municipal (alcalde). No obstante ser esta una acción netamente 

administrativa su conocimiento en el área rural fue confiado por la 

ley 200 de 1.936 y demás, a la justicia ordinaria hasta l.971, fe 

cha en la cual entramos en un vacio legal en este sentido. Sin em 

bargo los jefes de policía aún siguen tramitando querellas policivas 

por este hecho en zonas rurales en Colombia. Mientras tanto en el · 

área urbana no se garantiza esta protección ni se impone una distri 



'i. .. 

bución racional del suelo, 11 obligando 11 ·a los marginados de las ciu 

dades a promover invasiones como forma de obtener techo, comprometien 

do de paso el pattimonio público para responder a los propietarios d� 

suelo improductivo en la ciudad. 

Para el desarrollo del trabajo optamos por presentar descripción y 

·análisis de las normas constitucionales y legales que rodean la mate

ria, lo mismo que presentación de las posiciones doctrinarias y juris. . 

prudenciales de algunos autores.

El _haber ototga�o el conocimiento de la acción policiva de lanzamien

to por ocupación violenta a los jueces de la República adquiere una 

singular importancia si se tiene en cuenta la distribución de funcio 

nes del poder público en Colombia. Pero mucha mayor connotación ad 

qu.ieren la falta de procedimientos aplicables para el trámite de tal 

acción en el campo, y la responsabilidad administrativa ante propieta 

ríos y poseedores por fallas del servicio en el área urbana cuando no 

hay desalojo de invasores. 

Se ocupa este trabajo de esclarecer los procedimientos aplicables pa 

ra el trámite de querellas de lanzamiento por ocupación, lo mismo·qLE 

las consecuencias derivadas por denegación de protección policiva de 

la propiedad ó la posesión. 

Para tal ocurrencia se toman como base las normas de derecho de poli 

cía, especialmente la Ley 57 de 1.905 y su Decreto Reglamentario 992 

15 



de 1.930; lo mismo qu� la Ley 200 de 1.936, el Decreto 59 de l.938, 

la Ley 4a. de l.943 y el Código de Procedimiento Civil. 

No se ocupa este trabajo de la posición del Estado Colombiano a1 no 

ej�rcer un control pGblico del suelo urbano para procunar que los 

marginados de la ciudad ( hoy invasores ) tengan techo para vivir 

con un mínimo de equipamientos y animación social que les haga mas hu 

mana la vida en la ciudad, aunque sea esta una posible solución a 

las invasiones. 

16 



l. EL DERECHO DE POLICIA

1 . 1 DEFINICIONES 

Antes de entrar a estudiar las partes que nos interesan estudiar o 

analizar para el objet,vo propuesto, dentro del derecho de poli da, 

conviene presentar algunas definiciones que nos pemiitan tener algu 

nas nociones previas so6re el tema; en tal virtud tenemos: 

a. DERECHO.

Toma�o en su sentido etimol6gtco Derecho proviene d� las vo
ces latinas·ditéttum y·attt�ére tconducir, enderezar, ¿·gb6er
nar, regir, llevar réctamente una cosa hacia un término o lu
gar señalado, guiar encami"nar ) ... En consecuencia, en :senti
do lato, quiere decir recto, igual, seguido, sin torcerse a
un lado ni a otro ... Es pues, la norma que rige, sin torcer
se hacia ningDn lado, la vida de las personas para ser posi
file la convivencia social. 1

Esta acepción se refiere al derecho como ·norm� que rtge la conducta 

humana encaminada a promover el bienestar general. 

lossORIO, Manuel. Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y So 
ciales. Buenos Aires, Editorial Heliasta S.R.L., 1982,. p. 226 . 
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Pero este es solo uno de los sentidos que se le dan al vocablo dere 

cho, y es el que más interesa para nuestro estudio, bien complementa 

do tal sentidd con la ensefianza de Del Vecchio, cuando dice del dere 

cho que es II coordinación de la libertad, 6ajo forma imperativa 0
•

2

Esta concepción nos interesa mucho teniendo en cuenta que las liberta 

des ciudadanas, regladas, y la fuerza son parte importante del Dere 

cho de Policía. 

b. POLICTA. Al daruna noci6n de polida Waline expone:

En_ el len guaje del derecho admintstrattvo, el término poli da
no tiene el mismo sentido que en el lenguaje corrtentei es
la limitadión por una autoridad pQ61ica y en el inter�s pQbli
co, de una actividad de los ciudadanos, sin.que deje de ·ser
una actividad privada; ella es solamente reglamentada. No de
ja dé ser li5re si no en la medida en que no está restringi'da
expresamente por las prescrtpctones de policia. En otras pa
labras, la libertad es la regla, la restricci5n por �edida
de poli�Ta es la excepct6n�J

1 1. En.el lenguaje científico policía significa, en primer lugar, una 

.función, y no un órgáno de la· administractón 11
•

4

Prom"i, define la policía ast: 

2Citado por OLIVAR BONILLA, Leonel. Derecho de Polic1a. Bogot8, Ti
pografía Central, 1984, p.7. 

3wrLCHEZ MARTINEZ, Solón. Derecho Administrativo. Bogotá, Edicio
nes Cultura Latinoamericana, 1979, p.341. 

4
WILCHEZ MARTINEZ, Op cit. p.342. 
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Es parte de la functón administrativa que tiene por o5jeto 
la ejecución de las leyes de polic-ía. Se manifiesta a tra 
vés de normas particulares ( actos administrativos), que 
constituyen la individualización o concreción de la norma 

· jurídica general o· abstracta, la continuación del proceso.
de producción y jurídica ... 5

.La doctrina distingue varias clases de policía así: 

l. POLICIA ADMINISTRATIVA. Para referirse a la facultad que tienen

las autoridades administrativas para atender las limit�ciones a las 

libertades, al mantenimiento del orden público interno. 

Esta policía puede ser nacional o local, según se extienda a todo el 

territorio colombiano confonne a normas expedtdas por .el Congreso y

a las facultades atrióuidas por la Constitución al Presidente de la 

Repú6lica, ó se extienda a los de�artamentos y municipios, conforme 

· a las facultades que atrifiuye la Constitución a las Asam6leas y a les

Concejos.

2. POLICIA JUDICIAL. Se distingue como tal al cuerpo auxiliar de

la rama jur1sdiccional del poder pílblico. 

3. POLICIA GENERAL Y POLICIA ESPECIAL. La primera para referirse al

cúmulo de disposiciones. por las cuales se co.nfieren facultades a las 

5SARRIA, Eustorgio y SARRIA, Mauricio. Derecho Administrativo Colom 
biano. Bogot§, Augusto Impresores, 1984, p.100. 
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autoridades de policía, para el mantenimiento del orden pQblico, como 

el. Código Nacional de Policía; y la segunda para referirse a cierto 

orden de las actividades de los ciudadanos, reguladas por normas ca 

· mo el Código Nacional de Tránsito Terrestre.

En lo que a nuestro tema central en estudio se refiere, su conocimien 

to corresponde a la policía administrativa local basicamente, toda vez. 

que es competencia de alcalde e inspectores de policía. 

1.2 LA FUNCION DE POLICIA. 

La Corte Suprema de Justicia en sentencta de a6ril 21 de 1982� dentro 

del proceso namero 893, dijo: la func16n de policía es la gesti6n 

administrativa concreta del poder de policta, ejercida dentro de los. 

marcos impuestos por éste; la desempeñan las autoridades administra 

tiva de policía, esto es, el -�uerpo directivo central y descentraliza 

do de la administración·püblica, como un superintendente, un alcalde, 

un inspector. El ejercicio de esta función no corresponde de princi· 

pio, a los miembros de los cuerpos uniformados de policía" • 

"La función de policía es reglada y se hall� supeditada al poder de 

polic1a. Supone el ejercicio de competencias concretas asignadas por 

éste a las autoridades administrativas de policía ... " 

Importa,pues, precisar que la función de policía compete, en princi 

pio, a las autoridades administrativas de policía y no a los cuerpos 

20 



uniformados de la Policía Nacional, como suele creer el común de las 

gentes. Los Oficiales, su6oficiales y agentes de policía como dice 

la Corte " mandan obedeeiéndo ", es decir, ejecutando o haciéndo cum 

plir la voluntad de la.autoridad civil de policía, del jefe de poli 

cfa, por �jemplo , el alcalde. 

Es igualmente conveniente precisar que cuando ha.álamos de functón de 

· policía no nos referimos a fac�ltad para expedir leyes o reglamentos

de policía, pues esto es lo . que const-r.tuye el PODER DE �OLICIA, iden

tificado por la doctrina, y que consiste en la facultad que tiene el

legislador, asambleas y concejos, respecto de la reglamentación y li

mitación de las libertades pú6.licas. en virtud del Art. 16 de la Cons

· titución Nacional que inviste a las autoridades de un poder para �or

den�r y garantizar el ejerdcio de los· derechos individuales, prote

. ger los intereses sociales y·asegurar el desarrol_lo de li;i comunidad'',

como dice Safria en iu obra Derecho Adminiitrativo Colombiano� Este 

poder corresponde al legislador y al ejecutivo en cuando a los regla 

mentas de policfa. 

En el caso que pretendemos estudiar: 11ocupación de hecbol!, la autori 

dad de policfa en ejercicio de la función, ante querella presentada 

por el poseedo�, esti en el deber.de garantizar el derecho a la propie 

dad, ordenando el lanzamiento en caso de un ataque a este derecho.· 

1.3. LA ACTIVIDAD DE POLICIA 

Asi como la doctrina y la jurisprudenaia·nacional han identificado uf 
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. . 

poder de policía para referirse a la facultad de expedir leyes, o ac 

tos jurídicos con caracteres generales, impersonales y objetivos regu 

landa las libertades, y a la -fUNCION DE POLICIA para referirse a: la 

gesti6n. administrativa· concreta de·las autoridades de policfa pero 

desde el punto de vista jur1dico; a�i tambi�n tales. fuentes del de 

retho han identificado una ACTIVIDAD DE POLICIA para referirse a ac 

. tividad de tipo material que realizan los miembros de ·la policía ·:na 

cional. 

El profesor Olivar Bonilla dice: 11 es_ la ejecución del poder y de la 

funci6n de policía, realizada por los miembros de ·la policía"�-

La Corte Suprema de Justicia en sentencia proferida el 21 _de abril de 

1.982 eri el Proceso 893 dice: "La actividad de policfa, asignada a 

los cuerpos· uniformados, es �strictamente material y ·no Juri'dica, co 

rresponde a la competencia de ejercicio. reglado_de la fuerza, y·está 

subordinado al poder y a la función de poltcfa .• �." 

1.4 EL DERECHO DE-POLICIA 

Cuando hablamos de derecho de policía nos referimos a esa parte del 

derecho administrativo que tanto en el ámbito nacional, departamenta·1 

como municipal, regula cierta forma de l_a actividad administrativa en 

6oLI·VAR BONILLA, O ·t 10 .p Cl • p. . .; 
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caminada a asegurar la ex.istencia mtsma del Estado en el ordemii:n:teroN 

no y a· velar por la integridad de las personas en su vida, honra y 

bienes, evitando el abuso de la libertad en perjuicio de la colectivi 

dad de los derechos de todos. 

Dada la complejidad del conjunto de los derechos que tienen las persa 

nas, por la misma protección integral de la persona, el derecho de po 

licia se extiende a todos esos derechos, tanto en el campo privado co 

mo en el Social. De ahí la raz6n de ser de una gran cantidad de ··nor 

mas reguladoras, por ejemplo; de las principales libertades pQblicas 

del derecho de propiedad, de los espectáculos, prostitución, y de cua 

les conductas se consideran contravenciones de policía. 

Del Derecho de Policia se ha dicho, por ejemplo II es el conjunto de 

normas establecidas por el Estado con el fin de garantizar la seguri 
7 

dad, la tranquilidad y la salubridad pQ6licas". 

Salón· Wilchez dice II el conjunto de nonnas que· regulan. jurídicamente 

la función policíaca, que prevé, por lo tanto, el empleo de la coac 

ción para evitar los peligros y perturbacfones del 11buen orden 11 , pue 

de considerarse como derecho policíaco 11
•

8

7OLIVAR BONILLA, Op cit. p.1O.

8WILCHEZ MARTINEZ, Op cit. p. 342.
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Pretende la.doctrina que partiendo de los principales rasgos caracte 

rfsticos de la actividad policial se separe la instttuci6n de las 

otras normas del derecho administrativo para estudiarla como una legis 

laci6n distinta, siguiendo 1a·evoluci6n del derecho, tendiendo a ajus 

tarla a las necesidades de la moderna sociedad. Ello permitirfa un 

cornocimiento mas completo de sus asuntos y una codificaci6n de las d� 

persas normas que la componen. 

1.5 AUTORIDADES DE POLICIA. 

La .estructura administrativa del. Estado Colombiano en cuanto a su or 

ganizaci6n y furiciones presenta una dualidad de niveles administrati 

vos: la administración central o poder central, representado por el 

presidente, los ministros, etc.etc. y la administractón local o poder -

local, representado por los goí:iernadores, los alcaldes, etc. etc. 

En este orden de ideas, en el campo de la actividad policial, los fun 

cionarios que representan estos entes administrativos: naci6n, depar 

tamento y municipios son quienes ejercen autoridad de policía, a pesi;lr 

de que son muchas las aútoridades que tanto en el orden nacional como 

en el local ejercen funciones de policía. 

1.5.1 En la Nación. 

En el orden nacional es el presidertte del.a RepOblica quien ejerce au 

toridad de policía; asi lo dispone el artfculo 120 ordinal .7º .de la 
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Constitución Nacional, cuando dice "Art. 120 Corresponde al Pres·iden 

te de la República como jefe del Estado y suprema autoridad admin-is 

trativa: •.. 7 º Conservar en todo el territorio el orden público y 

restablecerlo donde fuere turbado". 

El Art. 121 de la Constitución Nacional otorga las más amplias facul 

tades al Presidente de la Repúbli_ca en caso de conmoci6n interior o 

de guerra exterior, en materia policiva. 

1.5.2. En el Departamento. 

El ·gobernador como agente del gofiierno m�cional y como jefe. de. lij ad 

ministración seccional es responsa6le de la conservacion del orden pú 

blico, cumpliendo y haciendo cumplir las órdenes, leyes y decretos re 

cionados con su mantenimiento. 

El Art. 127 del Código de R�gimen Polftico y Muntcipal en su num. 25 

dá facultades al gobernador para estatuir lo relativo a 1� policía lo 

cal conforme.a las leyes y ordenanzas vigentes, lo cual confirma ·;su 

calidad de autoridad policiva. 

1.5.3 En el Municipio. 

El alcalde.es quien ejerce la autoridad de policía en el municipio ; 

asi se desprende delArt. 201 de la Constitución Naciona1 cuando esta 

tuye que en el municipio habrá un alcalde que será agente del goberna 
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dor y jefe de la administración municipal. 

Según el Art. 183 del Código de Rª�imen Polftico y Municipal, el al 

calde es el jefe de policía en el territorio municipal. Fuera de los 

alcaldes existen los inspectores de policia que hacen las veces de 

aquellos en algunos asuntos. 

1.6 LAS ORDENES DE POLICIA. 

Para la conservación del orden pú6lico encomendado; las autoridades 
. . 

.de policía lo hacen por medios que aseguran el cumplimiento de las 

nonnas y actos administrativos que regulan el ejercicio de la liber 

tad. 

En este sentido el Código Nactonal de Policfa prevee unos medios de 

policia eritre lds cuQles estan las 6rdenes y el empleo de la fuerza 

entre otros, los cuales trataremos a·grósso·modo por guardar alguna 

reiación con.el tenia en estudio, y para ello comenzaremos por las ór 

cienes.• 

1.6.l Definición. 

Ensayando una definición podríamos decir que es un mandato dado por 

autoridad de policía a una persona o grupo individualizado de persa 

nas para asegurar el cumplimiento de disposi•ciones de poli:cta y que 

conllevan obediencia para su destinatario. 
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1.6.2 Características. 

El C6digo Nacional de Polfcfa esta61ete .en los art1cu1ós 20 a 27 las 

siguientes características o requisitos que debe llenar la orden de 

policía: 

a) Debe fundarse en ley o reglamento;

b) Debe ser clara, precisa, y de posfüle cumplimiento;

c) Debe ser motivada _y es·crita, excepto en caso de urgencta que p.uede

ser verba 1-.

d) El destinatario que la recibe puede ser o6ltgado a su cumplimtento

e) Puede ser revocada por quien la emttió •.

f) Debe comunicarse por medto td6neo.

1.6.3 Destinatario . 

Tal como lo prescrt&e el Art. 22 del C6dtgo Nacton�l de Poltct� "la 

orden debe impartirse a· persona o a grupo indivtdua_l tza_do o individua 

l i zab le de personas " • Generalmente 1 a_ orden es de cc;1rácter tndtvi•

· dual, pero puede dirigirse a multttud de personas, inclusive Por

ello debe comunicarse de manera eftcaz, por medto idóneo como radio,

altavoces, prensa, etc.

1.6.4 Cumplimiento. 

Proferida la orden de policía, la autort·dc;1d debé:i procurar su cumpli 
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miento; valiéndose, inclusive, de la fuerza si se omite su ejecuci6n; 

Si el cumplimiento de la orden estuviere sometido a plazo, la autori 

dad conminará al destinatario para �ua la observe en el piazo;pu�i�� 

do imponer sanciones en caso de incumplimiento, sin perjuicio de eje 

cutarla por·cuénta del o6ltgado, si fuere posible la sustituci6n •. 

No obstante lo anterior; han señalado los investigadores del derecho 

de.policía que en cuanto al cumplimiento de 1·a·orden debe tenerse en 

cuenta·que ni la ley ni la autoridad puede exigir actos.heroicos de 

las persona� con conductas qu�.e�cedari l�s limites de capacidad indi 

vidual. 

1.6.5 Vig�ncia . 

Teniendo en cuenta que las dectstones en asuntos de poltda, por ex 

cel enci_a, son preventi.'vas, no hacen tránsito a cosa juzgada, . y por 

tanto existen h�sta que la ju�t4cta ordinaria no decida_otra cosa, o 

a su vez sea revocada por quien la emiti6. 

1.6.6 Recursos 

Conforme al Art •. 24 del C6digo ·Nacional· de Policía " la orden puede 

ser impugnada por vía jerárquica, sin perjuicio de su cumpl i'miento", 

lo que indica que es procedente el recurso d_e apelación en. efecto de 

volutivo. 
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Es esta la regla general, respecto de la orden ; pero . tiene su excep 

ci6n en la orden de lanzamiento.por ocupaci6n de hecho, lo _cual vere 

mas más adelante al analizar el procedimiento a seguir ante.la ocupa 

ci6n 

. 1.6. 7 Extinción 

La orden de policía, aún sin someter el ás:unto al conocimiento de la 

justicia .ordinaria, puede llegar a la extinción por .revocatoria de 

quien la emiÚó ·o del supertor ·jerárquico; por derogatoria de . la ley 

que tuvo como fundamento par� su expedición� 

1º7 EL EMPLEO DE LA FUERZA 

· Dentro dE;!l conjunto de medtos· que tieneri la.s· autori.dades · de poli cía

para preservar el orden púfilico encomendado está el empleo de· la fuer
. 

-

za; a través del cua_l se asegura elcum.plimi.ento de las ordenes de au

tor.idád�,::se evita o reprimen los .nídtos penales . o de policía o se

impone la voluntad estatal en caso de calamidad pública, suspendiendo

en algunos casos el ejerticio=de los derechos individuales por conve

niencia social.

- Pero-este uso de la fueria no puede ser caprichoso, "solo cüando sea

estrictamente necesario para impedir la perturbaci6n del orden públi

co y par� restablecerlo "dice el Código Nacional-de·.Policía en su ar

tículo -29.
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En este sentido se htzo cél efire l 9, frase de León Duqutt cui;indo di�o; 

· n e 1 derecho s i-n 1 a fuerza es- 1 a impotend a; la fuerza s·tn :!el derecho 

·es la barbarie 11•9

El derecho de oórar por medio de la f.uerza es, pues, una nota caracte 

rfstica de la policfa, distinguiéndose de otras- funciones de la admi 

mistraci6n� Pero el uso .de la fuerza no conlleva el a6uso de ella 

ya que los funcionarios· de policía deóen actuar conformé a la ley, ra 

z6n por la cual se dice que la fuerza de6e �star al ser�icio del dere 

cho. 

Adquiere mas importancia este medio de policía para el tema en estu 

dio, ya que casi siempre cuando s·e trata de ocupaciones· de heclio mi;isi 

vas, es menester el empleo de la fuer.za para cumplir la decisión · de 

la autoridad de policia, en la práctica del lanzamiento , inclusive, 

hay ocasiones en que siendo dé6il el pie de la fuerza de la Policfa 

Nacional, a fin de .controlar desordenes que puedan tenninar con canse 

cuencias graves para la comunidad, es necesario la asistencia militar 

para poder preservar el orden público o restablecerlo. Esto, repito 

ocurre cuando las ocupaciones adquieren perfiles de invasiones multi 

tudinarias, y el lanzamiento ofrece dificultades por razones de la 

cantidad de ocupantes que por lo general ofrecen resistencia a la 

práctica de la diligencia. Es entonces cuando se requiere la fuerza� 

9sARRIA, Op cit. p.98 
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ra que no se vuelva impotentev�l derecho. 

1.8 EL SERVICIO DE POLICIA 

Para poder mantener· el orden público en todos los a.spe.ctos y :�·-'elemen 

tos que lo integran , el Estado ha instituido el servicio de policía 

.el cual se �resta-a travªs del cuerpo nacional de policía, con una or 

ganización militar, pero con naturaleza netamente ctytl • 

. Para una mejor prestactón del s·ervicio se na estatuido el Códtgo Nado 

nal de Policfá, en el cual $e �esarrollan los principios constitucio 

nales sobre el asunto y se indica que el Presidente de la República 

es la. suprema autoridad admintstrativa y por ende el jefe del servt 

cio. 

La finalidad,:pues, de la policTa es el mantenimiento o la_- conserva 

ción del orden pú6lico, entendiend6 pci� tal ese m1nimo de condiciones .. 

necesarias para el desarrollo normal de la vida en sociedad. 

Ese mínimo de condiciones se l_ogra eón la garantía. de los. elementos 

que componen el orden público como son la segu�tdad, la tranquilidad, 

la salubridad y. moral ;·dad púól teas, y según las) nuevas tendencias la 

ecología y el ornato públicos. 

Entonces en este orden de ideas tenemos que conforme �-1 Art. lo. del 

Código Nactonal de Policía, 11 la policia es:tá i_nstituida para proteger 
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a los habitantes del territorio colombiano en su �ibertad y en los de 

rechos que de esta se derivan ••• 11• Según el Art. 2° · del mismo estatu 

to a la policfa compete la conservaci6n del orden público interno. 

El orden público que protege la policía resulta ,de la prevenci6n y 

eliminaci6n de las perturbaciones de la seguridad; de la trariquilidad 

de la salubridad y de la moralidad públicas ••• 11 • 

Por ello se dice que si se exige del Estado la conservacfón del orden 

y el nonnal desenvolvimien:to de la vida en sociedi;td, con mucha raz6n 

debe concedérseli capacidad para intervenir coercitivamente en la pre 

venci6n de los hechos, el mantenimiento del ·statu·guo y el rEista61eci 

miento de la nOnnal idad, constituyéndose en un factor limitativo de 

las libertades públicas en interés general. 

Desde este punto de vista el orden púolico es el orden policiaco de 

la Naci6n, pero la noci6n de orden pútilico, confonne a nuevas doatri 

·nas, abarca un determinado orden econ6mico, un orden social, polftico

y moral; tendencias que por lo limitado del espacio y el interés al

tema nO trataremos.

Son muchos los aspectos que se pueden estudiar del seryicio de poli 

cía, del cuerpo de policía; pero para el tema lo que más nos interesa 

es su papel en la conservación del orden público, en la protecci6n a 

la vida, honra y bienes de las personas; el auxilio que debe prestar 

en el cumplimiento de las leyes, en la ejecuc46n de las deci.siones de 
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las autoridades. Por ello creemos inoportuno tratar la estructura , 

organización y otros aspectos de'.la policía. 

No o6stante lo anterior, conviene resaltar la ·ineficacia de la policia 

nacional en el cumplimiento de su encargo constitucional y legal res 

pecto del orden pQblico, por l� falta de capacitaci6n de su personal 

en ocasiones, por los lfmites en la dotación, acorde con los adelan 

tos t�cnicos, para cumplir tan alta responsabilidad. La inseguridad 

que reina en las grandes urbes colman los quehaceres de la policía na 

cional en estos momentos crfticos de las libertades que garantiza, en 

tre comillas, el Estado. 

Si se hace nugatoria la protecci�n a la vid�, qu§ dectr de lij protec 

ci6n a la propiedad� a la posesi6n o a la tenencia? . 

. 1.9 LA CAPTURA 

En la doctrina �e dtce que la captura es un·acto de �oltcfa, �ero va 

le la pena precisar que tal afirmaci6n solo hace referen�ia al acto 

material de aprehensi6n por el cual se priva a una persona de la liEier 

tad; porque la captura como mandamiento Carden) es potesté;lttvo tanto 

de autoridad judicial como de policía. 

El C6digo Nacional de Polid:a en el Capítulo VII , del_ Tttulo I, Li 

bro Primero, reglamenta todo lo relacionado con la captura. 
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El Art. 56 de ese estatuto, en desarrollo de principtos constitucto 

nales prescrióe : 11 Nadie puede ser pri"vado de la Hbertad stno : 

a) Previo mandamiento escrito de autoridad competente; y

b.) En caso .de flagrancia o cuasiflagrancia de infracción penal o de

pal i cí-ir 11• · 

Recoge este artículo las circunstancias que dé6en �odear o preceder 

la captura. De no observarse esta norma se podría caer en violacio 

nes de derechos consagrados en el Art. 16 de la Constitución Nacio 

nal y normas concordantes. 

Por ello no debe confundirse la captura con la retención transitoria 

d� que trata el Art. 192 del Código Nacional de Polic11 y que usual 

mente práctica la policía en las circunstancias previstas por el Art. 

207 del mismo estatuto. 

Conforme .al Art. 62 de ese Cód.igo, 11 cuando se trata de orden adminis 

trativo la captura se realizará en hora hábil; si es inhábil· se man 

tendrá al requerido en su casa hasta la primera hora h!btl sigeiente� 

El tratamiento del tem_a central, si ·salirnos del marco de su interés 

no nos permite exponer detalladamente la captura. 

Sin embargo, conviene anotar que en lo que concierne a las ?cupaci ones 

de hecho la captura no de6e practicarse a los ocupantes stno por can 
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travención especial de policía,. conforme al Art. 18 del Dec� 522/71, 

en caso de sanción de arresto, previa observación del procedimiento 

estab_lecido en el Art_ •. 71 y 55 del mismo decreto, por desobediencia

de orden de la autoridad de desocupar el .'inmue6le ocupado de facto. 

1.10 LA ASISTENCIA MILITAR 

Conforme al Art. 95 de la Cons-titucion Naciolilal, 86 y 55 del Cód_igo 

Nacional de Polida. 11 cuando la poHcía no ,fuere suficiente para con 

tener .. grave desorden, ptocedé:il a soltcitud de asistencia a las· fuer 

zas militares 11 

Tal �sistencia deben soli�itarla los go6ernadores, .el Alcalde de Bogo 

t�,· los intendentes, y,ante peligro_grave pueden pedt�la los alcaldes 

avisando al resp�ctivo gobernador, quien deberá�ratificar o haGer ce 

sar.tal auxilio. 

Esta petición de asistencia m'ilitar, que rept�o, debe ser en caso· de 

u gravé desorden público 11, · debe hacerse en escrito.dirigido al co

mandante de ·brigada o unidad opEfrativa,:mas cercana, o al comandante de

batal16n, grupo o.de unidad militar mas cercana �l área afectada por

los hechos que originan la solicitud.

El jefe militar no puede rehusar ni retardar el apoyQ pedido y su ac 

· ción esta limitada a colaóorar para poner fin al desorden.

35 



Vale la pena anotar que la asistencia.militar solo procede y se justi 

fica cuando tienen ocurrencia graves desordenes; mas no en meras es 

pectativas, como suele ocurrir entre nosotros _al verse quebrantado el 

orden público. 

Con todo esto último creemos que en caso de lanzamiento de ocupantes 

de hecho, de II invasiones para vivir II como se les llama ultimamente 

a las ocupaciones_ multitudinarias en zonas urbanas para buscar tecbo · 

para vivir y que trataremos mas adelante, es factible la asistencia 

militar cuando la ocupaci6n, multitudinaria repito, va acompafiada · de 

desordenes en los cuales se torna impotente la policía para controlar 

los, sobre todo en municipios apartados de los grandes céntros opera 

ti vos de po 1i da, y en donde por 1 o genera 1 es muy 1 imita.do e i'nsufi 

ciente, además de ineficaz, el pie de fuerza de esa institución. 

Por ello traemos a colación la asistencia militar. 
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2. EL LANZAMIENTO

2.1. CONCEPTO

Nuestra legislación tanto en !llaterté). ·ctvtl, como admtntstrq._ttv� omite 

definir lo que es el lanzamiento. 

Los doctrinantes por su parte no e.xpr�san·siqUierª concepto de lo que 

es el lanzamiento como proceso o como diligencia judicial o �dmi:ni:stra 

tiva� 

El Código de Procedi.miento Ctvtl en los· Arts. 434 a 436 tr;;¡,t� del la_n 

zamiento de arrendatarios, subarrendatarios, tanto en el sector uréa 

no como rural . 

La Ley 57 de 1.905. en su Art. 15 trata del lanza.miento en caso de ocu 

pación de hecho, pero sin decir en que consi:ste tal proceso ni dilige, 

cia. 

El profesor fabio Naranjo Ochoa, v.gr. en su obra '' El Proceso de 

Lanzamiento ... en parte alguna dice en que cons·tste el la.nza.mtento. 



A este vocablo se le da una doble acepci6n, para significar tanto el. 

proceso qµe se sigue para expulsar a una persona de un inmueble, co 

mo a la diligencia .por la cual ·se le separa. 

Podrfamos decir, éntonces, que el lanzamiento consiste. eri.el acto por 

el cual se expulsa de un inmueble urbano o rural· a quien lo• ocupab�, 

como arrendatario u ocupante de facto, por pérdida del de.recho a con 

tinuar por vencimiento ·del plazo,. falta de pago o por.otro incumpli 
l • • , . -

miento, grave abuso o por ser ocupante.de hecho.

A pesar de ser en este último sentido en .el que .estamos interesado en 
. . . 

tratar suficientemente, vamos a ocuparnos brevemente del proceso de 

lanzamiento de arrendatarios; tanto en.inmueóles·del se<:tor ur6ano co 

mo rural para tener una mejor noción de lo que es este proceso, para 
. 

. 
. 

luego en capítulo siguiente-tratar detalladamente el proceso de lanza 

miento en caso de ocupación •. 

2.2 LANZAMIENTOS DE ARRENDATARIOS EN .PREDIOS URBANOS 

El Código de Procedimiento Civil en el Título XXII que trata del pro 

ceso abreviado, en el Art. 414 ai prescribir los.·asuntos sujetos a su 

trámite, en el numeral 12 contempl� el larizam�ento de arrendatario o 

de tenedor. 

· Luego en el Art. 434 el mfa·mo estatuto dá las pautas a seguir y. los

requisitos a observar en el proceso de lanzamiento de· arrendatario
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para restituir el inmue6le o 6ien arrendado, al arrendador. 

Además, en caso de Bienes inmuebles ubicados en &reas ur6anas rigen 

las normas sobre control de arrendamiento que dicte el goliierno o el 

Congreso. 

2.2.1 Requisitos 

Dada la causal para, terma·nación del contrato, el arrendador para pro· 

curar el la�zamiento del arrendatario. del inmueble arrendado de6e acu 

dir al juez civtl del domicilio del demandado, de acuerdó.1a las cir 

cunstancias, acompana�do a la demanda siquiera prueba sumaria del con 

trato de arrendamiento. Si no hay oposición a la demanda por parte 

del demandado dentro del término·de traslado, el Juez dictará senten 

cia de lanzamiento. 

2. 2. 2 · Causal es

La tenninación del contrato de a,rrendamiento puede su.rgir por una cual 

quiera de las causales que. consagra la ley, y eventualmente, como una 

consecuencia de la terminación de ese contrato se plantea el lanzamten 

to como medio de coerci6n para obtener la entrega del inmueble arren 

dado. De tal manera que son causales para terminación del contrato , 

mas no del lanzamiento. 

Estas causales de term.inación son: mora o falta de pago; objeto ílíci 
= 
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to; cesión; suh�arriendo; cam6to de desttnactón; riecestdad de ocupa 

ción, reconstrucción, reparación o demolición; enajenación; violación 

de las normas del regiamento de propiedad .boriz_ontal; realización de 

mejoras o ampliaciones del inmue6le sin autortza6ión de.l arrendador ; 

incursión reiterada en procederes que afecten la tranquilidad de los 

vecinos; la no cancelación de los servicios públicos; y· la terminación 

mediante preaviso unilateral. En asunto comercial, además, conforme 

al Art.· 518 del Código de Comercio puede terminarse por vencimiento 

del término y por violación de las cláusulas pactad�s. · 

2.2.3 Retención 

La retención en el proceso de lanzamiento de arrendatarto opera tanto 

para el arrendador como para el arrendatario� 

Para el arrendador, cua,ndd -· la demanda es_. por -n:ioN. 1 
en el sentido de 

que para asegurar el pago de la renta y- demás indemnizaciones a que . 

tenga derecho, este pueda retener los o6jetos con l'os cual es el arren 

datario. haya amueblado :el. inmueóle arrendado. Para ello de6erá pedir 

en la .demanda o posteriormente, el s-ecuestro previo de es·os bienes, 

· pero con la obligación de iniciar la ejecución para cobrar el crédito,

dentro de los cinco días siguientes a la ejecutori_a de la sentencta.de

lanzamiento, de_ no ser asi se levanta la medida cautelar.

Para el arrendatario, en el sentido de que puede 'dentro del término '.de 

traslado, bien en la contestación de la demanda o·en escrtto separado, 
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manifestar al juez que hace uso_ del derecho de retención de la.cosa 

o inmueble arrendado, por haber hecho en él mejoras. Lltiles al inmue

ble y que le debe reembolsar el -arrendador •.

La retención así concebida es una garailt1a del p_ago de la� mejoras que 

posee, y las retiene como gé'.irant_ia del pago que deoe hacerle el arren 

dador. 

2.2.4 Oposición 

. 
. 

. . ' ·  . -

Proferida y ejecutoriada .la provi�encia que decreta el_ lanzamiento�, 

éste debe hacerse. Pero al momento de _llevarse.a catio la entrega pue 

de ocurrir que un tercero.alegue posesión material J. se opónga a la 

diligencia de lanzamiento. Para que pr.ospere_esta· oposición es nece 
. 

. 

. sario que el oposito� sea un tercero �n el sentido jurfdico, es decir 

que no derive su derecho del titulo que se extingue con la sentencia 

que ordena :e.l lanzamiento, a_demás _que pres�nte pruebé;i :sumaria so6.re 

esa· oposición y que la sentencia río produzca efectos respecto del opo_ 

sitor. 

Cabe anotar que .al sub-arrendé'.ita.r-io del demandado no le· ca.be opostción 

ya que deriva su derecho del título que .se extingue con la sentencia. 

Existe también la oposición por enfermedad de un morador, caso en el 

cual el -juez, previo dictamen médico, si es_ posible, s·uspenderá: la di 

ligencia por el término que él indique y si se reintcia. y su6siste la. 
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causa debe suspenderse de nuevo; y asi sucesivamente. 

En este caso mas que oposición es una suspensión de la diligencia. 

2.2.5 Diligencia d� Lanzamiento 

Tanto autoridades judiciales como administrativas pueden practicar es· 

ta diligencia que consiste en el acto de expulsar del inmueble al ocu 

pante. 

Frecuentemente autoridades policivas como los inspectores realizan 

esta diligencia por comisión de jueces de la República. 

A su vez los alcaldes e inspectores de policía ordinariamente la prac 

ti can dentro de los procesos administrativos que.conllevan tal dili:gen. 

ciá. 

Ordenando el lanzamiento y llegada la hora de su pr�ctica, el funcio 

nario levantará un acta que se comenzará eñ el despacno y continuará 

en el predio a restituir. En tal acta se dejar� constancia del lugar, 

fecha y hora; funcionario que la práctica; nomhres e identificación 

de las personas encontradas·en el inmueble; nomére de sus apodera9os, 

si los tienen; identilicación plena del .inmueble; intervención de las 

partes y reconocimie�to de la personeríé.'.de sus abogados; providencia 

por la cual se desata oposición, si la hay; las constancias que esti 

me convenientes; el acto de entrega real y materi�l del inmueble al 

42 



demandante, y las firmas de pe:rsonas�ue intervinieron en la diligen 

cia. 

2.3 LANZAMIENTO DE ARRENDATARIO EN PREDIOS RURALES. 

Cuando se trata de predios rurales .es necesario obrar de conformidad 

con el Art. 436 del·i·C6digo de Prticedimfento Civil y ias di�po�icio 

nes concordantes sobre· la materia·. · L?ts _nonnas sobre control de arren 

damientos no rigen para estos inmuebles._._: 

. En cuanto a. los contratos de· estos inmuebles hay que distinguir si se 

trata de predios no.destinados ·a explotación agrícola y predios con 

contratos de aparcería o similares. 

Pero surge aquí una pregunta:. Qué és el área rural y cóino se determi 

na?. Al tenor del Art. 3o. d_el Decreto 59/38, el área rural es qque 

. lla .que.se halla situada fuera :de ·1os límites del área determinada pa 

ra la respe_ctiva población. 

A su vez el área ürbana la .deben determinar los concejos munictpales 

por medio de acuerdo·s;.asi lo prescribe el Art. to. de la Ley 88/47. 

Si .no existiere norma que fije _e·l área de la población, se entenderá 

por predio rural aquel que se halle situado a una_ distancia ·mayor de 

cien (100) metros de la última edificación que forme el núcleo urbano· 

de la población. 
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2 . 3. l Predios: no Desttnados. a Explotación Agricol a.

La termim�ción del contrato de arrendamiento .de estos predtos se. hace. 

por las ca.usa les del Código Civil; el lanza.miento y rest-ttución .se 

Ó.q_cen por las normé;ls del Cód_tgo de Procedimiento Civil. 

2 .3. 2 Predios Ruráles con Destinación a Explotación Agrícola Arrenda 

dos por un Precio fijo Determinado en Dinero. 

lgualmente los contrcttos de arrendamientos de estos predios, se ha 

dicho,1 
son r_egulados por el Có_d_igo Civil; en cuanto al lanzamiento 

y restitución se hace a trav�s del procedimiento sefialado por el artí 

culo 434 del Código de Procedimiento Civil. 

2.3.3 Predios· con Contratos de Aparcerta y Simila.res. 

Conforme a_l Art. lo. de:1a Ley 6a,/ 75 la aparcería es un ·contra.to me 

diq,nte el cua,1 una pa.rte denominada el propietario é;l,cuerda con otra 

llamada el aparcero, explotar en mutua colaboración un fundo rural o 

una porción de estos, con el fin de repartirse los frutos q�e resul 

tan de la explotación. 

1NARANJO OCHOA, Fabio. El Proceso de Lanzamiento. Bogotá, Editora
Juríd-ica de Colombia, 1984. p.110 
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Con relación a es-tos contN,tos. en_ la doctr"tnQ, se fi.a dtclio/ que si

o.ten el l_egtslador lo reglamenta como de arrendamiento, se esta- más

bien frente a una sociedad civil en donde el presunto arrendador par

ttcipa eventualmente de las utiltdades, las cuales no pueden existir.

Si se toma como de arrendamiento estos contratos, los conflictos que 

surjan entre las partes lo resolverá el Juez Civil Municipéil del lu 

_ gar de ub.icación del predio, me.dtante al tramite que r_egula el proce 

so ver6.al (Art. 31, Ley 6a. /15 l pero.con intervención del procura 

dar a,grári"o como agente_ del m"tntster'io pú6.lico. 

Las.causales de ter�tnación del contrato son ·1as contemplijdas por el 

A.rt. 14 de 1 a Ley 6a. / 75 . 

. . --- - --�- - -�- -

2NARANJO OCHOA, Op_ cit. p. 111.
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3.1 NOCION 

3. LAS OCUPACIONES DE HECHO

Conforme a los términos de la Ley 57 de 1.905 y (1.1 Decreto 992/30, es 

tamos ante una ocupación de hecho cuando a una persona se le priva . 

de factos de la tenencia material de una finca sin que medie_su cansen 

timiento o haya orden de autoridad competente. 

Surgen entonces :interrogantes que conviene esclarecer, como qué q_uie 

re decir la tenencia material de una finca?; el simple cambio de cer 

cas o mojones constituyen ocupación?. 

Para. mejorar noción de los_ términos a uti-1 izar vamos a dar pequeñas no 

ciones o definiciones sobre algunos. 

3.2 DEFINICIONES- DIFERENCIAS 

- OCUPACION. La ocupación es el modo de adqui-rir un dóminio de las

cosas que no pertenecen a nadie, tomando la posesión de ellas con

el ánimo de aquirirlas; siempre que su apropación �o esté prohibida

�::�----=---
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por la ley. 

De aquí se desprende que para que la·ocupación constituya un:·modo de 

adquirir el dóminio de las cosas es né_cesario que estas no te_ngan due 

ño, es decir que en el momento de la posesión no lo tengan, no obstan 

te en otro tiempo hayan tenido; que se tome_ posesión de las .cosas, 

es decir que se aprehendan materialmente; que esa posesión sea con se 

ñorío exclusivo, y por último que l� aprobación no esté prohióida por 

la ley. 

LA POSESION. Conforme al artícúlo 762 del Código Civil Colombta 

no la posesión es la tenencia de una cosa determinada con el áni 

mo de ·señor y dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, ten 

ga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar 

y a nombre de él. 

Quiere decir esto que la posesión puede ejercerse en nomhre propio, 

que es la verdadera posesión, y en nombre ajeno que es mera tenencia. 

La posesión en nombre propio exige una voluntad, una activtd�d, cual 

es la de. obrar como obran los propietarios, sin reconocer derecho su 

perior qu� pertenezcan a otra persona. 

MERA TENENCIA Es la tenencia que se ejerce sobre una cosa .:de 

terminada no como dueño sino en lugar y a nombre _del dueño, como 

el arrendatario, el secuestra.tarta. Esta no es una posesión au 
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tonoma ya. que se reconoce un� posestón de gra_do superior. 

- PERTURBACION. ·La perturóación no es otra cosa qúe la JJJOlest-ia� el

emBarazo que. se causéi al poseedor o al tenedor de un El.len a trayés
. .,' 

. 
. 

de actos que impliquen trahas al ejercicio libre de la posesión o

la tenencia, por ejemplo la tala de bosque, 1a destrucción de cer

- VIAS DE HECHO. Se presentan las vías de hecho cuando se afirma el

derecho por propia mano o cuando se atenta contr_a el derech.o ajeno,

por ejemplo la ocupación de hech�.

- DIFERENCIAS. Posesión y m�ra tenencia. ·

Entte la posesión en nombre propio y la mera tenencia existe una dife 

rencia fundament�l, cual es el ánimo de duefio que existe en el posee 

dori como elemento de la posesión. Mientras la posesión es la tenen· 

cia con ánimo de señor y dueño, la mera tenencia es la tenencia que 

se ejerce so6re una cosa, pero en lugar o a nombre del dueño. 

En caso de ocupación �e facto, en ambas circunstancias se tiene el 

privilegio del lanzamiento para obtener l� restitución del predio ocu 

pado. 

3.3 ANTECEDENTES 

Las ocupaciones más significativas ocurridas en nuestro territorio da 
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tan de�de la época de la colonia cuando los espafioles asesinaban los 

caciques para apoderarse del territorio de su cacicazgos, los cuales 

hacian adjudicar de la Corona como encomiendas. Al principio las ex 

tensiones de tierra asi, ocupad_as parecían insignificantes, pero cada 

vez por diversos factores esto aumentó; el nativo no se preocupaba 

por los necogios· con la tierra, mientras los espafiol!es se la diputa 

ban entre sf tras la búsqueda de metales preciosos, en pos del oro. 
. 

' 
. 

fue tal ésta lucha entre los espafioles por la tierra que hubo necesi 

dad de crear los resguardos indfgenas para que hubiera una po�esión 

indígena donde el nativo puediera trabajar para producir los alimen 

tos necesarios para la minería. 

Asf comenzó la lucha por la tierra en nuestro territorio. 

Entre los movimientos internos de población, que condujeron a ocupa 

ci6n, y que tienen alguna s_i.gnificación histórica está la, llamada 

u colonización 11 antioqueña del Siglo_ XIX, primero, y �uego del XX,

hacia las tierras del sur de Antioquia:hasta lo que es hoy el Quindio 

impulsados por el cultivo de caucho, la guaqueria y despúes la siem 

b.ra. de café. Tras de··.esto, construyeron vías, ocuparon tierras inex 

ploradas, desmontaron selvas� fundaron pueblos dando auge a la región. 

Como los buenos rendimientos del cultivo del café, cada vez se necesi 

taba más mano de obra en las haciendas del Viejb Caldas para atender 

la demanda ; los propietarios concedian pequefios lotes de tierra a 

los trabajadores para.que vivieran, y estos con el tiempo comenzaron 
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. 
. 

. 

a exigir se les permitiera sem6rar café para si en dichos lotes; alli 

comenzaron las ocupaciones que tanto preocuparon al Go61erno y que die 

ron lugar a la Ley 200/36. 

A su vez, con la Guerra de los Mil Días las relaciones de tenenci"a de 

la tierra sufrieron quebrantos. Los tenedores de tierras cambtaóah 

·al son de la guerra, se desalojaba a �ropietarios al vencerseles en

la guerra; los mismos oficiales de las es_cuadras mflitares personal

mente o a_ través de terceros s·e toma6án haciendas donde ocurrian las

acciones militares.

Terminada la guerra, los antiguos propietarios _intentaron recuperar 

sus predios, y fi:Je aquí donde nació la Ley 57 de 1.905, amparando .la 

posesión. 

Mientras hubo.interés máximo por la tierra .en el campo, por que esta 

era productiva, se presentaban ocupaciones de flecho en dichas tierras. 

Con el _éxodo del campo ª la .ciudad, ·se trasladaron· los problemas de 

la tenencia de la tierra a la ciudad, y comienzan a surgir alll ocupa 

ci ones facti camente. · 

3.4 DIVISION 

La ocupación de becho puede presentarse tanto en predios ur6anos como 

rurales, indistintamente, Los do�trinantes de la materia acost�mbran 

hacer esta.división de la ocupación de hecho en una u otra áre� por 
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razones, quizas, en sus conceptos, de las:autoridades que defien aten 

der las demandas. de lanzamientos para uno u otro caso. 

Según este critedo para los predtos urfianos ser1a aplica.file en caso 

de querella cJe lanzamümto la ley 57 de. l.905, y para los predios ru 

rales la Ley 200/36; criterios estos que na compartimos por razones 

que mas adelante expresaremos. 

3.5 · LAS INVASIONES

Civilmente una invasión es la, ocupa,ción ilegal de un predio uroano o 

rural. Generalmente se presenta cuando un número plural de lñdividuos 

se reunen y convienen invadir un predio, acordando los pormenores del. 

hecho y lo 11 e van a cabo apropiándoselo por porciones de tal manera,_ 

que .cada .invasor tenga su' .parte y rapidamente ejerza posesión sobre 

ella. En los predios rurales ésta se ejerce desmontando selvas, s·i 

las hay, plantando cultivos; criando ganados. En los predios· urbanos 

los signos de posesión se muestran con casuchas de cartón, hojalata ,. 

carpas, ramas de §rboles o palmeras, etc. 

Por la mayor frecuenc1a y significación socio-económica, por los mis 

mos conflictos jurídicos que plantean, queremos hacer especial mención 

de las invasiones en predi os urbanos. . Pues cerca · ee l 80% de la po6 la 

ción colom6iana vive en la ciudad, actualmente. El éxodo del campo a. 

la ci.udad ha llevado a estas concentraciones urbanas. · Esta situación 

ha propiciado un crecimiento desmed1do que no ha sido suficienteme.nte 
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atendido, controlado y planificado por el Estado en su accidn. 

Como consecuencia de ello encontramos una gran población urbana sin 

ingresos económicos o bajos ingresos y con alto costo �e vida, sin 

techo para vivir y con un alto costo del alquiler habitacional, uni 

do ello a una familia numerosa en cuando a sus miembros; sin embargo 

se encuentran grandes lotes en engorde, de propied�d de las empresas 

urbanizadoras que son quienes manejan.el negocio del suelo y el tecln 

en la ciudad. 

Con todo el éxodo de que hablamos del campo, se fueron presentando lai 

invasiones urbanas en casi todas las ciudades colombianas. Barrios co 

mo II Las Colinas", "Santa Rosa", '' El Quindio ", ''El Nuevo Quindio"� 

y otros en Bogotá. ''La Chinita" en Barranquilla, - "El Jardín '' en 

!bagué, "Rojas PinHla" en Valledupar. etc. etc. asi lo confirman.

En la más pequeña ciudad o pueblo colombiano existen dos o tres barrios 

de invasión, no obstante de que esta conducta fue elevada a la catego 

ría de delito en el Código Penal. 

Para proceder a realizar� el lanzamiento, despQes de consumada la ocu 

pación o la invasión, si es masiva la_ocupación, tanto el alcalde como 

el juez deben proceder en base a querella de parte. Sin embargo, es 

otra realidad, en repetidas ocasiones hemos visto a los cuerpos armada; 

policJa y ejército, rodear a los ocupantes, desarmar y quemar sus kios 

kos, desalojar el terreno y hasta retener personas, sin querella algu 
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na. A una situación de hecho se responde con una actuación policia 

ca de hecho.· Creemos que si no hay querella, la autoridad política 

puede ordenar el desalojo e impedtr construcciones urbanas, por raza 

nes d� planeación. Pero deo.e ser la autoridad competente si.empre la 

qüe ordene; 

Además, en ocasiones hemos visto intervenir el ejército· en casos de 

invasión, sin la obligada solicitud de ayuda miHtar, �t se hace nece 

saria por razones de orden piló.Hco. Será legal todo esto?. · 

. 3.6. MEDIOS Y MEDIDAS PARA COMBATIRLAS 

Con una política mas racional en la distribución del suelo impulsada 

por una reforma urbana y agraria, el Estado podrfo otorgar a 1 as ·más 
. . 

humildes familias techo para vivir, tierras' y medios pa,ra trabaj�r 

en el campo. De pronto as; se amo�tiguarfa un poco ese penar del des­

techado y no se hari'a necesario apropiarse el suelo ajeno. Pero sin 

ha.cer esto tenemos entonces que recurrir a formas de combatir las ocu · 
. 

. . 

paciones de hecho, no obstante la funci6n soctal ·de la propiedad. 

Así las cosas, el lanzamiento por ocupación de hech.o, corno q_uerel la 

policiva instaurada ante la autoridad política muni"cipal (alcalde t 

se· presenta como eficaz medio para los poseedores y- meros tenedores, 

inclusive, conservar su posesión o su tenencia
1 

en el área urbana. 

Cuando la ocupación de hecho adquiere las característi:cas de invasión 
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en zona urbana y no se for11Jula q_uerella que permtta n.acer el desalo 

jo y se presentan desordenes que turben el orden, la- autor_idad pol í 

. tica �uede llegar a desalojar y evit�r con$trucción basada en razon� 

urbanísticas de planeación, yaque en la ciudad toda persona intere 

sada en construir edificación debe previamente oútener licencia de cors 

trucción sometida a las normas de planeación urbana; y de no nacerlo 

puede ordenar la autoridad competente la_ demolición de la construcciál 

. si se ha realizado. Todo ello teniendo en cuenta que el desarrollo 

urbanístico de 1 a ciudad debe hacerse de .manera tal que esta sea un, 

lugar de feliz estancia para todos. 

Situaciones como las de hoy se viven en " La Chinita 11 ·en Barranquilla 

se ·deben prevenir y de no hacerlo bay que ser firme en comliatir y 

obligar otras soluciones, por razones de salu� físfca y mental del 

elemento humano, sin hablar de otras razones. Una. ciud(l.d desordenada 

insegura, sin servicios públicos elementales para YiYir dignamente 

son un problema de todos; sus tardías· soluciones son mas costosas que 

su prevenctón oportuna. 

Por haber vivido en carne propia como autoridad polfttca, en cali4ad 

de._Alcalde de San Juan del Cesar, Departamento de la Guajira, situa 

cienes similares a las que me .he.- referido o h.e dejado entreveer al 

:·1:efer;irme a las ocupaciones de hecho, a las invasiones mismas, es 
. 

. 

por lo que he decidido estudiar el lanzamiento por ocupación de he 

cho como medio para restituir predios ajenos, o la prohibición :de� 

construcciones en casos de Jnvasiones, para evitar mayores problemas 
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urbanos para todos. Por ello sugtero estas f6rmulas ij todos los al 

caldes de Colombia; y no es que no se permita al desvalido tener un 

techo, pues el Estado está en el deber de resolver adecuadamente los 

problemas de vivienda. 

Cuando exi"ste querella de lanzamiento por ocupación de hecho, es con 

veniente, además , llegar a efectuarlo pafa evitar demaridas a los mu 

nicipios por fallas .en el servicio, por vfa contencioso- administrati 

va, donde se piden cuantiosas indemnizaciones.· Ya es usual. que los 

poseedores y tenedores _tramitan la querella sin esforzarse por obtener 

el lanzamiento por la autoridad competente para luego demandar y soli 

citar la elevada indemnización; el caso de 11 .La Chinita 11 de Barran 

quilla donde se solicitó una millonaria indemnización nos sirve de 

buen ejemplo. Todo esto sin dejar de mencionar la actitud de los. po 

litiqueros que atizan las invasiones, para cazar conciencias, y lue 

go descaradamente sugieren a los dueños de los predios que demanden 

para que les paguen el suelo .. 

Por todo ello estudiaremos a continuación el procedimiento del lanza 

- miento por ocupaci 6n de hecho.
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4. EL LANZAMIENTO POR OCUPACION DE HECHO

4.1 DESARROLLO HISTORICO 

�a Asamblea constituyente y Legislativa expidió en 1.905 unas refor 

mas judiciales sobre desahucio en caso de lanzamiento cuando mediaba 

contrato de arrendamiento, y en caso de ocupación de facto. Lo hizo 

a través de la Ley 57 de Abril 29 de 1.905. En el Art. li5 df·ésta 

Ley se estableció una acción administrativa restitutoria o de lanza 

miento, sin distinguir la calidad de urbana o rural del inmue61� .1a 

restituir, ni la calidad de propietario, poseedor o tenedor. Sólo di 

ce: 11 cuando alguna finca ha sido ocupada de hecbo sin que medie. con 

trato de arrendamiento ni consentimiento del arrendador el jefe de po 

_licía ante quien se presente la queja se trasladará al lugar en que 

esté situada la finca dentro de las cuarenta y ocho horas después de 

la presentación del escrito de queja; y si los ocupantes no exiben el 

contrato de arrendamiento, o_se ocultan procederá a verificar el lan 

zamiento .•• 11 y dentro del vocablo II Finca" están comprendidos los 

inmuebles rústicos y urbanos. 

Posteriormente por medio_ del Decreto 992 de 1930, el gobierno regla 
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mentó el Art. 15 de la precisada Ley. 

La Ley �00 de 1.936 reformó el Art. 15_ de la Ley 57 en el sentido de 

que le dió competencia para reconocer de los juicios de lanzamiento· 

por ocupación de hecho en finca rura·1 a los jueces de tierra; y am 

plió a ciento veinte dfas la prescripción. de la acción de lanzamien 

to para estos fundos. 

A través. del Decreto 59/38 se reglamentó la Ley 200/_36 señalando el 

procedimiento que debfan segutr los jueces para llevar a cabo el lün 

zamiento por ocupación �e_ hecho. 

Por medio de la Ley 4a. de 1.943.se suprimieron los jueces de tierra 

y se asignaron sus funciones a los jueces de ctrcuito� aplicando la 

Ley 200/36 y el Decreto 59/38 sobre el asunto ( ·Art. 31, Ley 4a./43). 

· Por Oltimo el nuevo Código de Procedimiento �ivil,-en sti Art. 698 de

j6 sin vigencia el procedimiento _especial para lanzamiento por ocupa

ci"ón de flecho en predios rurales por.ser contrarfo a esa codificación. ·

4.2 FINES 

Con la ocupación de hecho se está turbando el orden pOblico y la paz 

soéia-1. La sociedad tiene marcado interés en mantener ese orden, esa 

paz merecida y anhelada por todos; Por ello se ha querido proteger 

la relación posesoria o la mera tenencia para evitar que se destruyan 
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estos estados de hecho con actos de propia autoridad, y más bien se 

impugnen por vfas de derecho si se está en contradictión con ellos. 

Persigue entonces esta acción sumari.a y administrati.va de lanzamien 

to, restablecer el ·statu·guo, volve� las cosas a como estaban antes 

de la ocupación por vías de hecho; 

Al igual que el propietario con la acci6n reinvindicatoria el posee 

dor y el tenedor· merecían tener una acción que les protegí era su es. 

tado de hecho. 

4. 3 MEDIOS

Si partimos de que los medios· son la� herramientas· que se puedan te 

ner para conseguir algo, podríamos entonces decir, que los medios pa 

ra librarse de la ocupación son el proceso de lanzamiento, por vía 

·administrativ�, los actos y actuaciones administrativas que bagan po

sible la restitucion�

4.4, PROCESO DE LANZAMIENTO POR OCUPACION DE HECHO- PROCEDIMIENTO 

Visto el lanzamiento y la ocupación de hecHo, demos un vistazo a la 

noción de proceso antes de continuar. 

El tratadista Hernando Morales al tratar el proceso dice II proceso 

genéricamente es el momento dinámico de cualquier fenómeno y asi se 
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habla del proceso físico, intelectual, fi.siológtco¡ etc. JurídicQmen 

.te, es un medio para realizar la .protección del derecho y para que

pueda efectivizarse la ley11 1

Es el conjunto de actos coordi"nados que se ej ecutan por o.1ante

los funcionarios competentes del órdano judicial del Estado , 
para obtener, mediante la actuación de la ley,- en un case{ con 
creta, la declaración, la defens:a o la realización coactiva de

los derechos �ue pretendan tener l�s personas �rivadas o pObli 
cas, en vista de su incertidumbre o de su desconocimiento o su 
insatisfacción ••• " 2 

El proceso es algo distinto·del prcicedimiento, entendi endo.por tal , 

las vías o métodos que la ley señalá para regular el proceso� 

Ha lla�ado la doctrina,· entonces� proce�o de lanzami�nto pot ocupación; 

�e h-cho a ese ordenamiento juridico por �l cual se tutela, sumaria 

mente, el.hecho de la posesión y la tenencia, ·ofiservando el procedimie, 

f9 señalado por ese ordenamiento. 

Hemos distinguido en el estudio de _este proceso los predios urbanos de

.los rurales o rústicos, por el tratamiento le.gal diferente que se le

ha veni"do dando en el tiempo. 

l MORALES M., Hernando. Curso de Derecno Procesal Civil, parte general.
Bogotá� Editorial ABC, 1983. p�l67 • 

. ... 

1nEVIS ECHANDIA; Hernando. ,Compendio de Derecho Procesal. Tomo I. Bogo
tá, · Editorial ABC, 198_3. p.159. 
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4.4.l En Predios Urbanos 

Como ya haóiamos anotado, conforme a la Ley- 88/41 y Decreto 59/38, el 

-ár_ea urbana de los municipios es- aquella extensión comprendida dentro

de la nomenclatura legal correspond{ente o la determinada pÓr los Con

cejos Municipales por medto d� acuerdos. En el evento de no haber dis

· posición que regule el área urbanª, esta s·erá l c;1 compren di da menor de

cten metros de la últ_ima edtfi:cªdón del área de la población o case

río, conforme al Art. 3o. del Decreto 59/38.

En este arden de ideas. los predios uróanos són.:aquellos··éomprendidos 

· d�ntro del área urbaria de los �u�icipios, poblaciones·o caseríos.

En estos predios quien fiaya sido despojado de.facto de la posesión o 

de la tenencia puede incoar la acción admtnistrativa de lanzamiento 

·por ocupación de hecho creada por el Art. 15 de la Ley 57 de 1.905 y

reglamentada por el Decreto 992 de l. 930.

Prescribe el Art. 15 de la Ley 57 de 1.905: " Cuando alguna finca ha 

sido ocupada sin que medie -contrato de arrendamiento ni consentimien 

to del arrendador, el jefe de polic'ia ante quien se presente la que -

- ja se trasladará al l_ugar en que esté situada la finca dentro_ de las 

cuarenta y ocho horas despues de la presentación del escrito de que 

ja, y si los ocupantes no ixifien el contrato de arrendamiento, o se 

ocültan, procederá a verificar �1 lanzamiento sin lugar a recurso al 

guno ni a diligencia que pueda demorar la desocup�ción de lá finca. 
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PARAGRAFO. El jefe de pal icía moroso en el cumplimiento del deber 

que le impone el inciso anterior, será responsable en la mtsma forma 

y en los términos de qae trata_ el Art. 12. 11 

A su �ez �l Decreto 992 de 1�930, reglamentario de tal artículo dice: 

11 Toda persona aquien se le nu6i"ere pri"vado de hecho de la tenencia 

material de una finca, sin que a.aya mediado su cons·entimiento expreso 

o tácito u orden de autori'dad competente podrá pedir por si" mismo o

por .medto de abogado debida.mente constttujdo· al respectivo al-cal de mu

nicipal la protección con_sagrada. en el Art. _ 15 de la Ley 57 de 1905.

Lo dispuesto en este artfculo no se apliGárá- cuando se trata de ocu 

pantes de 6aldíos, ya sean demandante� o demandados; En-estos casos 

se estárá a lo dispuesto en los articulas 78,"-79; y"ao ·del Código Fis 

cal y en el ·articulo ·2o. de la Ley- 45 de 1.917 s_egún el ,caso'' 

Esta acción de lanzamiento ante les alcaldes,· solo es procedente en 

caso de ocupación eA áreas urb�nas, ya que como veremos más adelante, 

ésta Ley.fúé modificada.por la Ley 200/36. 

4.4.1.l Le�i�imación en Céusa 

Sin entrar a considerar las diferentes posiciones doctrinalés_ so6re 

lo ·que es la legitimación en la causa, nos referimos a ésta dentro de 

este proceso, para indicar la persona·del actor o querellante a la 

cual la Ley- le concede la acción. 
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En este sentido ha habtdo dtsparidad de criterios en la doctrina y 
jurisprudencfa y dentro de_ esta misma� Coronado Pinto dice que esta� 

. . 

legitimado para ejercer esta acctón todas las personas qu� se le :.hu 

biere privado de h·echo de la tenencia de �n predio es decir- �os po 

seedores regulares o· irregulares y i"os merós tenedores . 3, y que a 

·1os propietarios les asiste la acción civil ordinaria para reinvindi

car el predio.

El Consejo/de Estado en sententia del 22 de Septi"embre de 1.975 se 

pronunció diciendo que" el objeto.de la_ norma es proteger la pose 

sión o la tenencia de un predio cuando naya sido despojado el posee 

- dor o al tenedor por vfas de hecho" 4. -

Mientras tanto el Tribunal de Mantzales dijo e� auto de marzo 9 de 

1.979 con p.Ónencia del Magistrado. Jaime Sanz Alvarez que por la Ley 

57 de 1.905 se estableció para los proptetarios la acción restituto· 

ria, que se 11 amó 1 anzami ento p�r ocupación de hech_� 5

No obstante lo anterior, nosotros creemos que los propietarios esta 

6an y estan amparados por la accfón refvfndicatoria del Código Civil� 

y con ésta medida se 'quizo amparar _la posesión y la tenencia, res 

ta6leciendo, el ·status·guo cuando factié:amente se·hubiere despojado al 

3CORONADO PINTO, Gustavo.
fi cas Cabrera, . 1984, 

4coRONADO. Op ci't. p.69.

Derecho de Policía Aplicado. 
p.41.

Bogotá, Grá 

5ANGEL C., Hector-y PEREIRA M. Luis. Código de Procedimiento Civil 
Medellin, Publicaciones Edwin, 1985, �.441. 
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poseedor o al tenedor d� un predio. 

Como dijimos antes, inicialmente estaban legitimados en causa para 

_incoar la acción sumaria de lanzamiento tanto los poseedores o tene 

dores de predios uróanos como rurales, poster,ormente solo lo estarían 

. 1 os poseedores o tenedores de predios uroanos. 

4.4.1�2 Competenc1a: -

Conforme al tenedor del Art. 15 de la Ley 5Tde l.905 conoce de esta 

acción. de lanzamiento el jefe de policía del_ municipio. 

A tra.vés del Art •. 183 la Ley- 4a. de 1913 dijo II El ·:alcalde es, además 

jefe superior de policíá en el territorio· de su Jurisdicción . 

. Posteriormente el ·oecreto 992 de 1.930 reglamentario del Art. 15 de 

la. Ley 95 de 1.905, dijo claramente que eran competente para conocer. 

de ést� 1cció� �l alcalde municipal de la jurisdicción del predio ocu 

pado� 

_Hasta 1.936 el alcalde serta competente para conocer ·de ésta acción 

tanto en predios urbanos_ como rural es. 

Para el Distrito Especial de Bogotá por mandato del Decreto 1192/76, 

. Art. 9o., los inspectores de_ policía conocen de esta acción. 
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4.4.1.3 Lá Querella� Requi�itos 

. 
. 

. 

· La quer�lla es la acción tjue'.�jercita ·la persona que se cree ·ofendida

contra el autor de un-hedí.o o acto, preséntandose como· acusador a fin

d� intervenir y o6tener condena del �esponsa6le;

En el caso que nos ocupa es lá. queja que fonnula el damnifica.do para 

que se resta6lezca su derecho. Esta queja-se. hace por medio de un 

escrHo que deóe o6servar unos· requi:si'tos tnfhi.mos y en el cual, · con 

fonne .a.l Art. ·2o. del Decreto 992/30, debe con.�tar: 

1? El nombre del funcionario a.qnfen se dirigen. 

. . 

2? . El nombre del querell_ante tndtcando si' lo· hace por si o a nombre 

de otro y su estado civfl y vecfodad. 

3? La persona o personas contra quien se dirige la acción; y su:es 

tado dvi" l  y vecindad, si. fuere conocida. •. 

4? La .finca que ha sido ocupada de hectio, su ubicación y los linde· 

ros y las sefiales �ue .sirvan para tdentificarla ·'.claraménte. 

5? La fecha des·de la cual fue privado de la tenencia mater_ial, _ o 

la fecha qu� tuvo conocimiento del -hecho ", y 

. . . 

. 6� Los títulos en que se apoya para iniciar la acción y los -hechos 
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en que se funda la queja 

Este escrito de querella y:.sus anexos deoe· ser.presentado personalmen 

_te por el querellante ante el alcalde, debiendo dejarse constancü( de 

tal. diligencia. Debe presentarse en papel común conforme ·al Artícu· 

lo lºde la Ley 39/81. 

4.4.l_.4 El Titulo 

. .  

Los trami•tes de lanzamiento por ocupaciones' _de hecho tienen mayor fre . 

cuencia en las alcaldfas de_grandes ciudades donde la·tierra tiene un 

mayor precio, por la necesidad misma de ella dentro de la urbe o sus 

proxtmidades. Pero no obstante esto, en las. alcaldías de ciudades pe 

queñas tamoién se presentan estos procesos. - _ Y es aquí ·donde con más. 

frecuencia encontramos en las �uerellas por ocupación de hecho, el fe· 
. . . 

n6meno ·de que al hablar de títulos, para dar cumplimiento a esta exi · 

gencia · legal, cree el común de la gente y hasta algunos· litigantes qt.e 

esto solo es posi61e aportandlo las escri"turas que acreditan el dominio 
. . 

de los predfos cuya. desocupación se pretende. 

Es preciso, entonces, aclarar esta situación •. Pues p�nsamos que cuan 

. do el Decreto 992/30, en su �rtí'culo 2o. manuai 6 °se refiere a los .tí• 

tul os en que_ se apoya el querellante para iniciar la acción, rio s·e re 

fiere solo al tftulo en sentido de instrumento o documento escrito 
·, 

que con ti ene poderes j uri di cos :Y· qu_e constituye prueba de derecho.
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Se na dicho yr,.. que el. hombre. prtmero estalilec{q la rel aci6n posesoria

y, luego la. reguló ju_rididamente medtante la titularidad. 

Entonces, mal pudierá pensarse que con la a.cción administrativa de 

lanzamtento por ocupación de hecho,-�onde lo que se quiere proteger , 

. 6.asicamente es la posesión, se extgtera ti'tulo de propiedad en el seri 

tido de instrumento escrito. E� bien claro el Art. 126 del Código Na 

cional de Policia cuando dice que "en los procesos de �olicf� no se 

controbertirá el derecho de domtnto nt se considerarán las pruebas. 
que se exHian para acreditarlo ". 

Más óien el arttculo 2o. del Decreto 9.92[30ex_ige es la manifestación 

y prueba de la causa de la posesión o tftalo en virtud del cual ad 

qutrió el querellante el inmueble. 

Fre�uentemente qúten adc¡utere un poder de hecflo sobre· una fin 
ca o predto, .lo ha.ce en virtud de un titulo o causa, es decir, 
como consecuencia de· un contra.to� Todo contrato·que produzca, 
c.omo consecuenci•a la entre�� de un. t�mueble, determina igvaria 
lilemente la cla.se de poses1on adqulr1da por el poseedor. · . 

En este sentido con la querella se aporta el titulo para recurrir-a 

la fuente de la posesión, la causa, como es la venta, la adj�dicacifu 

etc� que engendran posesión en nombre propio, u otros contratos que 

6 .  . 
VALENCIA ZEA, Arturo, La Posesión. Bogotá, Editor_ial- Temis, 

1983. p.227.· 
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engendran posesiones en nomqre ajeno como en el �rrendamiento, cornada 

to, uso o habitaci6n etc. 

Así, el depositafio-en el caso dél secu�stro.judicial originado en 
. 

. 

una orden del juez,.deinde se ·ejerce una·posesión en·nomóre_ajeno, tie 

ne tantos-titules como el poseedor en nombre propio para.impetrar la 

acción administrativa .de lanzamiento por ocupaci.6n de hecho. Con este 

ejemplo se.,¡comprende facilmente que cuando el Dec�eto 992/30. en su 
. 

. 

Art. 2o., numeral 6� exige título¡ se reftere es a la causa o fuente 

de la posestón, no a títulos.en el sentido de instrumento escrito ql.E 

demuestre.el domtnio
! 

De ofra manera qae ocurrtrfa cuando no fuera 

positile sumini.'strar. t'itulos en el sentido de ti'tularidad o del regis 

tro del domi"nfo ? • 

_Pero yendo mas allá aún. pensemos .qué tttulos aportan con el escrito 

.de querella. ·cuando no existe la· causa o se Eiace difícil sumin.istrar_.; 

1a:,prue6a _de la posesión ? � La doctrina cita. como ejemplo el de los 

usurpadores de-inmueble. 

Para estos casos hay que recarrir a la presunción de posesión de pro 

pietarios o posesi6n a nonfüre propi.-o, contempladc;1. porel Art. 762 

dél C6digo Civtl, cuando dice que" el poseedor es reputado duefio, 

mientras otra persona no justifique seri'o 11 
• Y como la posesión. es 

un liecno se puede demostrar por.testigos; es decir que.también se 

podría en este evento, con declaraciones extrajuicio demostrar la 

posesión, pues solo se· requerirá proba.r hechos positivos de aquellcs 
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a que solo da derecho el domtni:o como corte.de m{l.der�s, cerramientos, 

plantaciones·, etc., de que habla el ·Art. 981 del Código Civil .o ·:el 

Art. lºde la Ley 200/36 para el caso de la propiedad rural. 

Vale la pena recordar que la posesión que goza de estos privilegios 

es la posesión material. Al propietario� no poseedor� le_ asiste la 

. facultad de incoar la acción ·ci�il ordi��ria, tendiente� tener la 

reivindicación de su.bien, no la.sumarta de lanzamiento por ocupación 

de hecho u 7

Además, es menés-ter expresar respecto de los meros tenedores que ella; 

no son· poseedores, pue� si tienen el· elemento corporal de la poses.ión, 

no tienen el ánfmo de poseer para si la cosa. Pero aunque los meros 

_ tenedores nó poseen, por faltarle la intención de obrar :como du_eños , 

tambi'en gozan del privilegio .de impetrar esta acción porque pued� ha 
' . . 

cerlo u toda. persona a qut.en se _le. ñubi:ere privado de hecho de la te 

néncia material de una finca ••. "� segOn el·Art. lQdel Decreto 992/30. 

De conformida_d con lo expuesto tenemos. que: duando el Decreto 992/30 

._se refiere. a título no lo h�ce en el sentido de p_oder jurídico o titu 

laridad sino de causa de la relación posesoria; �in exam!n�t si co 

rresponde al ejercicio de un derecb.o patrimoni:al o· personal, para re 

peler el ocupante, puesto que como anotamos antes en estos proéesos 

no se puede ventilar el dominio, raz�n por -la cual no se·debe exigir 

título regi_strado de propiedad como se pi:ensa en los círculos adminis 

"'--.. -----... --
7 CORONADO, . Op cit. p:.·.41 •.
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trativos donde ·s·e venti:l�n estos procesas. 

4.4.l.5 La Prueoa Sumaria 

Junto al titulo, el artículo 2o. y el 3ºdel Decreto 992/30 exigen 

otra p·rue6a, cual es -la " sumaria de la fecha en que fue privado de 

la· tenencia o la fecha en que tuvo conocimiento de la ocupaci 6n ••• 11 

Pero ·qué es una prueba sumaria?. 

La doctrina y la jurisprudencia defi"nen la prueba sumaria como aque 

lla que no ha sido controvertida, .como declaraciones de testigos to 

madas extrajuicio, por ejemplo. 

La Corte en sentencia de Julto 29/80 dijo que II el carácter de suma 

ria de una prueóa dice relación no tanto a su poder demostrativo , 

sino a la circunstancia-de no naóer sido contradicha". Se infiere 

pues que las prue6as sumarias son extraprocesales. 

Al tratar del testimonio como prueba sumaria, el Código de Procedi 

miento Civil di ce en su Art. 299 que '.1 podrá pedirse la recepción de 

testimonio fuera de audienci:a, para fines procesales o extraprocesa 

les, los cuales tendrán el alcance de prueba sumaria". La recepci6n 

· de estos testimonios deóe sujetarse a las reglas establecidas por 

Art. 228 del C6digo de Procedimiento Civil y las debe tomar el 

civil municipal o del circuito, deponiendo el testigo sobre los 
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chos de la ocupación, l� fec�a en que se produjo o tuvo conocimien 

to, circunstaricias de modo y lugar en que se produjeron los hechos, 

siempre siguiendo las reglas del citado artículo 228 del C�digo de 

Procedimiento Civil. 

4.4.1.6. Devolución del Escrito de Querella. 

Prescribe el Art. 4o. del Decreto 992/30 que � si el memorial no fue 

re presentado en conformidad con el artículo 2o., el alcalde lo devól 

verá inmediatamente para que el interesado lo corrija o adicione 11 

Aunque la norma no lo establece deóe señalarse un término para tal 

correcci6n y seftalar en el auto cuales son los defectos de que adole 

ce y en que consiste la corrección. 

4.4.1.7 Caducidad de la Acción 

La, acción administrativa de lanzamiento por ocupación de hecho caduca 

rá en 30 días hábiles siguientes a la ocupación o a aquel en que tuvo 

conocimiento del hecho fáctico. El funcionario rechazar& de plano 

la querella si del escrito se desprende que el término ya ha preclui 

do. 

$ocre el parti cül ar el ConceJo de Estado en sentencia proferida en 

Agosto de 1.985 dentro del expediente Nº4596 dijo: 11 
• • •  No basta 

presentar un escrito de querella, en cualquier tiempo y de cualquier 

manera. El art. 15 del Decreto 992/30, reglamentario del artículo 
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15 de la Ley 57 de l.905, señala. la oportunidad, después de l� cua.l 

no podrá_tramttarse el lanzamiento por ocupa•ción de hecho; oportuni 

dad que est� señalada inequivocamente en su artícUlo 15, que a la le 

tra dtce: la acción admintstrativa sumaria de lanzamiento prescri5e 

a los 30 dfos, contados desde el primer acto de ocupación o desde el 

· día en que_tuvo conocimiento del hecfio · el querellante,:segOn :�1-�a

so 
11• 

Por lo demás es equivocado el uso del término prescripción utilizado 
. . 

en el Art. 15 del Decreto 992/30, para referirse a la c�ducidad de 

la acción administrativa de-lanzamiento por ocupación de hecho la cual 
' . , 

debe sobrevenir como consecuencia de la expiración del plazo fijado 

_ por la Ley para el ejer_cic_io_ de la acción.·

4.4.1�8: Admisión de la Querella y Adecu�ción del Trámite. 

Si las· pruebas- que presenta el _querellan�e no demuestra los hechos_ 

en que se funda la petición, el alcalde ie abstendrá de ordenar �l 

l anz!;l.mi.ento. 

Si se encuentran reuni:dos los·r,equisitos legales de los Artículos 2o. 

y 3� del Decreto 992/30, el alc·alde dará a la querella el trámite que 

legalmente le corresponde, aunque el interesado haya dado una vía pro 

cesal �iferente, señalando, a través de una resolución, el cual debe 

rá iniciar dentro d� las 48 horas hábiles siguientes al recibo de la 
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querella. 

4.4.1.9 La Providencia que Decreta el .Lanzamiento.· 

El alcalde toma sus decisiónes a travªs de.diferentes providencias , 

según las situaciones que resuelva dictará autos, resoluciones, decre 

tos, etc. 

La providencia que decreta el lanzamiento aunque la· Ley no indica for 

malidades,. debe ser una resolución con .todas las .formalidades propias' 

de este tipo de _provide·ncia y además :que inequivocádaménte contenga 

una ordeh de p6licfa, con el lleno· de sus i�q�isitos los cuales vimos· 

al.iniciar este trab�jo. 

Esa resolución se iniciará con el número que le corresponda, .seguido 

d� la denominación del correspondiente despacho el lugar y fecba en 

que se pronuncie, expresada en letras, la parte motiva y la parte re 

solutiva, rematando con la firma del funcionario y su secretario. 

En la parte resolutiva de esa providencia se decidirá sobre el reco 

· - nacimiento de la personería si es a través de apoderado; sobre admi ·

sión d� la querella_ instaurada;. decretar �l lanzamiento de las per

sanas ocupantes del inmuebl�, indicando la �bicación, linderos, no 

menclatura y �emás circunstancias que lo identifiquen; señalar la 

fecha y hora para llevar a cabo la diligencia de lanzamiento; dispo 

ner que una vez practicado el lanzamiento y desocupado el inmueble , 
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le sea restituido al querellante.; la orden de notiHcar t�l provi 

dencia .ª los .querella.dos, conforme al Art. 6º del Decreto 992/30 y 

la advertencia de que no procede recurso alguno contra tal decisión. 

( Ver anexo Nº2 ). 

4.4.1.9.l Notificación y Recurso 

· Prescribe el Art. 6º del Decreto 992/30 que el alcalde una vez die -

tada la orden de- lanzamiento� lo h�rá·�aber enseguida a los-ocupantes

personalmente o por medio de·. :avisos - fijados en_ :1a entrada de la fin

ta, si aquellos se ocultafen o ria se encontraren.� Dichos avi�os se

rán firmados por el funcionario y su secretario, indicando el. día

y hora señalada para el lanzamie�to; el cua-1 deberá ser dentro de las

cuarenta y ocho horas �igui�ntes·a la admisióri de 1� querell�.

En cuanto-a recursos de esta providencia, es preciso· decir que tal oo 

mo lo establece el Art. 15.de la Ley .57 de 1.905 contra la.resolución 

que ordena el lanzamiento en los procesos -por ocupación. de hech.o no 

cabe recurso alguno • 

. Así se ha entendido a partir de la nulidad del Art. 7ºdel Decreto 

992/30, decretada por el Consejo d� Estado en Septiembre 12_�e 1.975, 

porque al conceder tal artículo el recurso de apelación contra la re 

ferida providencia, se estaba cayendo en un exceso de potestad re 

glamentaria que. contraría la nonna reglamentada por establecer un re 

curso que no ·contempl� el Art. 15 de la Ley 57 de -l.905. 
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Aunque en la doctrina al analizar este artículo de la Ley 57 se diga 

que al no con�eder recurso alguno contra _la mencionada providencia , 

se está constituyendo al funcionario de policía en supremo tribunal 

en estos juicios, nosotros pensamos que es una consecuencia del ca 

rácter preventivo de conflictos entre particulares, de la función de 

policía manifestando la urgencia con que tiene que actuar el funcio 

nario, negando recursos que puedan traer .dilación al .lanzamiento; y 

esa prontitud de la actuación se palpa en la responsabilidad por mo 

ra que se impone al jefe de policía en caso _de que así se dé .. 

Esta providencia que de alguna manera comporta una orden de policía , 

es una excepción a lo dicho sobre impugnación de la orden de policía 

por vía jerárquica. 

4.4.1.10 Diligencia de Lanzamiento 

Lo visto sobre lanzamiento de arrendatario-nos da una idea de como se 

práctica una diligencia de lanzami.ento; sin pretender aplicar i:total 

mente el procedimiento �a seguir en el desarrollo de la diligencia, 

pues el lanzamiento por ocupación de hecho es inuy peculiar. 

Al momento de llevar a cabo la diligencia de lanzamiento por ocupa 

ción se levantará un acta donde consten entre otras circunstancias las 

siguientes� 

a. Lugar, fecha y hora en que práct�ca;
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b. Funcionarios que 1� llevan a cabo;

c. Identificación del inmueble ocupado,• determinandolo por su ubica

ción, nomenclatura, linderos y demás circunstancias que lo iden

ti fi quen;

d. Nombré de· las personas encontradas en el inmueble con su identifi.

cación;

e. Nombre de los apoderados, si los hay;

f. Reconocimiento de personerfa a los apoderados designados;

g. Intervencióri de las partes.y de sus apoderados, si• lo hacen� es

pecialmente si se trata de opos,ción.

h. Resolución sobre práctica de prueba�;

i. Providencia por medio de la cual se resuelve la oposición, si la

hay;

· j. Orden de allanamiento, si es necesario, porque no se encuentran·

personas o estas se ocultaren� 

k. Designación de depositario de bienes y posesión, si asi se hace

necesario;

75 



l. Disposición del funcionario soóre desocupación del inmueble ;

constancia soóre la entrega material o la restitución del inmie,

ble �l querellante o a su apoderado� con la constancia de reci

bir este a satisfacci6n;

11. Las constancias pertinentes que el despacho cr�a necesario;

m. La firma de quienes intervinieron en la diligencia.

En cuanto a la mecán.ica dei desarrollo del i.anzamiento el artícu-lo

9º del D1=creto 99Ú30 dice que. 11 llegado el mo.mento de practicar el 

lanzamiento, el alcalde se trasladará al lugar en que aquel.debe �e 
' , 

rificarse, acompafiadó de su. secretario, pudiendo tambien concurrir 

las personas interesadas y dos testigos, si se juzgare conveniente; 

una vez allí, el alcalde llamará a la puerta de la casa o heredad,· 

y hará saber a la persona o personas que allí se encuentren ·quién es 

y el objeto que lleva� Si dentro de diez minutos no le contestaren 

o no le permi_tieren la entrad�, b�rá una nueva intimación, previnién

doles la responsa5iltdad eri que incurren por su denegación; y si pa

saren diez minutos m�s sin franquearse ·.la· entrada,. procederá al lan

zamiento, valiéndose de la fµ�rza si fuere necesario 11• 

En el _evento en que el inmueble esté cerrado y nadie contestare, pa 

�ado� diez minutos se procederá.a la apertura y ianzamien�o, previó 

inventario de los objetos y bienes que allí hubiere, dejándolos por 

dtspostción del alcalde a.l cuidado de_ un depositario.
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El lanzamiento deberá practicarse despues de seis (6)_ de la m�fiaria y 

antes de 6 de la tarde. 

Vale la pena anotar que la ley no exige para el caso de la posesión 

tiempo de estar, poseyendo el querellante para poder ejercer esta ac 

ción administrativa de· lanzamiento; esto es comprensi-ble si se recuer 

da el-carácter preventivo de la función policiva, de conflictos entre 

particulares, y con mayor razón si se trata de meros tenedores como 

los depo$itarios o los arrendatario·s que tfenen la obligación de en 

tregar la cosa al final de·1�_caus� que originó la tenencia. 

4.4.1.10.l . Peticiones .de ias Partes-. 

En el desarrollo de la diligencia de lanzamiento, las partes pueden ha: 

cer peticiones al jefe de policía tales como práctica de pr�ebas, por 

ejemplo testimonios que debe practicarse dentro de la diligencia y va 

lotarse por el funcionario conforme a las· reglas de la sana crítica. 

Aunque se suspenda la diligencia y continue en otra sesión, pues estas 

deben resolverse siempre dentro de ella. 

4.4.1.10.2 Oposición. 

Los que re 11 andas podrán oponerse al l anzamfento demostrando que existe 

un contrato de arrendamiento o consentimiento del querellante en la 

ocupación; el contrato debe provenir también del. querellante. _Si ese 

contrato no fuere escrito y se trata de demostrar por otros medios di 
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ferentes al documental, tal como el testimonio el funcionario de poli 

cía debe de todas maneras recibir tal prÚeba conforme a las formalida 

des·exigidas por la ley y valorar esa o la prueba acreditada, canfor 

me a la sana -crítica de que ha61a el Art. 187 del Código de Procédi 

miento.Civil. Pues si a la crisis �el te�timonio, por el juego de 

intereses y otros factores que lo arruinan en ocasiones como medio de 

prueba, y a ello se agrega e'l desconocimiento de las formalidades de 

. ley y la forma de valorar las pruebas, por quienes temporalmente ejer 

cen funciones de policía, debido al factor politiquero con que en la 

mayoría de los casos se nombran las person�s que ocupan estos·cargos 

en el país, podr.i'amos estar frente a ,casos de injusticias obligand_o a 

los querellantes a recurrir a la justicia ordinaria con procesos dis 

pendiosos y prolongados en el tiempo para poder retornará la posesión 

de los bienes, pudiendo llegar a ello por una vía rápida como el ejer 

cicio de la acción en estudio, ó facilitar con una equivocada decisión 

··una cuantiosa indemnización en el eve�to de demanda por fall�s en el

servicio de policfa.

Por todo ello nos parece de suma importancia el cuidado con ·que debe 

· actuar el alcalde como funcionario de policía encargado de este asun

to, para recibir y valorar las pruebas !n casos de oposición para

evitar injusticias tanto a los qu�rellantes como a los querellados.

Pues en_ocasiónes los poseedores consienten en la ocupación, ponen a

trabajar a los desva_lidos y luego los lanzan por ocupantes de hecho ,

despues de estos haber acrecentado la riqueza del poseedor,-propieta

rio o nó, _quedándose. con las cosechas, mejores y toda clase de bie
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nes de trabajadores honrados, asaltados en su buena fé. Repito, es 

de suma importancia el cuidado y buen juicio que debe poner el funcio 

nario competente para desatar la oposición ejercida en estos procesos. 

Si prospera la oposición ejercida por los ocupantes por haber exibido 

títu1o o presentado prueba que justifique la ocupación, el alcalde sus 

penderá la diligencia de lanzamiento, dejando en libertad a los inte 

resadas para recurrir a la justicia ordinaria. 

4.4.l.i0.3 Desacato a la Orden de Desocupar 

Si dentro del inmueble se encontraren personas que desatiendan la or 

den de desocupar sin ni siquiera· justificar su estadía en el predio,el 

alcalde, además de que, inclusive hacientlo uso de la fuerza como me 

dio de policía, practicará el lanzamiento, podrá, _aunque ni la ley 57 

de 1.905 ni el Decreto 992/30 lo contemplan, dar aplicación al Art. 

l8 del Decreto 522/71, sancionando con arresto a los responsables, to 

da vez que la orden de desalojo es una orden legítima de autoridad de 

policía, cuya desobediencia acarreará arresto de uno a treinta días. 

4.4.1.10.4 Restitución del Inmueble al Querellante 

Deshabitado y desocupado el predio objeto del lanzamiento, el alcalde 

hará entrega real y material de él al querellante, dejando la constan 

cia de haber recibido ésta a satisfacción. 
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4.4.1.11 Reincidencta 

En 

no 

so 

su 

caso de ocupaciones 

contempla sanción en 

de ocupación en zona 

parágrafo di ce que 11 

de hecho en 2ona urbana, la ley expresamente 

caso de reincidencia, como sí lo hace en ca 

rural; el artículo 17 de la Ley 200/36, en 

la persona que una vez lanzada ocupe de nue 

va y sin causa justificativa la misma finca, incurrirá por el hecho 

de la reincidencia, en una pena de arresto inconvertible por el tér 

mino de sesenta (60) días ... 11 

4.4.2 Predios Rurales � Restitución 

Seguido por los concerniente a los títulos en que se apoya el quere 

llante y de los de prueba sumaria en estos procesos, la piedra angu 

lar de este trabajo lo constituye el lanzamiento por ocupación en 

los predios rurales. 

Es mucho lo que se puediera decir respecto de este tópico, pero procu 

raremos ser lo mas conciso posible, a fin de no alargar demasiado el 

trabajo. 

Al hablar de predios rurales o de :zona rural, pensamos en algo que 

esta muy d .istante de ·.nosotros en la ciudad, y de lo cual no debemos 

preocuparnos en la urbe, porque pertenece a los quehaceres del indi 

viduo en forma . soHtaria, sin molestar la comunicad, olvidándonos , 

quizas, de que lo que hoy es área urbana de las grandes, medianas , 
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e inclusive, pequeñas poblaciones, ayer era zona rural de las mis 

· mas, determinando _su extensión, en ocasiones, con el crecimiento. ex

·pontaneo o el planificado de esas poblaciones;· sobretodo con el in

· flujo de la migracióri del campo a la ciudad haBida en Colombia en Tas:

últimas tres decadas, creando suburbios en partes periféricas de las

ciudades a través de invasiones o de ocupaciones masivas a propieda ·

des o de posesione_s de predios no urbanizados en las ciudades, en ora

siones aledaños al área urbana, sin todavía formar parte de ella.

Ya dijimos que predio o fundo rural es el que se halla situado fuera 

de los ·límites determinados del área de la respectiva población, área 

esta determinada por los concejos municipales por medio de acuerdos, 

y que si no existiere acuerdo expedido que fije esta área urbana de 

1a población, se entiende por fundo o predio rural el que se. halle si . 

. tuado a una distancia mayor de cien metros de las últimas edificacio 

nes que forman el núcleo urbano de la respectiva población o caserío. 

Así lo prescriben los Arts. 3º del Decreto 59/30 y lº de la Ley 88/47. · 

Conviene destacar que hay ocasiones en que es necesario acudir al Ins 

tituto Geogfáfico Agustín Codazzi cuando no se pueda determiriar si la 

ubicación corresponde a zona urbana o rural. 

Trataremos aquí la restitución en los predios rurales; pero no la res 

titución como efecto del lanzamiento de arrendatario de estos predios 

regulada por el Art. 436 del Código de Procedimiento Civil y normas 
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especiales sobre la materia, sino la restitución en caso� de lanza 

miento por ocupaci6n de hecho en estos predios. 

Ya hemos dicho que con la Ley 57 se quizo proteger la posesi6n; simi 

lar sentido tiene la Ley 200/36. Pero existe ·en este momento una pro 

tecci6n a la posesión en predios rurales por vía administrativa en 

caso de ocupaci6n de hecho como la que contempla la Ley 57. 

Para mejor conocimiento comencemos por ver y analizar las normas que 

tratan el asunto. 

En l.905 la l:.ey 57 en su artículo 15 dijo: " cuando una finca ha _si 

do ocupada de hecho sin que medie contrato· de arrendamiento sin canse, 

timiento del arrendador, el jefe de polic1a ante quien se presente la 

querella se trasladará .•• , procederá a verificar el lanzamie�to ••• ". 

Co'nforme a esta norma son los jefes de policía quienes conocen de la 

acción de lanzamiento. Hasta aquf es una competencia indiscriminada 

tanto para predios rurales como urbanos. 

Luego en l.936 la ley 200 __ .prescribió lo siguiente: 

11 Articulo 15.- Créase los Jueces de Tierras, encargados de conocer 

privati�amente en primera instancia de las demandas que se promuevan 

en ejercicio de las acciones que consagra esta _Ley ". 
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El artículo 16 dijo: "Desde la expedición de la presente ley, en los 

juicios de lanzamiento por ocupación de hecho en predios rurales ... se 

observarán las reglas que se consignan en los artículos siguientes". 

Hasta aquí tenemos que se han creado unos jueces especializados que 

conocerán sobre los juicios de lanzamiento por ocupación en predios 

rurales, aplicando las reglas de esa Ley. 

Más adelante el artículo 17 de dicha Ley contempla: 11 Quien posea un 

predio rural en los términos de los artículos lºy 4 de esta Ley, o 

presente los títulos de que trata el artículo 3º de la mis�ª' tiene 

derecho a que la autoridad competente, de acuerdo con las pirescripcio 

nes de esta Ley, suspenda inmediatamente cualquier ocupación de he 

cho ... 

En estos términos queda reformada, en lo que se refiere a predios ru 

rales, en el Artículo 15 de la Ley 57 de 1.905 11 

Observese que este artículo 17 exige unas condiciones para que se sus 

penda la ocupación, y son: poseer en·los términos de los artículos 

lº y 4 º ó alternativamente presentar títulos de propiedad, que pue 

den ser::ó título originario expedido_por el Estado y que tenga efi 

cacia legal ó títulos inscritos otorgados con anterioridad a dicha 

ley. En cuando a la posesión en los términos de los artículos lºy 

4º quiere decir que debe ser una posesión con 11 • • •  explotación eco 

nómka del suelo por medio de hechos positivos propios de dueño, ca 
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mo las plantaciones o sementeras ..• 11 según el Art. lºy 11 
• • •  sin

reconocer dominio distinto al del Estado, y no a título precario , 

en terreno inculto en el momento de iniciarse la ocupación •.. 11 se 

gún el Art. 4o. 

Posteriormente el Decreto 59/38, reglamentario de la Ley 200/36, en 

su artículo 52 ordenó que las alcaldías que estuvieran tramitando jm 

cios de lanzamiento por ocupación de hecho de terrenos rurales debía, 

remitir a�los jueces de tierras los expedientes, dentro de los 30 

días siguientes a la fecha de iniciación de vigencia de dicho decreto, 

para que alli continuaran el curso legal de dichos procesos. 

A su vez aquí está claro, entonces, que son los jueces de tierra quie 

nes tenían la competencia para conocer sobre lanzamiento por .ocupa 

ción de hecho en predios rurales, a partir de la vigencia del Decreto 

59/38, Ya los alcaldes no podrían seguir conociendo de dichos jui 

cios. 

Pero esta reforma nunca operó, pues tales jueces no fueron nombrados 

por ello no se llevó a la práctica, lo que traía como consecuencia 

que en esos momentos no había autoridad que conociera de las querellé6 

de lanzamiento por dicha ocupación, en la jurisdicción de donde ·; se 

presentara. 

Nótese además que los referidos jueces conocían de las querellas de 

lanzamiento por ocupación de hecho de poseedores, más no de meros te 
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nedores como arrendatarios� secuestres, comodatarios porque estos no 

poseían en los términos del Art. lºde la Ley 200, es decir con hectos 

positivos propios de dueño, ni conforme al artículo 4ºde la misma ley, 

pues reconocían dominio ajeno. Que ocurrirá entonces con el arrendata 

rio, por ejemplo, si le ocupan el predio arrendado, respecto .:de.-; su 

obligación de restituir la cosa arrendada?. No tiene opción de canse 

guir lanzamiento conforme a lo expuesto anteriormente. 

Continuando el análisis de las normas encontramos que la Ley 4a. de 

1.943 en su Art. 31 suprimió esos Jueces de Tierras y adscribió las 

funciones de estos a los jueces de Circuito Civil, quienes conocerían 

en adelante de los juicios de lanzamiento que estudiamos, conforme a 

los procedimientos señalados por la Ley 200/36 y el Decreto_ 58/38. 

ContinOa igual la situación de los poseedores en nombre ajeno, respec 

to de su imposibilidad de demandar lanzamiento en caso de ocupación. 

Además, observese la situación que se presenta respecto de la campe 

tencia para conocer de estos juicios, pues mientras en lo urbano los 

atienden los alcaldes, en lo rural lo hacen los Jueces de Circuito. 

En éste Oltimo evento se pierde un tanto el carácter preventivo que 

se quiso infundir a 1a acción administrativa de lanzamiento por ocu 

pación de hecho. De un asunto preventivo del orden pOblico se ha 

encargado a los Jueces de la RepOblica, lo cual contrasta con la fun 

ción que a ellos corresponde conforme a la organización de esta rama 

del poder pOblico. 
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Con la expedición de los Decretos 1400 y 2019 de 1.970 que pusieron 

en vigencia el nuevo Código de Procedimiento Civil como un estatuto 

orgánico que senala todos los procedimientos a seguir en la Jurisdic 

ción Civil, a través del Art. 698 se derogaron las disposiciones con 

trarias a esas normas, evitando con ello que existieran procedimien 

tos desperdigados .. 

Dice el Art. 12 de dicho Código que II corresponde a la Jurisdicción 

Civil todo asunto que no este:iatribuido por la ley a otras jurisdic 

ciones 11• 

En el caso de los Jueces de Circuito, a través del Art. 16 se le se 

ñaló los asuntos de su competencia, dejándole en el numeral 12 de di 

cho artículo la posibilidad abierta de conocer esos jueces II de los 

demás asuntos que no estén atribuidos a otro juez u. Se preceptuó , 

además, a través del Art. 396 que se tramitará. como ordinario todo 

asunto contencioso que no tenga un trámite especial; como tambien , 

que se tramitaría como proceso de jurisdicción voluntaria todo asun 

to no contencioso que no tenga otro trámite, Art. 649, numeral 12. 

Se nota, pues, el deseo del legislador de no dejar por fuera de este 

código, procedimiento alguno, respecto de asuntos sujetos a trámite 

en la jurisdicción civil. Y tal como lo dice el Art. 60. de ese 

código II las normas procesales son de orden público·y, por consiguien 

te, de obligatorio cumplimiento •.. 11 ; es que no pueden los interesa 

dos darle a sus asuntos el trámite que ellos quieran sino el que las 
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normas procesales civiles aconsejen. 

Y como puede observarse la acción administrativa de lanzamiento por 

ocupación de hecho, conforme está coRcebida por las normas que la in 

tegran, no podría tramitarse ni como -proceso ordinario, ni como proce 

so de jurisdicción voluntaria. 

Pues las normas que integran estos procesos contemplan procedimimien 

tos totalmente distintos a los de la referida acción de lanzamiento. 

De aquí se infiere, que el conocimiento de tal acción no puede someter 

se .a la jurisdicción civil, por conllevar un procedimiento o un tfámi 

te diferente a los estatUidos por las normas de esta jurisdicción, y 

tal como lo ordena el Art. 698 de estatuto procesal civil, este deroga 

cualquier disposición contraria a esas normas, acabando así con los 

procedimientos desperdigados de que conocie�a esa jurisdicción, como 

el caso de los de la Ley 200/36, respecto del lanzamiento por ocupa 

ción en predios rurales. 

Hecho este recorrido por las normas que nos han ocupado, encontramos 

un vacío respecto de·1a competencia para conocer de querellas de lan 

zamiento por ocupación de hecho en predios rurales, pues no podría a 

quella retornar de hecho a los alcaldes. De esta manera se hace impo 

sible obtener legalmente las restituciones de predios rurales ocupados 

de he:Cho; .Y esto es válido tanto para poseedores como para meros te 

nedores. Y olvidemos que los predios rurales solamente son las man 

tañas distantes de la ciudad, pues estos están a cien metros de las 
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Qltimas edificaciones de nuestras poblaciones, cuando los concejos 

no determinan el área urbana. Así las cosas se convierte esto en 

caldo de cultivo legal para invasiones, por ejemplo y se presta la 

situaci6n para obtener indemnizaciones en los muhicipios a través de 

demandas en lo contencioso - administrativo por fallas en el servició 

cuando los alcaldes ni siquiera tenían competencia para conocer de 

tales querellas. 
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5. LA RESPONSABIL¡DAD ADMINISTRATIVA DE LOS

MUNICIPIOS POR FALLAS DEL SERVICIO EN CASOS DE 

QlJERELLAS DE LANZAMIENTO POR OCUPACION DE HECHO 

Visto lo que es la ocupación de hecho y el lanzamiento por ocupación, 

consideramos interesante para este tra5ajo incluir en fil lo concerntm 

te a la responsabilidad administrativa, patrimonial, de los municipios 

por fallas del servicio administrativo y de policía ante las querellas 

de lanzamiento por ocupación de hecbo,.no obstante no ser l� responsa 

bilidad parte integrante de dichas querellas, pero-sí una consecuencia-

. administrativa y económica cuando han extstido fallas en la :- ·presta 

ción del servicio ante las pretensiones de lanzamiento ocasionando da 

Has materiales a las víctima� de ocupaciones violentas que acuden a 

la autoridad de policía solicitando protección. 

La responsabilidad administrativa, económica, tiene lu9ar cuando el 

Estado, en este caso el municipio, asume los perjuicios ocasionados 

por fallas en la prestación de los servicios administrativos, bien 

porque no actuó cuando debía hacerlo, actuó mal o actuó tardiamente. 

La gran cantidad de demandas instauradas en procura �e declaraciones 



de responsabilidad administrativa a_car9O de los mu�tfi�ios nuestros 

para obtener indemnizaciones, por demas cuantiosas, por perjuicios 

ocasionados por fallas del servi�io al tramitar o por omitir el trá 

mite de las querellas de lanzamient� por ocupación sin llegar a pro 

teger el derecho ajeno, ha sido otra raz6n más para tener en cuenta 

este aspecto en el trabajo que nos hemos propuesto y por ello. hemos· 

acudido a los Tribunales Administrativo de la Guajira y Atlántico 

para conocer de cerca algunos casos o negocios dignos de mención en . 

este capftulo, bien por entrañar res�ons�bflidad administrativa o 

por pretenderla injusta e ilegalmente los actores por el solo hecho 

de la ocupación aco_mpañada de sus deseos de lanzami'ento. 

En razón de ello abordamos en La Guajira, por ejemplo, entre varios 

negocios, dos simpáticas sentencias del Consejo de Estado: Una. de 

Agosto ocho de 1984, siendo Consejero Ponente Jorge Valencia Arango, 

y actor Manuel Luis �allesteros Bernier, en el :�exped'i!ente,r<· número 

4494, por la ¿ual se decidió la consulta de la sentencia dictada por 

el Tribunal Administrativo de La Guajira en llia cüal se declaraba ad 

ministrativamente responsable al Municipio de Riohacha de los daños 

y perjuicios sufridos por el actor Manuel Luis Ballesteros, causados 

con la invasión que sufrió �n los lotes de terreno de su propiedad, 

el día 28 de.Marzo de 1981, y en la cual la Corporación no sólo no 

accedió a las s0p1icas de la demanda, revocando la sentencia del a-
.-� sino que el demandante no ajustó a los requisitos de ley su que

rella, y que el Municipio no actuó y el querellante no impugnó la 

decisi6n del Municipio porque" .•• era, posiblemente� más fácil y lu 
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crativo iniciar el juicio contra el Municipio. 11 Ver anexo 1 ( pags. 

105 a 121 ) 

En la otra Sentencia, de Agosto 8 de 1985, siendo Consejero Carlos 

B·etancur Jaramillo y actor Nicolás Lubo Mendoza, en el expediente N º

4596, por la cual se decidió apelación interpuesta por la parte actora 

por haber sido denegadas sus sDplicas de declarar responsable adminis 

trativamente al Municipio de Riohacha por no haber protegido sus bie 

nes con motivo de la ocupación violenta de terrenos de su propiedad y 

se le condene al pago de los perjuicios sufridos con tal hecho, estima 

dos en $30.000.000.oo. Dijo la Corporación en su fallo: 

11 No basta. presentar un escrito de querella, en cualquier tiem
po y de cualquier manera. El Art. 15 del Decreto 992 de 1930 
r.eg}anientario .del artkulo 15 de la Ley 57 de 1.905 señala la 
oportunidad, despuªs de la cual no podrá tramitarse lanzamien 
to por ocupación de hecho ... 
" ... si la protección policiva no se pidió con el lleno de las 
exigencias legales, no es posible configurar una falla en el 
servicio fundado en la abstención administrativa ... 
11 Además, el escrito tendrá que reunir los requisitos de for
ma señalados en su artículo 2o. 
11 . . .  el actor no cumplió con tales exigencias y al no hacerlo
es imposible deducir de lo probado una falla administrativa 11 1

Estos dos fallos del máximo Tribunal Contencioso.constituyen buen ej811 

plo de denegación de responsabilidad administrativa por perjuittos su 

fridos por las víctimas con ocasión de ocupaciones violentas de. pre 

dios de su propiedad. No podía premiarse con responsabilidad económi 

ca del patrimonio pOblico la pereza en la debida defensa de sus inte 

1 Consejo de Estado, Sentencia de Agosto 8 de 1.985, Consejero Car

los Betancur Jaramillo, Expediente N º4.596. 
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reses por parte de lo� actores. 

En el Tribunal Administrativo del Atlántico entre los negocios consul 

tados en este campo encontramos la sentencia proferida por e.1 Consejo 

de Estado en Mayo 30 de 1,979 siendo Consejero ponente Jorge Valencia 

Arango·, y actor Rita Alzamora Vda. de Manzini en el expediente W,2368, 

donde la Corporación declara administrativamente responsable al Munici 

pio de Barranquilla de los perjuicios sufridos por la señora Rita Alza 

mora Vda. de Manzini, por la falta de· cumplimiento de la Resolución de 

8 de Abril de 1 .• 975 dé la A1caldia de Barranquilla, sobre lanzamiento 

de invasores del Predio II La Lu-z" situado entre la Calle l7 entre ca 

rreras 8 y 15 de Barranquilla, de propiedad de la actora. 

Sobre la resolución Ver anexo N º2. CPags. 122 yl23}

En esa misma providencia el Consejo de Estado se declaró innibido pa 

ra cono"cer de · las súplicas de la demanda atinentes al pago del va 
. 

. 

lor comercial de los lotes invadidos- y al .correspo�diente traspaso de 

la propiedad al Municipio demandado, 

Además, la Corporación ordenó dar cumplimiento a la Resolución de lan 

zamtento. 

Este último fallo del Consejo de Estado corresponde al negocio, qui 

zas, más connotado de Barranquilla en este aspecto, que es el del Ba 

. rrio "·La Chinita 11, sitúado en cercanías del Puente Pumarejo de Ba 
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rranquilla. Ver Anexo N º 3 ( Pags. 124 a 160 ). 

Es un negocio que adn no ha fenecido y en donde año por año la parte 

actora solicita al Municipio se dé cumplimiento a la Resolución de 

lanzamiento de los ocupantes del predio referido. La 01tima solicitud 

en este sentido pudimos constatar en la Alcaldía de Barranquilla fue 
presentada el día 22 de Mayo del año en curso por el apoderado de la 

parte actora, y de la cual no·fué posible allegar copia a este traóa 
jo. Además, la parte actora ·tiene derecho, mensualmente, como lo dis 

puso el Consejo de Estado, al pago de los perjuicios sufridos. 

Como puede observarse el patrimonio de Barranquilla sigue comprometí 

do por este sonado caso de ocupaci óri de hecfi.o, por no naóer dado cum 

plimiento a su propia Resoluéión'donde ordenaba el lanzamiento de los 

ocupantes. 

5.1 FUNDAMENTOS JURIDICOS 

Anterionnente el problema de la respons.abilidad civil del Estado fren 
te a los particulares era enfocado por la jurisprudencia y la doctri 
na nacional en -el artículo 2341 del Código Civil por consagrarse en 

esta disposición una obligación general de indemnización con respecto 
a las personas y al Estado. 

Esta tesis cambio a la luz del análisi� del artfculo 16 de la Consti 

tución Nacional, fincando allf las 5ases de la responsa5ilidad del 

Estado por fallas del servicio. Y es este articulo de la Car�a por 
que allí estan consignados los deberes sociales del Estado y entre 

esos deberes sobresale el de prestar eficientemente-Tos servicios pG 

blicos a la colectividad y si fallan esos. servicios se incumple la 

nonna 

nado. 

constitucional y por ello defie repararse el perjuició ocasio 
2 

2consejo de Estado. Sentencia de Octubre 28 de 1.976. Consejero po 
nente Jorge Valencia Arango. Expediente 1482. 
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En este artículo 16 se consagran los deberes, derechos y obligaciones 

de la Administración pública frente a los deberes, derechos y obliga 

ciones de los particulares estableciendo un equili6rio con el deber 

de la administración de proteger a los administrados contra la agre 

sión de los particulares. 

Dice el Consejo de Estado a la antes citada sentencia que: 

11 Las autoridades estan instituidas para asegurar el cumpli
miento de los deberes sociales del Estado, entre los cuales 
figuran los de obrar dentro d� los limites del derecbo, im 
poner el acatamiento de la ley, conservar el orden p06lico, 
y en general prestar eficientemente los servicios púólicos. 
Para alcanzar esas finalidades esenciales del Estado expide 
decisiones administrativas escritas o verbales, realiza ope 
raciones y ejecuta actos administrativos materiales, es de 
cir, cumple una función de derecho público ... 
11 Cuando e 1 Estado, en des ar.ro 11 o de sus. funciones incurre 
en· la llamada falta o fa11a del servicio, o mejor aún falta 
o falla de la administración, trátese de -stmples actuaciones
administrativas, omisiones, hechos y operaciones adminis 
trativas, se hace responsaóle de los hechos causados al.
administrado ... 11 3 

Es ape_nas notorio el afan del Consejo de Estado de fundamentar. la· 

responsabilidad administrativa del Estado, basicamente en el artícu 

lo 16 de la Constitución, por cuya posición ha sido criticado 

por tratadistas como Vidal Perdomo y Ricardo Hoyos Duque.· 

11 • • • En efecto, si en este texto citado se ·afianza la resp_onsabili

dad del Estado en Colombia tendríamos que concluir que este deBe 

3consejo de Estado. Op cit. Expediente 1482.
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responder a las personas o a sus herederos cuando alguien priva de 

la vida a otra persóna ... � 4

Y a esa crítica agrega Ricardo Hoyos Duque : 11 no parece que el Artí 

culo 16 de la Constitución Nacional dé cabal solución a todas las 

.Hipótesis en que la responsabilidad administrativa puede surgir. 11 

5

A pesar de que la casuística de la responsabilidad administrativa 

es tan rica, el Consejo de Estado insiste en que son pilares de la 

responsabilidad los Arts. 2o., 16, 20, 30, 31, 32, 33, 35, 44, 45 

y 51 de la Carta y los Arts. 62, 67, 68, y 69 del Código Contencio 

so Administrativo. A estas disposiciones se le suman los Artículos 

85 y 86 del nuevo Código_Contencioso, sobre responsabilidad del Esta 

do para con los particulares en casa de daño. 

5.2 PRESUPUESTO O ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 

Para que la administración pública pueda ser administrativamente res 

pensable frente a los particulares es necesario que se dén unos pre 

4VIDAL PERDOMO, Jaime. Derecho Administrativo.
blioteca Banco Popular, 1978, pp.528- 529 .. 
DUQUE, Ricardo. Responsabilidad Patrimonial 
ción Pública. Bogotá, Temis, 1984, p.91. 

· 
5

HOYOS DUQUE, Ricardo. Op cit. p.94
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supuestos o elementos que conlleven a esa responsabilidad en caso de 

daño. Estos presupuestos son: 

a- Una falta o falla- del servi_cio, tii.en por omisi_ón
?-
. retardo, i.rregu

laridad o ineficiencia;

6� Que haya un daño, es decir que haya una lesión o una perturñación 

. de un bien protegido por el derecn.o. Este dafío deo.e s:er cierto , 

determinado o determi"nable , y-

c- Que haya una relación de causalidad entre la falta o fa·lla del ser 

vicio y el daño que se ocasiona. 

5.2.1 Falta o Falla del Servicio 

La actividad administraii.va de la persona pGblica se cumple a través 

de actos o hechos administrativos, estando dentro de i;\q.¡ellos las II ope 

raciones administrativas 11
, conforme al nuevo Código Cotencioso. A tra 

vés de estos mecanismos administrativos es que el Estado cumple sus ·fun 

ciones, y si en desarrollo de esas funciones la persona púb1ica inct.rre 

en falla del servicio o falla de la Administración, bien con una actua 

ción administrativa, una omisión, un hecho u operación administrativa, 

se hace responsable de los daños causados. Pero es un presupuesto que 

requiere provarse para que pueda derivarse responsabilidad. Este as 

pecto, en ocasiones, es descuidado por los litigantes y demandan al 

estado para hacerlo responsable sin demostrar la falla de la adminis 
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traci6n; para conseguirlo es necesarto demostnar que el Estado no ha 

actuado ó ha actuado mal, o lo ha hecho tardía, inadecuada o insufi 

cientemente. Pero repito, hay que probarlo, no basta afirmarlo . 

Como ejemplo de esta práctica de los actores 6 sus apoderados vªase 

el Anexo N ºl ( pags.117. 118. 119) 

5.2.2 El Daño o Perjuicio 

Como ya se dijo es un presupuesto .necesario para que haya responisabi 

lidad de la persona pOblic�; se refiere que ªsta con su actuación 

haya producido un daño, y que este sea: 

a- Cierto o real� es decir que se.haya lesionado, realmente, un dere

cho de la victima. Este daño puede ser presente o futuro real ,

más no eventual.

b- Especial,o sea que sea particular a la persona que solicita la re

paración.

e� Normal, o sea que debe exceder los inconvenientes propios al fun 

cionamiento del servicio. 

d- Protegido por el derecho.

Parece un aspecto de dificil manejo en las demandas de responsabilidad 

por fallas de servicios, surgidas como consecuencias de.abstención 
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de trámites de qu'erel las de lanzamiento por_ ocupación de hecho; por

lo general los litigantes se ven frustados en sus pretenciones cuan 

do le tasan los perjuicios� 

Como ejemplo de declaratoria de responsabili_dad administrativa a car· 

go de un municipio para reparar ·daño sufrido por la victima al no 

protegerle su propiedad lanzando aquel los ocupantes, véase el anexo 

Na. 3 ( P_á g • 156- ) • 

5.2.3 El Nexo Causal 

Quiere decir esto que deo.e existir una relación de causa a efecto en 

tre la falla del servicio y el daño causado; es decjr que el daño de 

be surgir como efecto de la falla del servicio. 

Por lo tanto s·i el hecho surge por culpa- de la victima, por un terce 

ro, por casos fortuitos o fuerza mayor no habrá lugar a résponsabili 

dad. A su vez estas causales s•irven de _excu.lpación para la persona 

pú6lica, para los muni. ci.pios en el caso de ocupación de he�ho. 

5.3 COMPETENCIA 

So6re los juicios sobre responsabilidad administrativa conocen los 

Tribunales Administratiyos y el -Consejo. de Estado, como jÚrisdicción 

especializada para asuntos relacionados· con la administración públi 

ca, debiéndose instaurar la demanda en el respectivo Tribunal_Adminis 

trativo del Departamento a· que corresponde el municipio demandado. 
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6. RESUMEN Y CONCLUSIONES

Tra�a este.trabajo del an!lisis del lanzamiento por ocupación de hec� 

a la luz del derecho de policía. 

Desde la expedición de la Ley 57 de 1.905 que contempla la acción de 

lanzamiento de que puede hacer uso quien haya sido víctima .·de ocupa 

ci6n efi alguna finca sin mediar contrato de arrendamiento ni consenti 

m·iento del arrendador, hasta 1.936 habían conocido de tal acción los 

jefes de policía (alcaldes) de_l�s �unicipios. · Con la expedician 

de la Ley 200 de 1.936 ésta competencia se desplazó a los jueces de 

tierras, en cuanto se trataba de ocupaciones en zonas rurales. En 

1.943 con la Ley 4a. se_asignó tal competencia a los jueces civiles 

de circuito; por último con la expedición del Código de Procedimien 

to C_ivil en 1.970 se derogaron los procedimientos dispersos fuera de 

dicho Código y no se asignó procemiento aplicable para estos juicios, 

originándose un vacío legal para este asunto, además de que se había 

cambiado su jurisdicción a la justicia ordinaria. 

Para el estudio del tema se optó por adentrarn·os en el derecho de poli 

cía para mejor concepto sobre el poder de policía, las autoridades de 
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policía, la función y los principales medios que se relac11:ífVa'n1 seoncc: PAULA SANTANo, 

Dlf,ECCJON 

el tema como la orden de policía, el empleo de la fuerza y la asís 

tencia militar. 

Con igual objeto previo analizamos el lanzamiento de arrendatario, 

tanto en predios urbanos como rurales, mencionando los printipale� 

aspectos como causales de terminación de contrato, oposición, reten 

ción y otros; lo mismo se hizo con las ocupaciones de hecho, �d�fi 

niendo algunos términos relacionados con el tema, los antecedentes 

de ocupa�iones urbanas y rurales, las invasiones y los medios y 

medidas para combatirlas: el lanzamiento por ocupación de hecho, ca 

mo medida policiva, de cuyo tema vimos los rasgos fundamentales co 

mo el procedimiento para efectuarlo y provocar la restitución del 

predio ocupado, dividiendo su estudio en predios urbanos y rurales 

por razones de competencia y procedimiento. Y por último la responsa 

bilidad por fallas en el servicio. 

Para este análisis tomamos las normas constitucionales y legales apli 

cables en cada uno de los aspectos vistos, enriquecido por la juris 

prudencia y los comentarios doctrinarios de reconocidos tratadistas. 

Así conseguimos las siguientes. 

CONCLUSIONES 

la. La Acción administrativa de lanzamiento por ocupación de hecho 

en predios urbanos es competencia de las autoridades de policía 
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( alcaldes). 

2a. Para instaurar esta acción de lanzamiento el querellante no ne 

cesita acreditar el dominio del predio ocupado por medio de tí 

tulos escrituarios, basta un título que acredite la causa de 

la posesión o la tenencia. 

3a. Para el trámite de querellas de lanzamientos por ocupación en 

predios rurales existe actualmente un vacío legal respecto de 

la autoridad competente y el procedimiento aplicable. 

4a. Si la persona pública ( municipio) falla en la prestación del 

· servicio administrativo y de policía para producir e1 lanzamien

to, debidamente solicitado, de ocupantes, es administrativamen

te responsable de los perjuicios que ocasione a la víctima, siem

pre que haya una relación de causalidad entre el daño y la falla

del servicio.
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ANEXO 1 

SOBRE DENEGACION DE RESPONSABIL)DAD ADMI 

NISTRATIVA. 

lC:ONSEJO DE ESlADO

SALA DE LO CONTENccroso ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

. I ::-1 /

Bogotá, D.E. agosto nueve de mil novecientos. ochenta y cuatro (agosto .'9/84)

., 

, .. ,. 

CONSEBERO PONENTE: DR. JOR 1:E VALENCIA AAP.�O

Ref: Expediente 4494

Actor: Manuel luis· Ballesteros Bernier: :·.
\· ·. -

·,,/' .
\. J dé 

En el grado de _ _j�isdicción CONSUL! l. ha llegado la senten-
<. , - ' 

cia proferida el 22 de marzo de 1984 por el Tribunal Administrativo de la
- ·, Guajira dentro del prodeso' indemnizatorio extracontractual adelantado por 

M.INUEL LUIS 1! !.LL
?

J�ROS contra el Municipio de Riohacha�
. -.J 

. 

c ..... 

'-.1.J.LA SENTENCIA CÓNSULTADA
' ' 

La párte resolutiva de la sentencia consultada , dispuso:

"PRIMERO: Declarar al Municipio de Riohacha, responsable

de los daños y perjuicios sufridos por el demandante MANUEL LUIS BP.LLESTE­

ROS causados con la invasión que·súfrió en los lotes de su propiedad el -

día 28 de Marzo de 1.981, propiedad acreditada mediante Escritura No. 61

de l. 981 de la Notaría Unica de Riohacha, debidamente registrada en la o­

ficina de Registrd de Instrumentos Públicos bajo matr1'cula imiobiliaria -

G 210-0004307, al omitir las autoridades municipales del precitado ir.unici­

pio la intervención y protección_ solicitada mediante querella por parte -
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- 2 -

del demandante." 

SffONDO: Como consecuencia de lo anterior, condenáse al 

MUNICIPIO DE RIOHACHA, a. pagar al demandante doctor MANUEL LUIS BALLESTE­

ROS BERNIER, la cantidad de CUATRO-MILLONES QUINIENTOS NOVENTA y CUATRO 

MIL SEISCIENTOS QUINCE PESOS ( $4.594.615.oá hmoneda l_egal colombiana, 

por concepto de perjuicios patrimoniales. 

TEJK:ERO: Condénase, igualmente, al Municipio de Riohacha, 

a pagar al demandante doctÓr MANUEL LUIS BALLESTEROS BERNIER la cantidad 
. _,.,:, . 

de CUATRO MILLONES SETENTA ·y TRES Mil CIENTO SETENTA Y DOS PESOS Y OCHO -
·, ' 

CENTAVOS ( $4. 073.17248.) comor7ucrci cesante. 11 

\ ___ ... 
. . .... 

(.· 
Son consi dera·ciones del anterior fa 11 o:

' (.) 
"a) La entidad territorial demandada no se hizo parte en el.

(_) proces_o. 
C-. 

,"-b) Se tiene que el demandante MJNUEL LUIS BALLESTEROS -

BERNIER es propietario de dos (2) lotes de terreno ubicados en el peri­

metro urbano de la ciudad de Riohacha e identificados asf: 

"Un lote de terreno con una superficie de SIETE MIL SEIS­
CIENTOS OCHENTA METROS CUA!!RíJI 'DOS , (7;680 mts 2) ubicado en la rf!9iÓn 
de POTRERITO, Municipio de Riohacha,Guajira, dentro de los siguientes -
linderos : Norte, en extensión de TRES CIENTOS CATORCE METROS CON SESEN­
TA CENTIMETROS, (314. 60 mts) con predios de RUBEN PINSON , ALVARO BA­
DILLO; Sur, en extensión de TRESCIENTOS) ATORCE METROS CON TREINTA 
CENTIMETROS, (314; 30 mts) con predio de MANUEL LUIS BALLESTEROS BERNIER 
y predio del INSTITUTO DE CR6DITO TERRITORIAL, calle trece (13) en r.edio; 
Este, en extensión ·de veinte metros ·con ochenta centímetros, (20.BOmts) 
con predio de MOISES CURVELO RD'.·lERO, carrera 16 ::·� en medio y oeste, en. 

·extensión de VEINTIOCHO METROS(28mts), con predio· d� DENIS CHASSAI6NE DE.'
BALLESTEROS BERNIER...y_o_tr.o_]ote.. con una superficie i:.i� MIL QUHaENTOS VEIN-

t 
,, 

;. 
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CUATRO METROS CUACRADOS , ( l.524mts2· ), dentro de los siguientes linde­
ros: Norte, calle: trece (13) en medio y predio de MANUEL LUIS B A.LLESTE­
ROS BERNIER; con extensión de SETENTA Y SIETE METROS CON NUEVE ·CENTIME­
TROS, ( 77 .09mts ); Sur, en longitud de OCHENTA Y UN METROS CON VEINTIO­
CHO CENTIMETROS, ( 81.28mts) y predio de NICOLAS LUBO; Este, en longi -
tud de QUINCE METROS CONJ O:NCUENTA Y CUATRO CENTIMETROS, ( 15. 54 mts ) 
con predios del INSTITUTO DE CREDITO TERRI1JORIAL y 8este, en longitud 
de VEINTITRES METROS CON CINCUENTA Y UN CENTIMETRO (23.51mts} y predio.
de DENIS CHASSAIGNE DE BALLESTEROS .BERNIER". · 

Propiedad que se encuentra demostrada en el proceso·por -

medio de escritura pública 1 ·51 de fecha febrero 6 de ·1981 corrida en la 

Notaria Unica de Riohacha debidamente r_egistrada el día 10 del mismo mes 

yaño bajo matrícula inmobiliaria 5 210�000-4307 • 
. . 

-��_?­
\ 

... , .. � . 
c) Está probado�..'.'.)tro del _proceso que el demandante MMUEiL

LUIS BALLESTEROS BERNIER, �róy�tó levantar una urbanizaciqn de 20 casas 

sobre el lote a que nos he�o;.referido en el punto b} habiéndole dado co-
. �, 

mienzo a ellas tal comó.Jo1 manifiestan en sus declaraciones los doctores 

ARMANDO PUGLIESSE GCJ,1EZ y LUIS GUILLERMO Ga-lEZ quienes en algunos de sus -
¡· ·--. 

apartes de sus dec!larJciones dicen: 
I 

. \ ---­
.... .  ) ·--

',,.A!ÍJ.1ANDO PUGLIESSE GCMEZ: 11 En la urbanización Yashirain,
1 os planos fuehon.-. !! 1 aborados por nosotros. - Pero a 1 momento de hacer -
los cimientos de las casas fué invadido .- Los planos se elaboraron al -
doctor Manuel L. Ballesteros Bernier .- Preguntando.- Diga si Ud. tiene 
conocimiento que el doctor Manuel L. Ballesteros B. - estuviera diligen­
ciando un préstamo en la Oficina Regional de Corpavi para la construcción 
de las viviendas cuyos planos se encuentran en el expediente. - Contestó­
Sf es más vino un delegado de Barranquilla de las oficinas de Corpavi a 
ver el lote.- Preguntando.- Diga que suma de dinero fúécancelada a Ud. -
como honorarios ·por el contrato de elaboración de planos y levantamientos
de que se ha venido hablando por ·parte del Dr. Manuel L. Ballesteros.­
como no se llegó a un arreglo total se me cancelo $250.000.oo pesos a­
proximadamente.· 

LUIS GUILLERMO GOMEZ BORREGO : 11 El levantamiento topográ­
fico no lo elaboramos nosotros pero el plano arquitectónico para la urba­
nización fué elaborado por Gómez y Pugliese a petición-del doctor Manuel 
L. Ballesteros.-. La construcción se iba hacer en los terrenos ubicados en
la calle 13 con carrera 18 frente a la Urbanización Coquivacoa.- Pregun­
tando.- Diga si Ud. tiene conocimiento que el doctor Ballesteros hubiere 
estado tra�itando un.prestamo con-la oficina Regional de Corpavi_para la 

Q 
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construcción que debía realizarce en el lote antes mencionado·;.- Contes­
tó.- Efectivamente. elaboramos los planos con su respectivo presupuesto­
para darle tramite por intenndio oe la-Corporación de Ahorro y Vivienda 
Corpavi, para·que financiara el total de la construcción .- Prestamo que
no se realizó por inconveniente de invasión en parte del lote. - Quiero 
anotar también que del total de las casas- 6mez y Pugliese financió tres
.(3) casas de•dicha urbanización de las cuales -se ve·ndieron dos· casas y 
una actualmente está en obra negra, o sea que se comenzó el plano y se
paralizó por el inconveniente anotado anteriormente,-" 

Así mismo en el proceso reposan los planos arquitectóni­

cos debidamente aprobados por la personería del_egada de Ejidos y Vivien­

das del Municipio de Riohacha ( fo_lici 12 ). -

·,
•._ .. 

� .. - ,-

d) También está dernÓstrado en el expediente que el lote
. -, 

de terreno .a que nos hemos ver{;do
_.
�efiriendo y que se ha individualizado 

'--·· 

fué invadido por un gran �úm'e;ro de personas el día 28 de Marzo de 1.981, 
. .  

'(lo que se desprende de la-.guerella policíva que fu�= instaurada por el -
( ). 

doctor MANUEL LUIS BALLESTEROS BERNIER ante el Despacho de la Alcaldía 

Mayor de Riohacha(1-,dia 31 de Marzo de 1.981, cuya copia fué anexada a

la demanda ( fo.lió-2Í y .22 ) ; querella que ·el Despacho de la Alcaldía -
\...-, 

no tramitó en'debida fonna tal como se pudo comprobar· en la Inspección 
. '-,_) 

Judicial que practicó esta Corporación en el Despacho del señor Alcalde 

Mayor, el día 24 de Mayo de 1983, donde se encontr� realmente la querella 

instaurada y la única actuación por parte de la Al-caldia Mayor como fué 

comisionar a los señores EDUARDOZPMBRANO PINTO e IGNACIO VANEGASJ IJANDARET, 

cadenero e Inspector de Obras del Municipio de Riohacha, para que compro­

baran la ocupación de hechos a los terrenos descritos en la querella y cuya 

protección se solicitaba, habiendo contestado dichos señores: "hemos cons­

tatado que dichos lotes se encuentran invadidos por personas d·esconocidas" 

actuación que dentro de la Inspección Judicial se trajo al expediente en 

xeroscopias auténticadas (folios 96 a 100 ), no encontrándose ninguna otra 

actividad dentro de esta querella por parte de la Alcaldía Mayor de Rioha-
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cha.- El día 27 de Mayo de 1983, ésta Corporación en asocio de peritos 

practicó Inspección Judicial á los terrenos de propiedad del demandante 

y pudo comprobar que se encuentran invadidos u ocupados por medio de cons­

trucciones de un_ gran número de viviendas., los peritos rindieron su dic­

tamen pericial ( folios 104 a 106 J y detenninaron Íos perjuicios econó-

_micos en la suma de$ OCHO MILLONES .SEISCIENTOS SESE!ff .P..Y SIETE MIL SETE 

CIENTOS OCHENTA Y SIETE PESOS CONJHj[JAAENTA Y _OCHO CENTAVOS ($8667_. 787 .48), 

de dicho.dictamen se ordenó correr· traslado a las partes por el término 

de tres días y no fué objetado. 

\-··:,:.... 

El señor Agente del Ministerio Público conceptuó: 
' 

/ '-. 

�-) 
u Está plenamente demostrado en los autos que el Dr. MA-

NUEL LUIS BALLESTEROS BERNIER, es dueño de un predio urbano ubicado en 
esta ciudad, en la región-denominada "Potrerito", cuya propiedad adqui­
rió mediante escritura públ½ca debidamente registrada, del señor Antonio 
Ramón Avila Vidal, en extensión determinada. Por·convenio con el Insti­
tuto de Crédito Territorial, se funsionó el citado lote con otro de pro­
piedad del· Instituto. lo que vino a constituir, otro de mayor extensión 
y que se destinarf_a a! la construcción de vivienda. 

( ' --

. ,,_EJ predio fué ocupado por particulare!j cuando ya se ha­
bían iniciad_o ·1as ·acciones pertinentes para entrar en desarrollo de la 
actividad constructora. En este estado el Instituto.desistió de lo con­
venido y_ las_ gestiones prestatarias adelantadas quedaron sin efecto. 

11 Ante el hecho violento de la ocupación por particulares, 
el Dr. Ballesteros Bernier, optó por pedir de las autorirlades del Munici­
pio, la justa y adecuada protección a que tiene derecho, y que la autori­
dad está en la oól_igación de proporcionarle. ( folios 21 y 22 ) del expe­
diente.-

" Hay constancia de que la- querella policiva fué recibida 
por la Alcaldía Municipal de Riohacha en marzo 31 de 1981, la que apare­
ce sin diligenciamiento alguno.-

" No podemos desconocer el alcance social que el folio 23 
está planteando. Se trata de invasores sin.tierra que 1� necesitan para 
construir, lo que para ello· es lo mas apremiante: su vivienda. 

. "EÍ material aportado a los auto$ , nos está indicando de 
manera fehaciente, que el Dr. Ballesteros Bernier, en u� de la libre ini­
ciativa a que puede destinarse la propiedad privada, es libre de dar a es-

� - . \. :. 
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ta finalidad que le provoque, "no s.iendo contra la ley o contra dere­
cho ajeno". Se hizo bien en acudir a la autoridad competente para exi­
gir el amparo de su propiedad que le garantiza el art1culo 16 de la -
Constitución Nacional. 

" No podemos n_egar que fJ.ay en autos actividades •desarro­
lladas a conseguir por los medios pacíficos el desalojo de los terrenos 
ocupados; pero estas gestiones resultaron inócuas ante la actividad per­
sistente úe los invasores. Tamóieén nos encontramos con declaraciones 
de testigos presenciales, entre ellos, la del padre del querellante, -­
quien nos dice de la acción de la pblicía-para desalojar a los ocupantes, 
que lo fueron, pero que al día siguiente ya estaban de nuevo posesiona­
dos de los terrenos. 

"No hay duda de que las razones aducidas por el Dr.BALLES­
TEROS, a través de su apoderado, tienen suficiente respaldo en los autos 
por lo que deben ac_ogerse las peticiones de la demanda.-

" Es nuestro concepto".-

En estas circunsta�{á_s, y a través del análisis que se ha 
' ; -. 

hecho al informativo tenemos, que la-'Alcaldía Mayor de Riohacha, no pres­
'--·., 

tó la protección que le solicitó el doctor MANUEL LUIS BALLESTEROS BERNIER 
< . ...-

por medio de querella polJciva,estimatlo que con esta omisión por parte de, 
( ) 

las autoridades r.iunicipales·.-de Riohacha, se violó el art. 16 de la C.N.,

ya que esta norma nos,indica que las autoridades de la República deben -
( ' . . . proteger entre otras--cosas los bienes de las personas residentes en Colom-

C--. 
bia, lo que no --se púede decir que hizo, sino por. el contrario no realizó 

. ...... ' . 

ninguna activida"d°' tendiente a proteger los bienes del _doctor BALLESTEROS 

BERNIER que en esos momentos y a través del proceso demostró f�eron ocupa-

dos en forma violenta, por eso se ha venido sosteniendo por nuestros rn§­

ximos organismos jurisdiccionales que cuando el Estado Colombiano falla en 

la prestación-de sus servicios es procedente condenarlo a indemnizar los da­

ños causados con esa actividad,_ - En el caso sub-judice, está demostrado que 

el doctor Ballesteros Bernier propietario de unos lotes de terrenos en el 

perímetro urbano de Riohacha, fué despojado de ellos en forma viole11ta, so­

licitó la protección de las autoridades Muni·cipales de Riohacha, las cuales 

omitieron prestarle la debida protección, que por dicha ocupación y por la 

no prestación del servicio por parte de dichas autoridades sufrió•perjuicios 

- -·· ...
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en su patrimonio takorno lo afirman los _peritos en su dictamen, por lo. 
que es del caso declarar al Municjpio de Riohacha Responsable de los per­

juicios sufridos por el doctor MANUEL LUIS BALLESTEROS BERNIER, corno con­

secuencia de la invasión que sufrió en los lot�s de terreno de_su propie­

dad el día 28 de Marzo de 1981, propiedad acreditada en la Escritura Pú­

blica No. 61 de febrero 6 de 1981 y que corno consecuencia de dicha res­

ponsabilidad el Municipio de R1ohacha debe. indemnizar dichos perjuicios."

blico.

II. No hubo al_egato de ·1as partes ni del Ministerio Pú-

\Í ·-

;(_ 1 

III. 

." \ 
CONSIDERAC-iONES·. DE . LA SALA

\..,_,I
, ' 

a) Dis�né
) 
la ley 57 de 1905, ord. 15:

,,-, ... 
1 t 

\ / 
.-"Cu'añdo alguna finca ha sido ocupada de hecho sin que medie 
1,, .. -. 

contrato de arren�amfento nm consentirni ento del arrendador, el Jefe de Poli cía
ante quien se presente la queja se trasladará al lugar en que esté situada la 
finca dentro de las cuarenta y ocho horas después de la presentación. del escri-. . 
to de ·queja; y si los ocupantes no exhiben el contrato de arrendamiento, o se
ocultan, procederá a verificar el. lanzamiento sin dar lugar a recurso alguno
ni a diligencia que pueda demorar 1 a desocupación de la fi nea. 11 

ley anterior:

b) Dispone el Decreto 515 de 1923, primer reglamento de la -

"Art. lo. Jodo.aquel a quien se le hubiere privado d� hecho, 
esto es, sin que haya mediado en ninguna fonna su consentimiento o interveni­
do mandato de autoridad competente, de la posesión o �e la mera tenencia de u­
na finca, podrá pedir por sí o por medio de apoderado, debidamente constituido

Q 
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ante el respectivo Jefe de Plicia, la protección consagrada en el art. 15 
de la ley 57 de 1905 

Art. 2o. En el memorial correspondiente, que debe ser 
presentado personalmente ante el Jefe de Policia y su secretario, con la -
prueba siquiera sumaria del título legal que acredite su derecho se harán 
constar expresamente por el peticionario: 

I. La designación'del funcionario a quien se dirige;
II. El nombre del querellante, expresando si lo hace­

por sí o a nombre de otro, y su naturaleza y vecindad; 
.,.. 

III. La persona o personas contra quienes dirige la a­
cción y su naturaleza y vecindad, si fueren conocidas; 

IV. La finca que ha sido ocupada de hecho y su ubicación,
especificándola por sus linderos y demás señales·, de suerte que su demarcación 

• '-, I . . 
sea claramente reconocible entre las -._coljndantes; 

V. La fecha o épo�� desde la cual fue privado de la pose­
sión o tenencia de la finca, y lá fe�ha, siquiera aproximada, en que tuvo lu­
gar el último acto de violencia,6·--et que cesó la clandestinidad, según se -
trate e una u otra ocupaci ón-;,.Y ·, 

VI. La·:rel�ción de los hechos que explican la queja y los
títulos en que se apoya. U 

Art. 3o, En el caso .de .que el memorial no esté ceñido. a._ 
las fonnalidades indi�as, el Jefe de Policia lo devolverá inmedia-tftamente 
al querellante - con--1a� debidas explicaciones - para que lo corrija o adi-

... _ .. ---._ 

ci one. 
·---�)Att. 4o. Cumplidas dichas fonnalidades , el funcionario

de policia dictará inrnediantamente la orden de lanzamiento contra los ocupantes 
y lo.hará saber en seguida a éstos personalmente D por medio de avisos fijados 
en la finca de que se trata, si aquéllos se ocultaren o no fueren encontrados. 
En dichos avisos; que deben firmarse por el Jefe de Policia y su Secretario, 
se expresarán el día y la hora señalados para efectuar el lanzamiento, que -
será dentro de ·1as cuarenta y. ocho horas siguientes a la de la admisión del 
escrito de queja. De todas las diligencias que se practiquen s este respec­
to , se dejará especialmente constancia en el expediente. 

Parágrafo. Para el cómputo de horas se tendrá en cuenta 
lo p"revenido en los artículos 60. y 62 del Código Político Municip�l. 

Art. 5o. Las providencias del funcionario de Policia, en 
las actuaciones de lanzamiento, son apelables dentro de las cuarenta y ocho 
horas siguientes a su notificación, para ante el inmediato,·superior, o en el 
efecto de vol uti vo, si se trata de 1 a persona contra qui en se di rij e- 1 a acción 

Q 
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y en ambos efectos, si el qué apela fuere querell añte .o actor. 
Art. 60. El funcionario de policfa ante quien debe pre­

sentarse la demanda de lanzamiento debe ser el Alcalde del-Municipio en que 
estuviere ubicada toda -1 a finca invadida o usurpada; si la fi nea perteneci e­
re a dos o· ·más Municipios, y la acción de lanzamiento se ejerciere sobre 
una porción de la fi nea ubicada en uno sol o, conocerá el Al cal de de ese Mu­
ni ci pi o; y si la acción se ejercitare.sobr:e toda la finca, conocerán enton­
ces los alcaldes de la ubicación, con 'jurisdicción pr�ventiva. 

Art. 7o. Llegado el momento de practicar el lanzamiento, 
el Jefe de la Policía_ se trasladará al lugar ·en que aquél debe verificarse, 
acompañado de su Secretario, pudiendo también concurrir las personas inte­
resadas y dos testigos, si se juzgare conveniente; unavez allí, el Jefe -
de Policía llamará a Ja puerta de la casa o heredad y hará saber a la per­
sona o personas que allí se encuentre�:·•t¡úién es y el objeto que lleva. Si 
dentro de diez minutos no le contest;�eñ o no le permitieren la entrada, ha­
rá una nueva intimación y previnié';;-¡¡oles de la responsabilidad en que incu­
rren por su denegáció�; y si paJaren diez minutos més sin franquearse la en­
trada, procederá al Íanzamien�-val-iéndose de la fuerza, si fuere necesario. 

,,.✓ 
• 

Art. Bo, Si la casa estuviere cerrada y nadie contestare 
al llamamiento, pasados d�)minutos se procederá a la apertura y lanzamien­
to. Cuando se· trate de un campo inhabitado, el Jefe de Policía, al llegar -· 
a cual qui era· de sus(li n\d.eros,. hará en al ta voz el 11 amami ente preve ni do, y
pasados diez minutos procederá a entregar la finca al querellante, 

,· 

·----�rt. 9o. En los casos en que en la finca no se encontra-
re persona, se hará· un inventario de las cosas que allí hubiere, suscrito por 
el Jefe de ·Policía y ·su Secretario, y se dejarán bajo el cuidado de un depo-· 
sitario que designará el Jefe de Policia. 

. . 

Art. 10. Los 1 anzami en tos deberán practicarse después 
c1f' la seis de la mañana y antes de la seis de la tarde, y toda su tramitación
d b 
c�n�nr por escrito y en papel sellado. La diligencia de lanzamiento se .: 
extenderá en una acta que firmarán el Jefe de Policía, el Secretario y los 
interesados y testigos que hayan concurrido, 

Art, 11. Si antes de practicarse el lanzamiento, el ocu­
pante de la finca o heredad exhibiere titulo o prueba que justifique legal 
o satisfactoriamente la ocupación, el Jefe de Policía suspenderá las dili­
gencias de ·1 anzami ento, quedando en libertad los interesados para acudir
al poder judicial.

Art. 12. Tratándose de ejercitar la �cción de lanza-­
miento no hay necesidad de fijar cuantía para fijar la jurisdicción, 

113 



- 10 -

art. 13. La acción administrativa sumaria de lanzamiento 

prescribe en el término de seis meses, contados desde el ültimo acto de vio­

lencia o desde que haya cesado la -clandestinidad. 

Dispone el Decreto .992 de 1930, último reglamento del 

·art. 15 de la ley 57 de 1905:

"Art. lo. Toda persona a quien se le hubiere privado de 
hecho de la tenencia material de una finca, sin que· haya mediado su consen­
timiento expreso o tácito u orden de autoridad competente, podrá pedir por 
sí o por medio de apoderado debidame"-t� constituido a� respectivo Alcalde 
Municipal la protección consagrada en .. el articulo 15 de la ley 57 de 1905. 

Art. -20. En ll._mem�rial � que se refiere el art. lo. -
de· este Decreto, que debe ser presentado personalmente a:nte el Alcalde y 
su Secretario, se hará consta�o siguiente: 

lo. EJ .. ���re del funcionari.o � quien se dirige. 
.- 'e 

2o. [!_�_nombre del querellante, expresando si lo hace
por sí o a nombre de otro, y su estado civil y vecindad. 

,3o>, La persona o personas contra quienes se dirige la -
acción y su estado civil y vecindad, si fueren conocidos.· ·-·· 4o. La finca que ha sido ocupada de ·hecho, su 
y los linderos .Y las demás señales que sirvan para identificarla claramen­
te. 

So. La fecha desde la cua 1 fue p_ri vado de la tenencia 
material, o la fecha en que tuvo conocimiento de ese hecho;y 

60. Los títulos en que se apoya para iniciar la acción
y los hechos en que funda la queja. 

Art. 3o. Al memorial pe�itorio debe acompañar el quere-
11 ante el ti tul o que acredite su derecho y 1 a prueba sumaria de 1 a fecha en 
que fue privado de la tenencia o la fecha en que tuvo conocimiento de la o­
cupación, según el caso, y los demás hechos en que basa su acción. 

Art. 4o. Si el memorial no fuere presentado en conformi­
dad con el artículo 2o. , el alcalde lo devolverá inmediatamente para que el 
interesado lo corrija y adicione. 

Art. So. Si las pruebas presentadas _por el querellante 

o 
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no demostraren en fonna legal los hechos en que funda su petición, el 

funcionario se abstendrá de ordenar el lanzamiento. 

"art. 15. La acción administrativa sumaria de lanza-
miento prescribe a los treinta días, co�tados desde el primer acto de o-

cupación o desde el día en qué tuvo conocimiento del hecho el querellante, 
según el caso." 

d) El demandante Manu,el Luis Ba 11 esteros Berni er ,_ en

memorial dirigido a la Alcaldesa de Riohacha, presentado el 31 de marzo de 

1981, después de enumerar los títulos de propiedad, dice: 

número de personas, 

dio antes descrito, 

. ··�-,/ 

1! El día sabado 28 de marzo del año en curso, un gran 
<,/ 

aproximadamente cien, irrumpieron violentamente al pre-
( ) - --

rompieron los alambres que servían _ de alinderamiento, 

partieron los puntales., y se han posesionado del_ inmueble, sin tener titulo 
. ( :

que 1 os ac:redi te. c_�ino-propi etarios o µ:x.:;e:s:lores, despojándome de 1 a mayor

cantidad de terreno que constituía el inmueble. 
"· 

Durante el tiemp_o que he venido poseyendo, lo mismo que 

los antiguos propietarios, el aludido terreno nadie ha tratado de disputar­

me el derecho a poseerlo por los linderos_ generales antes descritos, por lo 

que los procedimientos empleadJs por los invasores son plenamente injustos 

e 1legales además que violentos por lo cual la autoridad de policía debe res­

tablecer las cosas a su·estado anterior. 

Basado en estos hechos, pido muy comedidamente a la seño­

ra ALCALDESA, se sirva acoger esta querella, y ordenar que con interven 

ción de peritos, se practique sobre el lote terreno a que se refiere el he­

cho primero una diligencia de inspección judicial, con el fin de establecer 
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los suguientes hechos: 

A) Si dentro del globo de terreno mencionado y cúyos lin­
deros aparecen en las escrituras que adjunto, se han venido produciendo ocup_! 
cienes de hecho por parte de.personas extrañas, a1.verdadero propietario del 
inmueble, en caso afinnativo, que_los ocupantes demuestren mediante prueba -
documental las razones que los asisten para éllo. 

B) Si la faja o zona de terreno ocupada por los perturba­
dores, fonna parte de mi fundo, habida consideración de los linderos reseña­
dos en los respectivos títulos inscritosque adjunto. 

Una vez practicada la· diligencia de inspección judicial, 
ruego a usted se sirva decretar el STATU_QU0 provisional y dispondrá que -
esta querella se corra en traslado a lo� demandados. Si estos se oponen, pi­
do que se abra a pruebas por el té,nñin� .,legal. Vencido dicho término, y esti­
madas que sean las pruebas de mi �es�rte, demando de usted la expedición de -
la Resolución correspondiente, po/ñí'edio de la cual se fija el STATU QU0 de-

1 .... 

finitivo, donde se contenga lá-�ntimación al demandado para que desocupe los 
terren�s ocupados y se ebstengan,de pro�eguir adelantando obras nuevas sin -
penni so del verdadero propi

1

.etirio del inmueble, todo bajo prevención de multa, 
convertible en arrest�!--�.

n la,proporci�n que usted se servirá fijar. 11 

' . 
'•. ; 

C1ta eifflemorialista el art. 984 del e.e. , ley 57 de 1905, 

art. 15, de la ley 200 de 1936, los Cód1gos Nacional y Departamental de Policía 

e) Como f�cilmente se observa, mientras la ley indica que lo

que debe pedirse en la querella policíva es el lanzamiento de los invasores­

dentro de las (48 horas ss) previa visita al inmueble ocupado, la demanda trans­

crita pide 1\nspección judicial con peritos, para que luego se fije el STATU 

QU0 provisional" sin especificar si el "post bellun" y para que a continua­

ción, si se oponen los ocupantes,· se abra el proceso a pruebas y se expida, 

entonces, Resolución que determine el " STA'J"U QU0, definitivo II sin que se es­

pecifique cual. 

f) No-hay, pues, concordaancia entre lo pedido y lo autori-

Q 
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zado a pedir por la íey.57 de 1905 y sus decretos reglamentarios. r' 
I .  

g) Obra en autos la prueba de que del 20 de marzo de 1981

al 3 de abril de.1 mismo año, estuvo encargada de la Alcaldía �:ayor de Rioha­

cha, la señorita RH'.EDIOS MARIA GOMEZ. PUGLIESE ( folio 85 ). 

h), La alcaldesa, según inspección judicial practicada por 

el a-auo ( fo1 io 96 ) , en la misma fecha _de. la querella, dicta auto comisionan­

do a los señores Eduardo Sambrano Pinto·e Ignacio Vanegas Dandare, Cadenero e· 

Inspector de obras del Municipio, respecti; amente, para que el día lo. de a­

bril siguiente practicaran diligencia de visita a los terrenos objeco de la 

querella y comprobaran si estaban·o�upados o no.

Y agrega el auto (folio 99 ): 

"Si los sef\ores comisionados en esta diligencia comproba­

ren que ha habido o' ex·i ste ocu,·,aci ón de hechos de personas ex trañas en los 

terrenos descritos solicitarán s� sirvan acreditar su propiedad mediante los 

documentos respectivos y se servirán rendir un detallado informe escrito a es­

ta Alcaldía-:en el término de 24 horas." 

Es decir, la Alcaldesa ni accedió a las peticiones del -

memo�ialista ni a lo que le indicaba la ley 57 de 1905. 

i) Los comisionados, el lo. de abril, ofician a 1a,Alcal­

desa, 1acónicmente: "hemos constatado que die :os lotes se encuentran fovadi­

dos po?" personas dese nacidas" ( foiios 96 y 100 ). 

J) Acredita la inspección judicial (folio 96) GUe no

•. ✓ 
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que no hay más actuación en el expediente. 

Es de�ir, el querellante con·sideró innecesario o inconve­

niente a· sus pro pi os intereses, impugnar 1 a decis i_ón de 1 a Alcaldes a, reque­

rir la protección legal, 

Era, posiblemente, más fácil y lucrativo, iniciareJuiciÓ

contra el Municipio.;.._ 

k) Y es así.como aparecen los estudios y planos elborados

por "GOMEZ Y PUGLIESE LTDA. 11 , sobre l,i'°urbanizacióri "YASHIRAIN" que se pro-
'- \ 

yec:;taba levantar en los lotes invádid
0

os ( folios 24 y ss. ) sin fecha, unos, 
'. _ _,/ 

y otros con fecha de 11 de marzo �e 1981, diesisiete días antes de la invasión; 
( . 

una licencia de construcción�-·para dos casas, sin fecha (folio 29 ) ; una carta 
( \ (folio 57) del demandante•a-CORPAVI, de 11 de marzo de 1981, sobre el proyec-

to de urbanización y la solicitud de crédito para tales fines; carta de la -
. I \ 

. .

DIRECTORA de CORPAVI ·a la Regional de Ri ohacha, remitiéndole 1 a documentación 

pertinente, con fecha ·( fechas · procesalmente no comprobadas ) 

-16 de marzo de 1981; certificados de la Oficina de Registro de Instrumentos -

Públicos de Riohacha (folios 90 y 91 ) en que aparece la venta de tres lotes

de la referida urbanización del demandante a la Sociedad"GOMEZ Y PUGLIESE LTDA"

Declaran "ARMANDO PUGLIESE GOMEZ ( 94), quién dice haber 

sido contratado por el demandante para el levantamiento de los p1anos de la 

Urbanización y que recibió por tal concepto la suma de $250.000·;;al parecer 

es soda de "GOMEZ PUGLIESE LTDA", GUILLERMO GOMEZ BORREGO (94v), socio de la 

misma sociedad de arquitectos quiéñ avala los trabajos sobre la Urbanización 
. . . 

y las gestiones de crédito ante CORPAVI; MIGUEL P.UGLIESE SANCHEZ (folio 109) 

quién declara en similares terminas a los anteriores. 

118 

r •·



.... .  
.,. .1-5 -

1) Como puede verse, es este un proceso en ·que los im­

portantísimos planes de Urbanización s� acuerdan días antes de la ocupación, 

la querella policíva se formula mal, la Alcaldesa Gómez Pugliese nb actúa­

como debe actuar, .el demandante no re�aba decisi6n alguna, se fnicia el pro­

ceso y el Municipio demandado no desig'na apoderado, no se defiendé, el Tri­

bunal accede a las súplicas de la demanda y el Municipio no apela. 

m) Es un proceso cur•ioso: la Alcaldesa GOMEZ PUGLIESE -

con su actuación da lugar al juicio, quienes aparecen como testigos defini-
·-

ti vos, autores de los planos de la Ur:_bánización, compradores de los lotes

al demandante, son GOMEZ PUGLIESE si_�--
que se sepa en el exp�diente si hay pa­

rentesco entre ellos o si la idéntidad de apellidos es mera coincidencia. 
" ---

(:_ -.. 
n) El ,a-:..qu;,sin estudio de ninguna clase, acoge afinna-

t, ..,,.J
ciones y pretensiones del demandante; da por suficiente el dictamén de unos 

peritos que se ¡mcar:gan._ imaginariamente de urbanizar los terrenos que no pu-
1 

. 

do urbanizar el d:�andante, de construir y vender, -de liquidar utilidades y, 

en fin, de reconocer como daño emergente el valor de los terrenoSj)ero los -

deja en poder del demandante como propietario·. Es, francamente censurable 

la conducta del fallador. 

,)/ 
ñ) Lo cierto es que la falla de la �dministración no se 

comprobó: la demandada no hizo petición correcta de lanzamiento sino de aper­

tura de un proceso y no hubo un solo recurso contra la decisión de la Alcal­

desa, no se agotan los medios legales para que la Administración·actuara y 

es bjen sabido que en estos casos de amparo policivo no se procede de of�-

cio. 

., 

,.-

Yerran quienes creen que basta una ambigua solicitud a la 

Q 
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Admi nis tra·ci ón, seguí da de i nexpl i cable pasividad para comprometer la res­

ponsabilidad del Estado, 

O) Hay tantas cosas dudosas en este expediente que se

ordenará enviar copia de esta sentencia a la Procuraduría General de la Na­

ción, �ara las investigacio�es que considere pertinente--s,. en relación con· 
, 

la actuación administrativa. 

Por lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Conten­

cioso Administrativo, Sección tercera, admini�rando justicia en nombre'de la 

República de Colombia y por autoridad de la ley. 

consultada, 

F A L L A: 
f 

' 
' 

/ ' 

PRIMERO: "REVOCASE, en todas sus partes , la sentencia -

e)·· 
_,,-... 

SEGliNDO: DENIEGANSE todas las súplicas de la demanda ini-

cial del litigio.·•.� 

TERCERO: ENVIESE copia auténtica de esta sentencia al -

Señor Procurador General de la Nación. 

CUARTO: DEVUELVPSE el expediente al tribunal de ·origen. 

COPIESE, NOTIFIQUES E, PUBLIQUES E Y CUMPLAS E. 

Esta·�rovidencia fué aprobada p�r la Sala en su Sesión 

· celebrada el día nueve de agosto de mil novecientos ochenta y cuatro.

--� -·. . 
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ANEXO 2 
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SOBRE RESOLUC.ION DE LANZAMIENTO 

ALCALDIA MUNICIPAL.- Barranquilla, ocho de Abril de mil nove­
cientos setenta y cinco. 

El senor MARCELIANO E'ION CANTILLO con e.e. #Blb.612 de Barran­
quilla. como representante lega:¡. de la seflora RITA.ALZAMORA 
VDA •. DE MANCINJ:, con fecha primero del pi,esente ha enviado pe-· 
ticioo a este Despacho para que, previo el tr�mite correspon­
diente se decrete lanzamiento por ocupacicSn de hecho contra nu­
merosas personas_ que han invadido un terreno de propiedad de su 
mandante, el cual se encuentra situado en el per'ímetro urbano 
de esta ciudad. 

Ya la Alcaldía MuniC::ipal ·en providencia de Noviembre 18/74 había 
decretado la desocupación de este inmueble, diligencia que fue 
llevada a cabo a su debido tiempo •. Pero como se ha vuelto ·a re­
petir "el hecho de la invasión es el caso de que este Despacho 
tome las medidas tendientes a garantizar el derecho a la propie­
dad privada. 

El terreno en mención está ubicado en la calle 17 entre las ca­
rreras Ba-15, dividido en tres lotes cuyas medidas y linderos· 
son los siguientes: 

Lote #l.- Por el norte, en una extensión de ciento cuarenta y 
tres mts. (143) con predio de Carlos Alberto Osorio y en una ex­
tensión de doscientos siete metros (207) con predio de Sucesores 
de Generoso Mancini7 por el sur en una extensión de quinientos 
sesenta y nueve.mts. cinco-ctms. (569.05) con predio de Suceso.. 

1 res de Generoso Mancini: por el·Este en una exterisíon. de cuatro­
cientos cincuenta y cinco mts. treinta ctms. (455.30) manga del 
Acueducto en medio con predio de Sucesores de Generoso Mancini y. 
de Sucesores de A. Rehbein Peraltar por el oeste, en una exten­
sión .de ·trescientos trece mts. cincuenta scmts. (313.50) carre­
tera Oriental en medio con predios de Lans·a, Inversiones Obregón 
y Empresas Públicas Municipales. 

Lote No.2-- Por el Norte, ciento treinta y un mts. (131) carre­
ra quince (15) en medio, con terreno de la Cía. Urbana. Mercan­
til, Agrícola e IndÜstrial S.A.7 por el sur, doscientos siete me­
tros (207) con lote que perteneció proindiviso a Carlós Alberto 
Osorio y Geneooso Mancini. hoy de los sucesores de Generoso Man­
cini1 por el este, ciento siete mts. (107) con terreno que fuá 
de Alfredo Rehbein Peralta, Valmi:o L. Donado y David Ferrero¡hoy 
de sucesores de Generoso Manc:Í.ni7 y por el oeste. noventa mts. 
con noventa ctms. (90.90) linda con lote de Carlos Alberto Oso-· 
rio. Este inmueble fue adquirido por don Generoso Mancini ¡;or 
compra .hecha a David Ferrero y Alfredo Rehbein Peralta. 

Lote No. J._ Por el norte, aproximadamente, novecientos cincuen­
ta y cuatro (954) con predio de la cía. Urbana Mercantil, Agríco 
la e Industrial 1 por el sur, aproxi.madamen te. su mayor lado, 

-

ochocientos veintidos (822.) mts. con predio del Depto. y de la
Cia.Urbana, Mercantil. Agrícola o Industrial, por el pequeno·_la- ·. 
do Sur doscientos diez y seis (216) mts. con predio del Municipio 
de B/quillar por el oeste. doscientos noventa y cinco (295) mts. 
con predio de la Cía. "Lansa• y de la Cía. de Urbanización La cos_ 

... : 

�. 

', ; 

. l 
"•I 
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vienen •••••• 
.1s::.1:;:-.,·�t"1;2 9:/'�/':-_'):: 19.::!: .ca

tel'ia S,A. r por el Este, en su menor lado� se�µ- y _clnf=,O.,�.t:óa 
cincuenta ctms. (7 5. 50) con predio de la Cia .• Agr!coia� .. _Me�rcantil 
e :Industrialr y por el mayor lado Este. doscientos cuái:enta mts. 
(240) con predio de la Estación de Bombas del ·Acueduci;:o Municipal
da B/quilla. 

El peticionario :¡;ara sustentar su· petitum. acompafta a la demanda 
los documentos siguientes, 
a) Escritura �3.661 de la Notaría Cuarta del Cir�ito de B/quilla

de Protocolización del Juicio de Sucesión del Sr. Generoso 
Mancini, fechada Dié.28/61 0 con sus respectivos Certificados
de tradición.

b) Declaraciones extrajuicio rendidas por los sefiores SALOMON RA­
M GUT:IERREZ y N:ICCLAS BARR:IOS LASCANO ante el Juzgado So. Ci­
vil Municipal, donde los deponentes afirman el hecho de la ocu­

pación y que la mísma ocw:rió dentro de los 30 días ordenados por-­
las normas vigentes. 

c) Petición de protección del terreno invadido presentada por el
seftor Marceliano Pion· cantillo, CO!IIO representanta de la pro­

pietaria seflora Rita Alzamora vda. de �cini. 

Con los anteriores documentos� han cumplido los requisitos exi­
gidos especialmente por la ley 57 de l.905 y Decreto 992 de 1930 
por lo cual la Al

,caldía debe acceder a la petición formulada. ·

Por las anteriores consideraciones la Alcnldía de B/quilla adminis--. 
trando justicia en nOlllbre de la·Rep. de Colanbia y por autoridad· 

d3 la ley, 

RES U EL V Ea 

PR:IMERO-- Decretar el lanzamiento de las personas que han invadi­
do el terreno i>dentificado en la parte motiva de esta 

_providencia y que no justifiquen con justo título el hecho da la 
oc:_upaciál. 

SEGUNDO-- Comisionar a la C�saría Primera de Policía� para que. 
previa notificación como lo ordena 

cr.eto 992 de 19300 proceda a desalojar los 
ordena este Despacho en su artículo an 
NOT:IF:IQUESE Y CUMPLASB.-

.. ---=�-= 

. -· ELUS SALES-SALES 
.:.� ·;. ... �icai�.:--�::::-... .-c-·.:; -.e- ·--

-----

En Barranquilla ;-los ¡}(/T2__ dias del mes de ABRIL de mil_ nove-
cien

.
toe setenta y cinco, notifico personalmente la providen.cia

anterior al seftor !-lARCELIANO PION CANTILLO, como apoderado de 
Rita Alzamora vda. de Mancini, quien ente�ado•firma, 
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ANEXO 3 

. SO�R.E DECLARATORIA DE RESPONSABILIDAD 

�DMIN ISTRATIVA. 

-CONSEJO DE �STADO. 

SALA DB LO eON1';,:Nciuso ADMINISTHN!'IYO 

Si>eeruN T.;;HeEHA 

Bogotá, D.B., Mayo treinta y una de mil novecientos setenta y nueve. 

eoNSi!:Jl.mo PIJNBNT!!;: ooeTIJR JORGE V-ALt,;NeIA ARANüO 

�,(.: Expedien�e N�. 2368 

Actort Rita Alzamora vda. de 

Hancini. 

La señora Rita A.lzamora vda. de i.'lancini, mayor y -vecina 

de Barranquilla, demandó, por med_io de apoderado1_ al Mu­

nicipio de ·Barranquilla, en eJerc
:_
i,;io de· la acción inde!!:_ 

nizatoria del articulo 68 del e.e.A. a efecto que se 

hicieran las sigu{entes declaraciones y condenas: 

11i'Rl1'il!:R.A.: (¡_ue el Municip.io de .Barranquilla es r_espo!! 

sable de los perjuicios sufridos y que siga surrie� 

dp la seiiora Rita Alzamora vda. de Mancini, por las 

fallas del servicio p6blico administrativo y de po­

licia, consistentes en haberse negado ln AlcA._l_d.1.a u 

dal'le cumplimiento a su propia resolución de f.'echa 8 

de abril de 1 ■ 975, por 1a cual se decret6 el lanza­

miento de terceros ocupantes de un inmueble de proµi� 

dad de aquella, el cual determino más adelante. La

cuantia de estos perjuicios será la que se liquide en

el curso d·el ¡.,roces o· o en incidente posterior a la -

ejecutoria de la sentencia. 

"S�GUNUA: 4ue el Municipio debe cumplir la resolucióp 
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mencionada--¡-__ dentro del tt\rruino ·· que la, se_ntencia lo se'-

ñale • 

• "TERCC:RA: Que, en consecuenci_a, el Municipio demanda­

do deberá cancelar a la demandante dentro de los cin­

co dias sisuientes al de la ejecutoria de la sentencia 

o la notificación del auto de obe�ecimiento al Supe--
r . .. • .¡ 

rior, sesún :(uere e;J.· ca;.º• •vl. vnJ.or de]. daño emersente 

y e]. J.ucro cesante que se le causó y sisue causándole 

a ésta por la conducta omisiva me_ncionada hasta cua_n­

do �umpla la resolución de que se trata. Y que si el 

Municipio no cumpliere dentro del término que se le -

señale, la orden que la sentenci·a le imparta para eje-,­

cutar la ·resolución mencionada, éiebe pagar a la deman­

dante el valor comercial que e.n el proceso se haya se­

ñalado al terreno objeto de la dicha resolución, en el 

entendido de que la demandante otorgará, en tal caso, 

escritura a favor del Municipio para la transferencia 

a éste del dominio de dicho terreno." 

Como hechos expuso los siguientes: 

"1S2L La demandante es propietaria y ha sido por muchos

años poseedora de los terrenos ubicados en las inrue-­

ciiaciones del _puente sobre el Rio hagdalena 1 conocidos 

con el nombre de "La 1.,uz 11
1 que están situados en la 

calle 17 en�re las carreras 8 y 15 de esta ciudad y 

cuyas lin,lei:-as mas adelante se determinan. 

11 2!2) 2n el mes ele Marza de 1975 dicnas inmuebles fue-

ron objeta de una invasión masiva de colonos, que las 

125 



·, 

- J-

ocuparon en toda·su extensi6n. 

. .  - !.l:."';··••n�_,, 

.... - . �,, -: 

"J!l) Con fundamento. en· l.a l.ey 57 de l.905 y el. De�reto 

992 de 19)0 mi mandante sol.icitó al.a Al.cal.día de Da-

rranquilla con el ll.eno de los requisitos de que tra� 
_,, 

tan estas normas, la desocupación de sus terrenos, 

dentro de los términos leg�les• 

... __ .:. 
11 li!l) Su petici/iri fué acogida�por el Municipio de Ba-

rranquilla cuyo Alcalde ordenó por Resoluci6n de abril 

8 de 1975 el. lanzamiento de las personas que invadie­

ron los terrenos de que se trata que no justifican con 

justo título su ocupaci6n. 

11 512� La misma.Resolución comisionó a la Comisaria Pri--• 

mera de Policía para que "previa notificación como lo 

ordena el art. 6!l. del Decreto 992 de 19)0
1 

proceda a. 

desalojar a los ocupantes" de tales predios. 

11 612) A pesar de los requerimientos del.a demandante,el

Municipio de rlarranquilla se ha negado a hacer efecti­

va la reso�uci6n referida. 

11 712) t:l no cumplimiento por parte del Nunicipio del

servicio público administrativo y policivo de protec­

ción de los bienes de los asociaaos
1 

le ha ocasionado 

graves perjuicios de orden patrimonial a mi mandante, 

por razon de la ocupaci6n_de hecho de sus terrenos.

11 812.) Cuando se produjo la invasi6n que nos ocupa mi 

mandante, tenia convenida en firme la venta de la ma­

yor parte de ellos a las socioda<les "Salcedo Limitada" 

y 11 i::milio Lébolo Jr. '"rquitectura Limitada", faltando 
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para su pin,-f'eccionamiento solo ln f'irma de la corres­

pondiente escritura pública de venta la cual, inclu­

sive;_q�edó lista para ello en la Notaria Primera .de 

Barfanquilla. 

11 912) Naturalmente la oc;upación cui ,_];os predios _de pro-
• ••. ·' • . ; • • . . r 
' � \ � -

. 

piedad de mi mandan1fo "ímpitlí6 la firma de esa escritu-

ra. 

11 1012) Las sociedades "Salcedo Limitada" y "Emilio Lé­

bolo Jr. Arquitectura Limitada" habian obtenido apr� 

bación del Xnstituto de Crédito Territorial para cons 

truir una urbanización en los inmuebies que iban a ad 

quirir. 

11 lll2) La conducta on1isiva del Nunicipio, que dejé ex-

puesta, ha causado y sigue ·causanQO a mi mandante gr!: 

visimos perjuicios por daño emergente y lucro cesante." 

Como disposiciones violadas citó el articulo 16 de la 

Gonstitución Política, artículo 62 del e.e.A., articulo 15 

de la Ley 57 de 1905
1 

Decreto 992 de 1930
1 

2.341 del e.e. ,

articulas 19 a 28 del C. Nacional de Policía, artículo 334 

ciel C. de"" P. C. 

El negocio ha sufrido el trimite p�evisto por la ley 

sin que se observe causal áe 11u.L1áaá que invalide .Lo a·ctua-

do y desde el 15 de marzo pasado quedó en estado de reci­

bir sentencia, la que se prof'iere previas las si�uientes 

consideraciones. 

EL COl�CSPTO �'.CiCAL. 
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La doctora l!:dné Cohen Daza, Fiscá1.C::2o. ·de esta Cor­

poraci6n, concept6a en los· siguientes tér�inos: 

"La demandante señor (sic) RITA AL:¿J\],,,O.H.;'\ Vda. de HAN-
- ...

CINI, en varias ocasiones solicit6 a las autoridades

municipales de l:larranquilla_P;"O¡°é�cci6n para su i;;mue-
. ·•:· r

ble. Siempre estas se>�ici_t,;�des • fueron acogidas, estu-

·' ·; ... � .. - . .. . 
diadas y resuelta�. Se manifestaron en 6rdenes de-lan 

zamientos para lo cual se comision6 en varias oportu­

nidaci:ea a las Comisa·rias de 1-'olicía, quienes son las 

encargadas de ejecutar las respectivas diligencias. 

�especto a la desoluci6n del 8 de abril de 1.974 tan­

tas veces citada en el proceso, es justamente el acto 

propio de la autoridad, en cumplimiento de sus funcio 

nes. �ada distinto a lo que hizo el Alcalde se podía 

hacer. Hay además constancia en el expediente que las 

posteriores solicituoes por parte de la propietaria 

para que se practicara la diligencia de lanzamiento 

ordenada en dicha Hesoluci6n, fueron tramitadas y en­

viada al Comisario (fl. 68 y 73).

"í,;n los testim.;nios de varios funcionarios y que fue­

ron allegados al proceso en _esta segunda instancia, 

también se afirma que se recibi6 esta 6ltima comisi6n 

por parte de las autoridades municipales en donde so 

ordenaba realizar nuevamente otro lanzamiento do los 

terrenos de la señora Hl'l'A ,-L·tAi-lOllA Vda. de :-iM,ClNI. 

Incluso, se tomaron las medidas preparatorias para a­

delantar la mencionada diligencia. Todo indica pués, 

que el Alcalde do barranquilla cumpli6 con lo de su 
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competenc� y no puede negarse este hecho. 1i\io hubo ami 

si6n algún� _de parte del Alcalde por lo que no encuen­

tra este l.Jespacho que se pueda afirmar que hubo falta 

'del servicio. De haber habido alguna omisi6n esta se-

ria de la entidad que recibió la Comisión o de la Po­

licia. Pero no ha sido p;-obado . .,·;;te{ hecho, pese a que 
,..,. . 

el demandante solicitb ;_;� declarara responsable al Hu-

nicipio de Barranquilla de .l.os pe.rjuicios sufridos y 

que se sigan sufriendo la se,i.ora HITA ALZ;,.Hül-li\ VuA.Dt: 

t�NCIN1 1 por las fallas dwl servicio p6blico adminis­

trativo y de policia (fol.91)·. 

"c;s de anotar aquí q11e el Tribunal. entendió que· se de­

mandaba sol.o al Municipio, pués nada se dijo a esta so 

licitud, por demás irregular. Sobre este punto convie-· 

ne recordar el fallo del Consejo de �stado de febrero 

15 de 1.969- Anales del Consejo de ·c;studo, Tomo LX.XVI 

N6meros 421-422- primer semestre pág.415.-

"De todo lo antrior es lógico deducir, que no está CO_!! 

figurada la falla del _servicio que se pretende imputar 

al Alcalde, tanto en la demanda como en el fallo ape­

lada. 

11 1,;n ·segundo lu�ar, si se aceptara como hipótesis que 

si hubo al�una omisión por parte del Alcalde, debe ob 

servarse que la propietaria por medio de apoderado so­

licit6 de�de noviembre 7· de 1.974 (fl. 2) a la �ccre­

taria de Gobierno Municipal de Darranquilla lu protec­

ción a que por Ley tenia derecho. �l hlcalde dundo ca-
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bal cumplimiento a su deber dictó en esa �portunictad 

la Hesolución de noviembre 18 de l.974 decrutando el 

,lünzamiento (f'olio 17) y pr"ocedió a comisiona..r ·a la 

autoridad competente para que realizara tal diligen-
- ---

cia (fol. 18). i::n los·· f�lio.s -que si
0

guen se observa -

que se repitfó_er¡ruismo
0

�rocitlimiento a instanc�a de 

la propietari;,:· o mejor' die!· ... de s� :i::epresentanto. 

úbran también algunos testit,
;_
onios de funcionarios ·que 

intervinieron en tales dili:�encias (folios 175- 180-

181-18��18; y 185). Lo que nos indica que en repeti­

das veces se le prestó por parte de las autoriuades

civiles y .de policia la protección solicitada y se 

procedió a realizar los lanz�mient�s de los terrenos 

invadidos.

"C:s de realzar aquí que en dicha diligencia, el ..:omi­

sario Primero de Poli¿ia recomendó insistentemente al 

representante de la propietaria tomaran algunas medi­

das tendientes a proteger la propiedad evitando de ase 

modo-como es natural- f"uturas invasiones. Le sugirió 

el empleo de cercas y la vigilancia de carabineros. -A 

ninguna de estas medidas se acogió la propietaria, 

quien solamente acudia a la autoridad municipal en 

dom�nda de protección, cuando ya el hecho había suce­

dido. No actuó ni realizó ningun acto tendiente a pro­

tege:r/st¡. propiedad, que bien es cierto estaba amenaza­

da. Bien ha podido una vez realizado el primer lanza­

miento en el aiio de 1.974 hacer algo tendiente a evi­

tar futuras invasiones. Pero imprudentemente se expu­

so, a6n siendo advertida ae ello -a que se repitiera 

ol ht!cho-. 
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"Hay aquí E!les una culpa de la demandante, consistente 

en la forma negligonte en que se comportó respecto a 

la defensa que como propietaria de los terrenos se su­

pone debería haber tenido. 

·- • ..... 
"El Articulo 2J5T

0

'd�r Código Civii dice: 

"La apreciación del daño est.f,. sujeta a la reducción si 

el que lo ha s,ufrido se expuso a él im�rudentemente11 
• 

11 .,:sta circunstancia no fué }�nida en cuenta por los 

Magistrados del Tribunal de 13arranquilla. 

"Todas estas consideraciones llevan ·a este· Desp?cho. a 

solicitar se revoque en primer término la sentencia:=-'­

apelada. O teniendo en cuenta la última observación , 

sea modificada." 

Se considera: 

I.- La Sala no comparte �as considera¿iones de su co­

laboradora Fiscal, por las sig�ieñtes su�cintas razonas: 

a) Se demanda al Nunicipio de Barranquilla por falla

del serviG-io o de la Administración Municipal, no concreta­

mente del Alcalde; 

b) i::.n el ·expe•.iente hny ah11nclante pru>?ba de que é'.unque 

formalmente la "lcaldia cumplió expidiendo la kesolución Ge 

lanzamiento\ com�sionó al Comisario Primero de Policía huni­

"· cipal
1 

su subalterno, quien, utilizanuo numerosas evasivas·, 

se abstuvo cíe .cealizar la dilig,mcia de lanzamient·o; 

e) La falla del S:omisario Hunicipal de llarranquilla, es
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falla de la adm:i_nistración l'lunicipal, por lo que la demanda 

está bien formulada y no hny. la tal irregularidad comentada 

'en la vista fiscal. 

d) La sugerencia hecha, .sagú� dec),:•raciones recibiqas

en es ta ins -t;ancia, a l·a, ;J.�ndl-Jt; 1 po; el Co111isario de.e.Po-
r f • 

·.•· 

licia, para que pusiera �igi�anci� de carabineros, io ,solo 

e• grave sino que, por s� sola, e� suficiente para demu�trar 

la falla de la autoridad, pues ella es la encargada de.�ro­

teger la vida y bienes de los ciudadanos (articulo 16 d� la 

Constitución �olitica), disponiendo para ello, de tocios los 

instrumentos ele poder entre ellos, el ele la policía,en.-:1,or'ma

que resulta, .Por -lo menos; absurdo, pedirle al administra.do que 

con�rate carabineros. 
= 

e) Si la demandante violó alguna reglamentación muú,i­

cipal sobre cerramientos de lotes, debe sufrir las -co�se­

cuencias legál�s, pero obviamente Astas no puucien ser�ni la 

pirdida de la propiedad, ni la de usufructo·, n·i la de], de­

recoo a la protec·ción de las autoridades, garantizada, por 

la Constitución iolítica. 

f) Las razones del apoderado judicial del munic¾ü-o, 

no pueden tenerse en cuenta por cuanto su alegato fu�_pr� 

sentado extemporaneamente. 

11-.- La demanda pretcn<:1e, para el caso de incum¡elimie� 

to del lanzamiento; que se condene al demandado al pq�o del 

valor comercial del inmueble invadido, con obligaciÓ.{hpara 

el. demandante de hacer el traspaso de la propiedad a\ Muni­

c.ipio. 
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La sentencia apelada, e.lijo al. respecto: 

":t'ero no se ve .. ia razón para obl.igar al Municipio. de 

l:larranquil.la a compraTle a la propietaria el. terreno invadi­

do, que con la omisión en--,�1. cump4111iento ele 1.a orcien de la� 
• f• 

zamiento la señora vda·. _. de l-lancini, sc¡l¡,.'i,1ente ha recibido
� .. :. . � ; 

perjuicios y no ha 1- .• ; - ::..." :- -. 
perdiqo-�J.,,a:, ·;.cciones civile-'> que como 

.:-5 •· :� --.. " 

propietaria tiene pl�no der�cho a ejerce� ante la �ama Juris . 
' 

dicci.:inal .del Poder l'Úblico". -

frente a esta petición condicionada, lo que ocurre es 
•1· ( 

que hay incompetenci_a de jurisdicción según fallo de la Cor-
. .  ' 

te Suprema de Justic��; disctitibl� pero obligatorio, sobre 

in6onstitucionalidad �;ronas normas·del e.e.A., que �ej6 de­

finido que esta jurisdi�ción no puede ocuparse de controver­

sias sobre dominio o sobre ocupación permanente de la pro-

piedad inmueble. -�-- _ . . ·: 

11Y debe obs�rvilrse, en primer lugar, que asi en la tea 
•. t 

ría jurídica general como en la que directamente se 
_-,,-,:l .: :

desprende de la e¿-nstitución colombiana, se destacan 

nitidamente, con perfiles definidos, las materias de 

que deben conocer las diversas jurisdicciones especia­

les y la jurisdicci�n ordinaria: prescindiendo del de­

r�cho penal, la matoria•s�bre que la justicia ordina­

ria tiene el poder jú'r'i_tÜ�·¿_·_de ejercer su función está

·plasmad�- en las tres grandes instituciones que consti­

tuyen el derecho privado: la i"amllia, la propieda� pr_!, 

vada y el cóntrato (üerecho Civil y De�echo Comercial)¡

la justicia administrativa tiene, por deí'inición, como

,mbito propio, el formado por el conjunto tic reglas_ a 

que esti somot�da la actividad del. �studo, 1.a actividad
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de la admirtj:_�tración en general, asi como la jurisdic-

ción especial del trabajo debe estar circunscriLa a 

las relaciones d�l trabajo y solo a ellas. 

"Ya la Corte Plena, en sentencia de 20 de 1.'ebrero de 

1941, destacaba los rasgos esenciales de la jurisdicción 

contencioso-administratica,_ desde .e\ -punto de vista 

constitucional: .. _,·. 

""De acuerdo con las ,..:ribucioncs que el Consejo de ,.,;s­

tado señala el articulo 137 de la Constitución, le co­

rresponde actuar como Cuerpo .3upremo Consultivo del Go 

bierno en asuntos de Administración. Acorde con la no-

ción y significación juridica de la justicia admini"str!: 

tiva, ·destinada a buscar un control de la legalidad de. 

los actos de la-admi�istració� estatal, -sus Órganos ju­

risdiccionales,• dent"ro de nuestro sistema constitucio­

nal al respecto, !'arman en realidad un poder indepen­

diente y especial, integrado por entidades distintas de 

la administración misma y de las que otorgan la justi­

cia ordinaria propiamente dicha (G.J. No. 1066
1 

pág. 

658) •

. "Pero nci todosloa actos de la administración caen bajo 

:,e-1· 'control de la jurisdicción especial de lo contencio­

so' adminiitrativo. Como en todas las maierias deL ae-

r�cho; especialmente del derecho público, la doctrina 

ha . ido le.ntam<:nte aquilat=-.náo la noción fundamental 

que sirva para distinguir entre· la dive�sa calidad do 

actos administrativos, lo� quo por su naturaleza deben 

caer bajo la jurisdicción de lo contencioso y aquellos 
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que deban atribuirse a la justicia ordinaria. Unas ve­

ces la distinci6n se basaba en el car&ct�r de las ro= 

glas del derecho .1ue regía el acto cumplido �r la ad-

ministraci6n otras veces• teni�ndo en cuenta con10 cri-

terio sust,w.cial la noci6n cie servicio público, se ha 

afirmado que los litig.ios rel.i,t::i,vo's a la orianizaci6n 

y al f'uncionamient·o d.t . .'��S'_\:i:t����:"� públicos deben

ser, en principio, de la comRetencia del "juez adminis­

trativo, en tanto que a la justici� ordinaria corres­

po�den los que tienen origen en la actividad adminis-· 

trativa que se ejerce fuera de estos servicios públi-

cos. 

"En todo caso, la doctrina tiene admitido que no todo 

acto de la administraci6n, po� el solo hecho de serlo, 
. / 

"deba caer bajo la 'jurisdicci6n admiñístrativa, si.no 

que hay algunas contencione_s a que da origen la acti­

vidad administrativa que son de la competencia de la 

justicia ordinaria. 

11 .n. esclarecer el punto contribuye, ci.e otro laüo, la n� 

turaleza jurídica del recurso contencioso, que no es 

otra cosa que la revisi6n jurisdiccional de un acto ad 

ministrativo. "�n efecto -dice fernundo de Velusco- la 

cualidad característica do la jurisdicci6n contencioso 

radica en ser sustancialmente critica y revisora; lo 

que signif'ica·que su misi6n se reduce y concreta a exa 

minar las d.::cisiones, ·acuerdos y otros actos adminis­

trativos ciue Se dictan en 1a víu gubernr.a.tiv-�, para muE. 

tt:ncrl.os 
I 

rcvoc..J.r1os, a.nulurlos o modií'icur1os". ( uerc­

cho hdmini�trativo 11 p,g. �u5). 
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11 Rl1ora bieñ;. las disposiciones ucusndas contemplan dos 

clases de dni'ios que se ocasionan o pueticn ocusiunarsc 

en la propiedad privada con motivo de trabajos pú�li­

cos¡ el dafio acompaiiado de la ocupaci6n transitoria o 

el simple daílo sin ocupaci6n de la propiedad damnifi­

cada. �ste aspecto de las normas del Capitulo XXII de 

la Ley 167 de 1941,. fue excl.!-l¡.iclo 
.:�_xp:resamente en la

, ; .._ �-r 

demanda y por cons_��u�!'_,:ite•.-R�--és objetó de e studio en

la presente sente�cia. Y el daüo que se ocasiona por 

la ocupaci6n permanente de la propiedad privada y su 

consiguiente incorporaci6n material al patrimonio pú­

blico "desposeyendo definitivamente a su legitimo due-

fio ll t caso en el cual, según el artículo 269 acusad�, 

la indemnizaci6n comprende ''el pago de lo que valga l
¡; 

parte ocupada". Por este solo
1 

aspecto han sido acusau 

das lns normas del citado Capitulo ��II. 

11 ,,;sta última tiene como antecedentes inmediato lo dis-

puesto en la Ley 38 de 1918 1 cuyo articulo primero- es 

del tenor siguiente¡ 11 De la�expropiaciones asi como 

de los daños en propiedad ajena, por 6rdenes o provi­

denc:i.:as administrativas nacionales , fuera del caso 

prcvis�o en el articulo 33 de la Constituci6n, será 

responsa_blc la i'l'aci6n cuando hayan redundado en en prE_ 

vccho suyo11 • 

"i,;n la exros�ci6h de motivos con que el Consejo de C:s­

tado acompaii6 el pioyecto que vino a ser la Ley 167 de 

1941, refiriéndose a la Ley de l';llél, se dice que "la 

jurisprudencia del Consejo expuesta en diversos fallos, 
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unas veces reconoce en a�u&1 Cenbnicno una .ocup�ci6n d e 

hecho, y otras una exproµiaci6n, sin qu� falte cL cas¿ 

en que la califique de expropiación de hecho. También 

la Corte Suprema de Justicia, en muchas doctrinas, ve 

en el hecho de que se trata un caso de expropinción es­

pecial". 

":jegún los 

pensó que 

térr,iittos · d,e �J,a 
._,, -�- , ...... ..

� ·,. � � �, -.
- • : i. . 

.. 

��posición de motivos, sé 

quitándole a la figura jurídica consagrada 

en la ley de 1918 el nombre de expropiación, aunque se 

conservara la sustancia de ella,el fenómeno en si mis­

mo_habria de variar, visto a la luz de los princ�pios

constitucionales correspondientes. Avanzando m6s, �n 

la misma exposición de motivos se trata de justificar 

la disposición del art. 269 1 �quivalente al lo. de la 

lL
"'

y de 1918, diciendo que 11 .1::'or ser frecuente en la prá.!:_ 

tica administrativa el caso de que los trabajos públi­

cos rie grande interés se paralicen o suspendan mientras 

se cumple el proceso judicial de la expropiación o s __ e 

adquiere la propie�ad del ihmueble que se necesita, lo 

que entraña un grave perjuicio para los intereses so­

ciales, se.explica suficientemente que la ley prevea

la posiblidad de las ocupaciones de hecho o de daños y 

la forma adecunda para repararlos por me<lio de proce­

dimientos rápidos. 

111:al como en la ¡.,rl.ctica .se ha dado a ... licación al ci­

tado artículo 269, aca.so inspirándose las autorxhues 

administrativas en e·1 pasaje transcrito de la exposi­

ción de raotivos
1 

en �.l que se cont61apla un moüo de pr� 
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coder el t;;s tado pára ,u;quirir ·1a propiedad privada, cli� 

tinto del predeterminado por 1a Constituci6n Nuciona1. 

iÚ articulo 269 contiene, en ,verdad, una impliciJa- pe.!:_ 

misión a la inobservancia de la norma constitucional _ 

contenida en los artículos JO y 33 de 1a Carta. Las le 

yes que reglamentan 1a expropiación regular, por e·1 

contrario, son úna explicita constricción a la obser-
. 

, ,. -� : -
vancia de la misma.norma ,C-º!�J�i-'ti:icionai. 

"La ocupación de 1a propiedad privada por vías de he­

cho, con ocasi6n de trabajos pdblicos, que produce co­

mo resultado su anexión al patrimonio pdblico "aespo­

seyendo definitivamente a su legítimo dueño", es en si 

mismo un acto irregular expresamente prohibido por la 

Carta en sus artículos JO y 33, segdn los cuales, adn 

en tiempo de guerra, la ·propiedad inmueble "sólo puede 

ser temporalmente ocupad�' y cuando por motivos de uti­

lidad pdblica o de interés social definidos por el le­

gislador, e11a deba incorporarse al patrimonio pdb1ico1 

es indispensable el trlmite legal previo, que brinda a 

la administración medios expeditos, en casos de urgen­

cia, para entrar en inmediata posesión del inmu.:.b1e.· 

"Excepcionalmente, en caso de guerra, .puede no ser pre­

via 1a indemnización, pero adn entonces es necesario 

que la expropiación sea decretada. Sin mediar ésta, la 

ocupación de la propiedad inmuúble sólo pu,..de ser tem­

poral. .;s, pu'-'S, mnnii"ies to en el. c.s ta tuto el celo po_:: 

que l.a propiedad privada no se ocupe de hecho, y tan 

sól.o ·permita que ello se haga· transitoriamente du'°ante 

el estado de guerra. 
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"'!'oda esto significa que cuando la ejecución de obras 

de interés público o social requiero la aplicación a 

ellas del inmueble de propiedad particular es indispe_!: 

sable que preceda la expropiación. ¿l articulo 269 ca� 

sagra un modo de constreñir al pr,opietario para que h� 

ga en favor de la administra�ióp la transferencia de -

su propiedad, "otorg_ando el c?M.·S:pañdiente título :.. 
. 

. 

. •. ,,:,.\ -· . 

traslaticio de domini�' �amo secuela de una forma de 

posesión permanente, expresamente .prohibida por· la Ca.E_ 

ta, '"f rneaiante µn juicio ante .el contencioso adminis­

trativo y pago posterior, con violación de la 'garantía 

de la expropiación por sentencia judicial e indemn:i,za­

ción previas. 

"Por otra parte, en el fondo,' cuando la ocupación de 

hecho de la propiedad privada d¿/origen, conforme al 

art. 269 acusado, ala condena en perjuicios a cargo de 

la administración, entre los cuales perjuicios debe 

incluirse "el pago de lo que valga la parte ocupada", 

se contempla la figura, articulada ya en la ley de 1918, 

que los expositores han llamado expropiación indirecta, 

no autorizada en derecho colombiano sino prohibida ex­

presamente en �l. 

'"'La expro'.'iación por causa de utilidad pública -dice 

Hauriou- es una operación por la cual el ¿stado proce­

de a �a adquisición forzada, mediante indemnización, 

de terrenos o edificios que son necesarios para uso pú­

blico o para los servicios públicos. !lay lu�ar a distin 
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guir la expropiaci6n directa, que es el procedimiento 

orgnnizado expresamente para obtener la expropiaci6n 

del bien, y _l.a expropiación resul.tante de procedimien­

tos que no han sido oyganiza{jJ?s exrresamcnte ·(vías de 

hecho) o de-eventos fortuitos. La teoría de la expro� 

piaci6n ·indirécta es la sigui en"\'�; ,todas l.as veces que 
•• ·• "'l' ; { 

de hecho, en el c\lrso �e•."una ·:u;e"ra,;ió:q cual.quiera, la
. � � - . 

administraci6n se apodera de -ün terreno perteneciente 

a un particul.ar, resulcando de el.l.o para el. propieta­

rio una desposesi6n a l.a vez definitiva por parte� dé 

l.a administraci6n, las· reclamnciones de indemnizri�ión 

son de la competencia del l'oder Judicial" (Uroit j,dmi-

nistrutif, pág. 1125. 441). 

""Hay expropiaci6n indirecta cuando en el curso de una 

operación acministrativa regular, la administraci6n se 

apodera del terreno -de un particular _sin usar el pro­

ceaimiento �e expropiación y sin estar por otra parte, 

legalmente autorizada para ello, mediante una ocupa­

ción definitva que �ealiza una desµosesibn total del 

particu:Lar. Hay pues en primer lugar, una transferen­

cia definitiva de la posesión, que se cumple sin poder 

legal. o_reglamentario,es decir, por vía de hecho, y en 

segundo lugar, una transferencia de propiedad al mismo 

tiempo que üna condena de indemnizaci6n hicha por el 

'fribuna! Civil.. La expropiaci6n indirecta es una toma 

de posesi5n que finaliza
1

a continuaci6n de una inlet­

vención judicial. expos facto, en una transrerencia de 

propiedad" (Ch. Ulavoet, Ues �tteintes a la �roprict6 

••dmini:;tratir; ¡,. 1159¡ dauriou, !'• 752; uarthemy, p.

691.1) • 
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"i.a expropiación rei�ular, en si misma, es el i"enómeno 

juridico en virtud del cual se opera la transferencia 

de la propiedad privada ·en favor �e �a administraci6n, 

como consecuencia de la -primuc�i dil·inter6s p6blico o 

social sobre el interi.!i: •�,r_t,icuiar;, mediante la indem­

nización a que tiene derecho el propietario, seg6n el 

articulo •JO de la Carta. La indemnización comprende no 

sólo el valor de la propiedad expropiada, sino "todos 

los perjuicios que por la expropiación mis�a se ocasio 

nen en el patrimonio del expropiado en forma que, por 

una parte, no constituya para él pérdida alguna, ni por 

otra, sea f'uente de ganacia. La indemnización debe re­

parar en toda su extensión el perjuicio causado al_4!ro­

pietario; iste no debe pagirsele mis ni concedérsele 

menos que el perjuicio efectiv"'mente sufrido por él"• 

(Sentencia de la Corte Plen�. G.J� No. 2i4o. p. J28); 

"�l f'enómeno juridico de la expropiación no puede con­

fundirse con el procedi�lento para decretarla, que es 

previo en la ·exp:opiución regular, y ex pos facto en 

la indirecta, como consecuencia del principio fundamen­

tal seg6n el cual ning6n acto individual del Estado es 

posible si. c_arece de fundamento legal. I,;n uno y otro 

procedimiento se ventilan o discuten cuestiones de fon 

do: el dominio del expropiado, el va].or de lu indemni­

zación en la expropiación indirecta, y además, las ci� 

cunstancias determinantes de la primacia del p6blico , 

en el caso concreto del propietario, en la expropiación 

regular. 
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11Ln. expropiación, cor.10 procedimiento, e� un acto com-

plejo que se desarrolla en diversos periudos: el pri­

mero de escos es l<l <leclar,,ción lei-;islaLiva, abstru.c-

tn, general 1 impcrso-1n, l, que-- consngra la prim�:.cÍ,\ Ucl 

interés ge,�rul, que da asidero y base legal al Hegun­

do período: mcdic1:·n·1:�. J:� ·.0_u,,l. :ést.a. d(}cide adc¡uÍrir los 
_. , .  

. � . : 
• H • l. 

bienes necesarios para la oJra que dio origen a la de-

clnrnción de utilidad pública. 

"La función jurisdicc'ional ciel .... st:ado 
I 

no se ejerce 

sino en los períodos subsiguientes, para decretar la 

expropiaci6n 1nisma, o sen, la �1·ans��rcncia forzosa de 

la propiedad y estublecer el cu:.intüm ite la indemniza-

trinseca del acto de-jurisdicción no se establece, cien 

tifictimente hublancto, sino por la naturaleza del dere­

cho �ue esti en juego en el procedimiento �e la expro­

piación. 

11.::ie observa en primer lu ar, que la atl1�inist:.rnción, 

aún cuando haya sido ·hecha por ln ley la declnrución 

de utilidad pública, �o tiene nccc�ariamente que acudir 

al procedimiento coa��ivo_ de la expropiación� Utiliza 

este proc<;tlimiento cu.,nC:o el l'ropietario, por cualquier 

c�rcunstancia
1 

no consciente valuntariarn�nte en el trus 

paso de.la propiedad, bien porque de él se precenda m6s 

de lo ,-· _,¡uél cre,a just:o, bien porque haya <les.\cu.::r-

do en -=� monto ele la prestación r¡ue deba :r,cibir como 

equivalunte, ae parte de la adminis�ración. �ero si el 

LlcuHr<io .se prnUucc o a éJ se llugn entre la n.dmini!>tra-

clón y el pro¡,ic tario, 1¡u.,c..1a por lo mismo rJt,,;c;aruuloo 

el procedimiento expropiador y el acto ele trnnsr·eren-
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cia de la ¡n·_opiedad se ·realiza mediante un contrato pu­

ro y simple de compraventa civil, en que para nada in­

terviene siquiera. la noción de ser'-vicio público. 

"La cuestión sust�ncial, de fond_o� no cambia el hecho 

de que, a falta de acucrc.lo. eX.:tri !j� -�-
. .. . .. admin:stración y el 

propietario, deba aq;ell·�· ac.1dir al procedimiento juri� 

diccion�l para obtener el· mismo resultado del contrato: 

la transferencia de la propiedad mediante el pago de la 

indemnizución correspondiente. S6lo que en este caso, 

la prestcción conmutativa a cargo de la administración 

no juega como precio de la cosa adquirida, sino como 

indemnizacióil, de todos los perjuicios que se causan 

al propietario. 

"i'ara constituir el dominio público -dice Bonnard- la 

administración puede adquirir propiedades privadas por 

los procedimientos ordinarios. Pero estos.procedimien­

tos basados en el conse11timiento del particular, son 

a veces insuficientes, porque la administración puede 

encontrarse frente a la negativa del particular, aun­

que ella tenga necesidad y a veces urgencia de la ad­

quisición. Ha habido pues, necesiclad de establecer en 

favor del dominio públi�o, modos especiales de adqui­

sición que tienen como caracteristicas comportar una 

cesión forzada de la propiedad privada. 

11 3e puede c!cfinir la expropiación como un acto por el 

cual el �stado impone a un particular la cesión de una 

propiedad irunobiliaria con un fin de utilidad pública, 

mediante justa y previa indemnización y según un pro-
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'·· 
cc<li1r1iento e�pecial. 

11 ::ie encuentra en _ella, como .en el contruto de ·v�nta, 

una transrerencia de propiedad y un precio pugado. �e­

ro la direrencia coñ la venta consiste en que la tran.=_ 

rercncia de la propiedad no e� voluntaria y en que el 

precio _no 

ticular. 

... ., . � : ..
es librementfl, ·ac1'r,'.ndo s.irfo impuesto al par-

., . .: . . . 

"La expropiación constituye un ataque grave a la pro­

piedad privada. �si ella ha sido organizada siguiendo 

un procedimiento destinado a asegurar fuertes garan­

tías a la propiedati privada, de manera de evitar los 

abusos. La protección esencial resulta de la interven� 

ción de las autoridades judiciales en este procedimie� 

to (uroit Vublic. p.·294. Uroit Administratif. p. 499 

y ss.). 

"De la misma naturaleza sustantiva del derecho de cuya 

transferencia se trata, que es el dominio, se despren­

de que el procedimiento de la expropiación no consti­

tuye una runeión administrativa, atribuida impropiameE_ 

te a la justicio. ordinuriu, sino el ejercicio de una 

verdadera fun�ión jurisdiccional en que no estl en jue­

go, no se cuestiona o di�cute la le�ulidad o ilegali� 

dud del acto concreto del üobicrno que ordenu proceder 

a la ex�ropiación,· pura mantenerlo, unularlo o modiri­

carlo. �l objeto del proce�imiento y nonsecuencialmen­

te, la naturale�a de la runción se hallan lógica y ne­

cüsarian:cnte determinados por l·a calidad del derecho 

sustantivo en juc:�o: la prurier..lad privada, de lu cual 
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se admite s-in disidencias ele opinión, <JUC ln ju,;ticia 

ordinaria es su !,unr.?ilí.11 1·rcnte a· todo posible ataque 

de parte de la adminis�ración p6blica. 

"U:n F
,..

ancia, cuyo derecho civil y ad111ini,strativo es la 

:fuente próxima e inmediata del derecho colombiano en -

ambas materias, "Los Tribu11 .. les· Judiciales, lo mismo 
i =:· .; 

que el Consejo de ·Estado i �o�•-Tribunales de Conflic-

tos, declararon a lo largo del siglo XIX que la autori­

dad judicial es competente para conocer de las accio­

nes de daílos y pepjuicios intent3da por los particula­

res, sea en razón de daaos de toda clase causados en 

:forma permanente a su propiedad, es decir, �rovo6ando 

"una modii'icación perpetua de la propiedad"¡ sea más 

tarde, bajo la influencia del Gonsejo de Bstado y del 

�rimer Tribunal de Conflictos, en razón s�ólo de la 

aprehensión por la administración de toda o parte de 

una propiedad, de una toma de posesión y de una ocupa­

ción, a6n temporal, de una propietind, a condición de 

que ella constituya par� el particular una de�posesión 

efectiva de toda o parte de su propiedad". r•inalmcnte, 

el T
,;:__

ibunal de ..:onflictos en 19110 (úrret Scheneidcr & 

Ca.) consagró incquivoca y formalmente el principio 

básico en las jurisdicciones anteriores, de'que "la 

pro�ección de la propiedad privada entra esencialmen�e 

en las atribuciones de la autoridad judicial"_, (Chapus, 

�esponsabiliti Publiqui et hesponsnbiliti Privi, p.158-

161). 

11 1-'or o•tru ru,rtc, el ciominio riel üXpropincJo, .sau en la 

cx¡,ropi:..ción regulur o en 1:, acción c.lel urtículo :!.é�, 
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no ejc1·ce en ln litis !'unción riel prcsupursto pi-occ,s,,1.
1 

sino <.lP. prc,npucsto <.le la nc:ción, ser;:ún la difcrcncin 

que entre lns dos nocione8 hn setinlt:do reiterñtlamenle 

lñ Corte, a snber: 

"Los presupuestos procesale� �º-. son otra cosa que las 
� . '  

condi.ciones necesnri�s· �Ara que se Corme v�lidomentc ln 

relación jurídico�pr��esal, de modo que se encuentren 

surtidos los requisitos previos qun ?ermitan al juzFa­

dor resolver el litig�o en forma bien sea rnvurable o 

bien desfavorable a las s6plicas del libelo inicial del 

pro�edin1icnto. }iientras que la legitin1aci6n ·e11 causa 

atiende a que el sentenciador·punde proveer en sentido 

-favorable a lo pedirio en la demanda, por ser el actor 

titular verdadero de la acción propu,,sta y el de:;1¡mda-

do la propia persona contra la cual es concedida la ac­

ción por las normas juridicas. �in la titularidad así

entendid� es posibl• que la acción prospere (le�itima­

rio ad causam) aunque oara el fallo adverso se entien-

den plenamente reunidos los presupuestns procesales

esto e!": a) de,nnnda t'nnnalmente nc:misible, b) comnP.tcn

cia del juzgador; e) car>acidad para ser pnrt�, esto es, 

cnpacidad general en der�cho; y d) cnnacidarl para obrar 

pracesalmcnte, o sea cnpacidad de ejercicio (legitima­

tio ad procesum) (Gaceta Judicial No. 2147, p. 92�). 

'
1 ;\sí en el caso clel articulo 2G9 acusado, son es t<•s J.o". 

presupuestos �e la ncci6n: q11e el �ctor, co1no �n la nc­

ci6n reivindicatoria, �en el verdadero �ror1ictnrio y 

que �n admini::.. tración sea posec(:ora ctc lo cn�n .. 1'ot·que 
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si bien es --eicrto l!llC l.:1 •1d111inistr�cié,11 no se nmp.:i.ra 

. o no debe urnr_,nrse en l.i.1. presunción cie ,,roniccJ.:1d c!uc -

se deriva de 1� po�c�i6n actual, no �s ��no� ci�1·to -

que a falta de ln pJ.enn rrncha de J'rn,,icdacl en el ac­

tor, la sentencia debd ser n�solutoria, de la mismo 

manera que en la .,cciéru _de.c!on:.inio. Ln única diferen­

cia entre ln acci6n riivinciic�torinºy la consn�r�da 

en el citndo art. ·269, cstú en que no ,;e pide la res­

tituci6n, sino el resarcimiento de perjuicios en toda 

la CA-'eneión r:uc comporta el concepto de expropiación, 

como yn se ha visto. 

11�iendo esto asi, trattl.ndo::;e de una acción ex dorninum 

con motivo de una veraadera expropiaci6n no por irre­
' 

r,ulnr e injuríclica menos_ evide11te, la "sentencia judi-

cial" que debe decidir esta clase de J.itigios no puede 

ser la ¡)ronu11c.i.ada por ninguna jtiri,dicción cs;,ecinl, 

sino por la llamada justicia ordinaria. �n otros t6r­

minos: el artícu.lo JO de la Cons ti tuci6n exige ser,ten-

cia de la justicia ordinaria en todos los casos de ex­

propiaci�n de la nronieclnd privada. 

11 Ue todo lo ex1111csto se concluye ciue el artículo acu­

sado es violntorio de los articulas JO y J3 de ln Cons 

titución, en cuanto, por una parte, ncrmitc implícita­

mente la ocupoci6n derinitva de la propi��ad privada 

por la administr1.1ci.ón, y por otra, atribuye, lo mismo 

que los articulas 261 a 26a, a-la jurisdicción de lo 

contencioso aciu:ini:-;trntivo, el cunocim.tcnto :1 c.: las ac­

ciones por iuUemniz.:iciún de pcr juj c ios 1 por ucup:1cib11 

pcr1nanc11�e de la 

L,a_jos púuJ. icos. 11 
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Y este e,o uno de J.us; 111otivos que tuvo la p,,rte acto-

111�- La otra razón del recurso, npur1�cc cxpucs ta c'n 

su alegato sustcntaturio del recurso, asi: 

"P��I?-:�!�O: l-·or ra7.ones de orc.!en pr5.ctico los tres in-
. 

. 

., 

muebles invadidos mater{.- de ·e�:te p}"uceso han sido -

identif"icados, tanto en el �ict6111en pcric ial, corno 

en mi alegato de conclusión de :1r_i1J1cra instancia, y 

en la .sentencia, como iotes ' 1 rr", ''s11 y "t 11
, si.c;uie.!!. 

do con e1lo la mis1na nurncrnci6n de la cscriturn de 

propiedad de los terrenos, �ue obra �n el expediente, 

y los planos anexos al tlict6men pericial. lgual iden 

tif"icaci6n se les dh en este alegato. 

"!Jentro de este proceso está plenamente demostrado 

que los lotes "rr" y "s" per·dieron todo su v.::lor. co­

mercial y rentabilidad por haber sido totalmente in­

vadidos por colonos, mientras que, el lote "t", f"iié 

invadido parcialmente, por lo que solo su parte ocu­

pada r�rrió idéntica suerte. 

"No obstante, y como adelante veremos, los sciiores 

peritos consi,!ernron cp1e ia parte no invac!ida ele es-

te último lote 11 t" también habia suf"rido una consi-

derabl,.e disminución del 50-:0 de su prPcio y rentabi-

lidnd, dntlo su inmediatn vccirtdn� �1 hrea ocup¡1cln. 

"Pues bien, la sentencia condena nl 1-!unicipio de ,.;a-

rran'1uilln a inr!emniznr n l n cJemanrlnntc por los nr.r-

juicios nuc le ocnsj.onó lo ¡Í!r<licln t.ntnl cie rcnt�bi-

lidad de las úreas ocupadas, pero no 
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la Í><Íri:'irl-a del :30; ele los f'rutos del úrea ª" i11vndi­

cla del lote "t", pérc;ida parcial de renta\Jil'i.ciacl r¡uc 

también r•,conoce el <Jj ct.':men pericial rendirlo dentro 

del t-érminn prob,itorio de la primera instancia." 

El impugnador se basa en el estu�io ·de l�s expertos, 
.� 

pero en realidad, en su li.b"clo tlemandat'ori;o no aparece el!:. 
. -� 

ro que pretendiera el hipotetico lucro de la parte no ocu­

pada pero pr6ximo a la ocupada. 

Y no aparece viable tal pretensi6n, aun cstiruindola 

í'ormulada por cua�to con el misma ar�umcnto nodrian accio-

nar todos los vecinos a la zonn, sin que ¡Juecta detcrn,inar-

se í'rancamcnte, !'rente al clerP.cho y al est.nclo de deI"ccho, 

por qué la vecindad de la miseria.da derecho a indemniza­

ci6n, en una sociedad 111nyoritariamente n1isernble. 

No hay prueba ni de lQ desvnloriznci6n del in .. ucble 

no ocupado, n� de oue haya riejado de producir pues, nada 

se ha probado C]llC ,,rodujcra cm tes de la ocupación vecina. 

Y con:· ·rn1e a pruebas traldas al plen�rio, la ra�bn 

de la inclcm· ;_zaci6n en forma <ie lncro cesante, resulta 

ractible precisamente por lns �osiblidades ele ncgncinci6n 

con urbnnizadores que, en convenio con el 1nstit1� de C1� 

dito Territorial, prnyr,ct.1ban construir allí barrios ponu­

lnres, con ¿uyn vccindnri,se56n puorle declucirsc de 1Qs ur­

�umcntos del iJrelnntc, t¡1i:ibién tlclJP.ria sentirse inconio<l.::i 

y !)Crjudic�da lu <]em.:inCante .. 

IV.- �or disposici6n exprMsa rlcl articulo lJ� del 

149 



- :!i -

C.C.,\., el f"nllo de primcru i1��tv.ncia se c11cucnlru. i.�unl.-

cargo tlel r1unici1>io de Llnr1·�1•�uilln. 

' :· 
sum

0 
de �88.272.00 mcq�unles; 

. .

.. .. 

el�. 

ccsnntc, t!ll la 

rnzonó ns1: 

"Del dictlm,,n ;>ericial, ri•sullaclo de la inspección 

judicial llev�da a cabo el �2 de Septiemb�c de 1.976, 

!'obre los terrenos inv.:c!idos, se lJ e¡::a a la conclu­

sión de que el área ocupada por los invasores es la 

siguiente, de acu�rdo con los lotes invadidos: 

"LOTC: rr, invadido en su tot3lidac!, en una bre.'.I c!e 

114.1115,58 metros c11ndrndos. 

"LOTE s, invadido en su totalidad, en un área de 15. 

210 metros cuadrados. 

"LU'l'C: t, desconta9a el área cetlicJa a�1inis terio tic 

obras p6blicas, �uedó con un úrea tatal de �1J5.J58. 

25 metros cuadrados, de los cuales se invadió sola-· 

mente un Arca de 66.897 metros cuadrados, quedando : 

una l11·•ia no i11vn,:irla de 63.551.25 metros cuaclraóos. 

"i:;l úrea total inv:1dida resulta entc,nces 196.H,:.:.58. 

"Si se tiene en cuenta que los se2ores peritos ava­

lundores estimaron el valor del metro cuadrado del 

tc,·reno inv:1c!iclo en ·:o4 5. o·o, se tiene oue el vnlor 

de la totalidad del �lobo ocupndo por los inva�ores 

tiene un valor d� �H.K27-J16.lO.-
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cial fuí, ol>jet .. ,do por ·error grave por. el ,seiior apo­

dcrndo del �unicip{o de Unrranquilln, tal objeción 

no prosperó deLJido a CJUC el inter-csatlo no concurt"iÓ 

a la éili.,;cncia de testimonio �i:e. solicitó pura los

• "· • :� " .. "¡ • . seitorcs poritos ni i-.c111i¡.j .; \1.ntt:frrogator10 ac ningu-

na· especie. -

11Con10 lo,:; seiiorcs !)Critos tasa!·o11 los frutos o cá-

nones que hnn podido pro¿uc,..rir los lo tes, por ,.,es• 

an u11 1:� de �u aval�o, se �icne , uc �l v�lor tle esos 

frutos de lo·s lotes ocupuc!os es de -.. Ct. •• :.r,. Y .._¡,;,io 

sual�s, a �nrtir del dia 6 d� Abril de 1.975
1 

en que se ordenó el lanza111i.,rit9. '.' 

fecha 

�l sentenciador de pri�ern instancia acogió el die-

timen pericial, seg6n el cual, basta saber el valor comer­

cial. cie los lotes I nplicnrlc una rcntahilic':,d del 1·;; mcn­

jual y ya se tiene l� renta dej�cla de devengar. 

'.-tás no es asi pura la ,iala por cu;\nto si bien cual-

o irrvci:t.ido, lJc.ln.: rrc'>ducir, no 

(Ht.sa lo mismo cuu la ricrrn urb.::u1n
1 

nu co,1s'truilla t)U•? 1 nor 

�al1r1cnre no prot!uce renta, sino vnlori��ci6n quo no !,ucdo 

tener.se en cuento. en es te caso en C]UC uo �e trnta clu or<�«.:-

nar la ;:ic!qu �si.: iún del innoucblu. 

1,0 hay cn,;:i solü. pru�l>u. t!c <JUe tul!.!S ituaucblcs produ­

jeron renta .t1.lgunti., pu<.!s tco [')O.i'tC del su=Juusto de out! �e 

un con tr;:; l>:i.n d<:::socu�,udos, .s .in e eren� 1 un f' .L.U, come, ti.11icos 
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\. \ 
'"· -� ... --·_ 

lotes de engorde. r,-._,,: �- � . 

Por lo mismo, no es f'nctib'le proceder a nv.-0�11nr su 

valor comercial para calcular su renta que resulta neccsa-

riamente hipote!ica, irrenl. Kn cambio conocid� su valor 

catnstral, valor por el et.tal est� �obl:i.&_ado el propietario 
. ·-:. .. , .. .. 

a declararlo para efectos •··de impuesto ?e renta y patrimo-

nio, hay la certeza de que para \?les ef'ectos debía decla­

rar una renta presuntiva igual al 8;� sobre tal nvalC:o, se-

gún el artículo 11 de la Ley 52 de 1977, subrogatoria del 

articulo 59 del· Decreto-Ley 2248 de 1974.x 

· Al f'o'iio 187 del expediente, apar7cen los avalúos catastr�. 

les de la totalidad de los lotes de "La Luz", pero no coin 

ciden, en .!!U• ,,rea con ·los lotes ocu-pados, se¡;ún la ins,,ec­

ción judici�l y el. dictámen de 1ls expertos, por lo que

habrá de ��reyocar�� el fallo consultado y apelado, para

condenar en abstracto a ef'ecto dqque se comnruebe la ren­

ta de los lotes ocupados o invadidos, mediante el inciden­

te del ·articulo JO8 del C. de P. C. y sobre las siguientes

bases:

a) Val·,r de la renta real obtenida al momento ele la 

invasión, por concepto de los-lotes realmente ocupados pa­

ra la �ec�a de lailimanda, según prueba dada por todos los 

�edios legales probablPs. 

b) Valor catastral de las zonas realmente ocunadps 

para la f'echa de la demanda y la r��ta presuntiva liquida­

da con base en el Bíl sobre tal valor. 

e) Se tomarl la renta mayor asi establecida,
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reconocerla desde el� de abril de 1975 hasta cuando ln 

ocuo.:ición cese o deje de �cr propietnria. la dcmnndn. ntc,• 

sin pasar de .;88.272.00 mcnsunles. ,"'.· 

C Como el actor pierde el recurso �e le condena en 

co�tas. 

Sobre costns nnda dice el C.C.A., po� lo que, en cum 

plimiento su arti¿ulo 282 1 precisa recurrir a lns normas -

que sobre la mnteria trae el C. de P.C. 

Dice el articulo J92 �e dicho Cónigo; 

"Conclena en costas. é:n todos los procesos se npl:i::ea­

rán las siguientes rc5las en mat�ria de costas: 

11 1 La parte vencida en el proceso, o la (!Ue pierda el 

incidente o el recurso de apelación, casación o revi­

sión que haya propuesto será cpndenado· al p;,go de CO:!_ 

tas en favor de la contraria, nun�ue no haya mediado 

solicitud. din emb�rgo, ln Nación, los departamentos, 

las intendencias, las comisarias y los municipios no 

serln ron�enodos en costas. 

11 2: La condena se har� en la sentencia o en el auto 

que r,,suleva el incidente o recurso·, y se tencJrá en 

cu�ntn lo dispuesto en el art. 7). 

"JI! i,;n la s cntencin se se.�undo grado que conf.irinc en 

todas sus ,artes la del inrerior, se condenara oi re 

currante en 1�s costns de la sqgunda instnncin. 

11 4 0 .Cuando la sentencia de se�undo grndo revoque to-
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talmente la del inCerior, la �arte vencida scri 

condennda a pagar las costas de ambas instancias. 

"5!2 En caso de que µrospcre parcialmente la c;ernon 

da, el juez podrl abstenerse de condenar en cos -

tas o pronunciar condena pa�cial, expresando,los 

Cundamentos de su d·e'cisión. 

�cuando Cueren�s o m�s los litigantes que deben 

pagar los co!; tas, el juez los condenará en propoE_ 

ción a su interés. en el proceso, y si nada se dis 

pone al respecto, se entenderán clistribui'dos por 

partes iguales entre ellos. 

"7!1 Si Cueren varios los litigantes Cavorecidos 

con la condena en costas, a caóa uno de ellos,se 

le.reconocerán los gastos que.hubieren suCragado 

y se harán por separado las liquidaciones. 

= 

11 911 Las estipulaciones de las partes en materia de 

costas se tendr&n por no escritas, pero podrá re -

nunciarse estas después de decretadas, en los ca 

sos de desistimiento o tronsacción." 

"Co�pl•�enta la previsi6n anterior, el mandato con 

tcnido�enilos articules 72 y 7J de la misma obra, sohre 

resposabilidad patrimonial de las pcu-tes y sus apoderudos! 

sin perjuicio de la condena en costas siempre que se �ier­

da el juicio, incidente o recurso propuesto. 

Y ya Crcnte de lo liquidoci6n de costos, estatuye el 

numeral 2C! it1ci-so 2!2 del articulo J9J del citado Código 

que "no habrá lugar a agencias en derecho n Covor de la 

Nación, de�artaruentos, intendencias, comis�rias y munici-
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pios cuando haya actuado por conducto de sus rcpro.�cnta_!! 

tes constitucionales o le�nles". 

• T 

/Je lo anterior surge con mcridi.:i;,li"'°hlnridatl .t1.ue la 
... - _.,. .. : t"•' ... t.., 

exoneración de las costas·,. e·stlí e:., tnb_lecicla :único y exc.l�
. : . 

sivamente én fav.or de la Nnción, los :Departamentos, las 
�-

Intende�cins, las Comisarias y los Municipios y nuncn en 

:favor de los particulnrcs que litigan cp� tales entida -

des o en favor de las personas de�Derecho Público desmem 

bradas de dichas entidades territoriales, .a menos que 

normas �speciales les extiendan tales privilegios, con 

excepción �e los establecimientos p6blicos cuyo regimen 

jurldico es exclusivo.de derecho público y gozan de los 

mismos privilegios de que goza la �ntidod territorial de 

la cual se desmembra.n, salvo norma legal en contro.r-io 

(Art.43 Decreto 3139 de 1968). 11 

Y si bien se justifica, desde tiemposinmcmorinlcs, 

esa exención en :favor de las entidades estatales, por 

la desprotección administrativa y jurldica en que gene -

r'almente actúan y se desenvuelven, que las hizo asimila­

bles a los relativamente incapaces o allieni ju�is del 

� derecho roma,�, no se ve ni se intuye qué r=nes oodrian 

esgrirnir"e para hacer extcnsivp tal privilegio en favor 

de sus adversarios vencidos • 

. En mérito de lo expuesto el Consejo de Zsto.do, Sala 

�e lo Contencioso Administrativo, Secci6n Tercera, admi­

nistrando jus tic in en nombr'e de la i<cp6blica -Y. por autor.!_ 

dad de la.Ley, 

��VOCA en todas sus partes el Callo apelado y con­

sultado y, en su lu;i;ar, se ac; :;uc:r.Vi::: 
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PRll-lf:Ht\. - t,;¡ municipio C: e H.,rranquilla es nclminis­

tra tivamentc re"ispon�nble ele los perjuicios materiales su 

friclos por la se�ora Rita Alzamora �da. de �nncini, de 

condiciones civiles conocida� on c5,te 11roccso. por ln 

falta ele cumplimiento efe la . ."esol_ución de 8 de ;,bril de 

1975 sobre lanzamiento de los invasores del predio "Ln 
i ... 

Luz", si tuado 

llarr.1nquill.a. 

en . i, • . 
la calle�l7. ,mt_re •.. carst·cras 8a. y 15 óe 

SEGUNUA.- üentro del término señalado en· el arti­

culo 121 del e.e.A. ·el Alcalde H:unicipal cic llarranqui -

lla debe dar cumplimiento a la Resolución de lanzamiento 

de 8 de Abril de 1975 de los invasora.<; tlel inmueble "La 

Luz", identi.ficado en este juicio y que no justi:fique n =

legalmente su ocupación._ � 

TERC�RA.- Los perjuicios materiales reconocidos en 

esta sentencin, se liquidarán por el procedimiento e.el ª.!:. 

ticulo )08 del c. de P.C. y sobre las bases dadas en la 

parte motiva de esta providencia y sin pasar de �88.272.00 

mensuales. 

CU!.RTA-- Declárase inhibida la Corporación para co 

nocer de ala ,-;·'1¡,l.icn ntinente al pago del valor comercial 

de los lotes invadidos y al correspondiente traspaso de 

la propiedad al Municipio de�andado.-

�UINTA.- Costas d---1 recurso a cargo ele la parte de 

mandante apelante.-

StXTA.- �n firme esta proviur.ncia, enviense los 

nutos al Tril,unal de origen., 
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C�picse, publiquese, notifiquese y c6rn?lasc. Uevnli­

dese el papel común utili7.ndo. 
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SALVAMENTO b E 

DOCTOR CARLOS BETANOJ'l JAR.WILLO.-

.. 

Aef. Proceso número 2368,-

Ponente: Doc_tor Jorge Vaiencia Arango.­

Actor: Rita Alzamora de l,lancini.-

Con to::!o respeto me sep!!TO de la decisión anterior, -

por les r _ azones que breve111ente expongo: 

a).- El presente asunto no es ni té::11ica ni Jurídica­

mente un asunto de ocupaci6n permenente, Se hace esta efirmaci(n 

por cuento buena parte de la rnotivaci6n se ?"educe e transcribir � 

una decis16n de la Co�te que se refiere o este t6pico, No puede 

olvidarse que al fenómeno de la ocupac:i6n pen::enente solo se da 

cuenda es le administración, en une cualquiera de sus manifesta­

ciones, le que ocupa la propiedad inmueble p::r cause o con moti­

vo de un trabajo público y su conocintiento ,lue;o de la declara -

torio de inexequibilidad del 20 da Junio de l.�:5,c:orresponde a 

la jurisdicciGn ordinaria. Porque coendo esa oCJ¡;aci6n le hace 

un particulr.., el fen6meno es otro y pueda ce.lifice.rse, inicial­

mente, cc1110 una ocupac:16n da hecho y lue:gc, cor.::i une posesión 

=terial, con las accicnas policivas inicie.les ( lanzamiento -

por ocupación da hecho ) o las civiles subsi!,Uientes ( intm·­

dictoa posesorloa o reivir.·.tiC:Ótorias ) en C!lbeza del propieta­

rio dsspose!do. 

Y no es un asunto da ocupac:16n percanente, no solo 

porque le administrecl6n no fué le ocuoente, sino porque lo 

que realmente se presentó fué una folle del servicio de poli­

cía, tal como ecertedamente lo de e entender el Tribunal de -
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primera instancia. Las autoridades de Be.rranquilla, pese a -la pro­

tección solicitada par los dueños del inr.uebl�, dejaren prosperar, 

por omisil'fl, los actos de ocupeci6n. Y por ese falla del servicio 

y solo por eso, result6 comproITTetide la responsnbilided del citado 

municipio, 

b).- No veo co�o pcdrá ouwplir eI alcalde municipal de 

Barranquilla la resoluoi6n de lenznmiento de B de abril de 1.975. 

Estimo que este funcionario perdi6 's(j c0"1petencia ( lo's términos 

de esa forma polioive de lanzamiento son ;best�nte o.ngui;tiosos ) 

ye que por el lepso transcurrido los dueños del inmueble no pue 

den eje:r;:cer sino acciones reivindicatorias ente la juri.sdicci _ 6n 

ordinaria centra los actuales poseedores, sean estos de buena o 

mala fé. 

c).- Comparto la mctivaci6n del Tribunal a-que, el cuál 

sí enf□c6 el problema jurídico en forma adecuada y precisa, Naco� 

parto la parte final de la resolutiva en donde ordene el cumpli 

mi.ente, co�o ahora lo hace esta Corporaci6n, de le resolución de

lanzamiento de 8 de abril de 1,975, porque considero que esa medi­

da - como lo dije - no es vieble bajo ningún pretexto, ya que la 

soluci 6n del conflicto es del resorte jurisdiccional ordinario. 

... d) ,- Esl · mo que no debió condénarse en costes. El prin-

clpio de la igualdad de las P"-I"tos frente el proceso impone esta 

negativa, fuera de que q•.rl.en busce una condena por fallas de la ad-­

ministración tiene derec:10 " ser indannizado en todn au extensión; 

en otros términos, tiene derec:h-:: a ser restablecido en su derecho, 

tal como si_ los hechos no se hubieren presentado. Es ltgico que 

este equilibrio que se pretende restablecer se rompe !5i para el e­

fecto no silla no se condena en costas .,. la administracl6n vencida, 
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sino que de contera el demandante tiene que· pagarle i�s\o��-. 

Aespetuase!1'ente, ,, 

I 

l.·/t:� · /%/)
CAALOS BETANaJA JARMITLLO 

Bogotá O.E. junio trece (13) de mil n□vecientcs setenta y -

nueve (l.979) 

COPIADO Al füUU �� 1üMll ;J (} 
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